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S U M A R I O  
Se abre la sesión a las cinco y veinte minutos 

de la tarde. 
El señor Presidente anuncria, para conocimien- 

to de la Cámara, que han quedado consti- 
tuidos la Diputación General de Aragón, la 
Junta Preautonómica de Galicia y el Con- 
sejo del País Valenciano, e interpretando el 
sentir de todos los miembros del Congreso, 
saluda cordialmente a los responsables di- 
rectos de estos organismos, en quienes con- 
curre, además, la circunstancia de ser 
miembros insignes de esta Cámara, señores 
Bolea Foradada, Rosón Pérez (don Antonio) 
y Aibiñana Olmos. Termina augurándoles 
el mayor de los éxitos en su gestiór,. Las 
palabras del señor Presidente son subraya- 
das por grandeis aplaus'os. 

Se entra en el orden del día.-Toma en con- 
sideración de varias proposiciones de ley: 

Sobre la constitución de Consejos Escolares, 
del Grupo Parlamentario Socialistas del 

Congreso.-A petición del señor Fraga Zri- 
barne, se da por leído el texto de dicha pro. 
posición de ley. Seguidamente se leen el 
dictamen de la Comisión y el informe del 
Gobierno. El señor Gómez Llorente dc ? f '  ten- 
de la proposición de ley. Le contesta cl se- 
ñor Ministro de Educación y Ciencia (Ca- 
ver0 Lataillade). Queda rechazada la toma 
en consideración por 163 votos en contra 
y 144 a favor, con tres abstenciones. 

Se suspende la sesión. 
Se reanuda la sesión.-Para explicacidn del 

voto en relación con el tema anterior, hace 
uso de la palabra el señor De la Vallina Ve- 
larde. 

Derogación de la Ley de Colegios Profasiona- 
les.-Por el señor Secretario se da lectura 
al texto de la proposición de ley, así como 
al informe del Gobierno. El serior Roca Jun- 
yent, de la Minoría Catalana, explana esta 
proposición de ley. Contestación del señor 
Ministro de la Presidencia del Gobierno 
(Otero Novas). Se aprueba la toma en con- 
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sideración de la proposición de ley por 256 
votos a favor y 16 en contra, con una abs- 
tención. Intervienen para explicar el voto 
los señores Martín Villa (don Ernilío), Ca- 
rro Martínez, Colino Salamanca y Solé 
Tura. 

Derogación del artículo 6.O del Código de Jus- 
ticia Militar.-El señor Secretario da lec- 
tura al texto de esta proposición de ley, así 
como al informe del Gobierno. El señor 
Martín Toval, en representación del Grupo 
Socialistas de Cataluña, defiende la propo- 
sición de ley. Le contesta el señor Ministro 
de Justicia (Lavilla Alsina). Queda reclia- 
zada la toma en consideración de esta pro- 
posición de ley por 166 votos en contra y 
144 a favor, con una abstención. Interviene 
para explicar el voto los señores Mendizá- 
bal Uriarte y Solé Tura. 

Reconocimiento de servicios previos presta- 
dos en la Administración Pública.-El se- 
ñor Secretario da lectura al texto de esta 
proposición de ley. El señor De Vicente 
Martín defiende la proposición de ley. Le 
contesta el señor Ministro de Hacienda 
(Fern&ndez Ordóñez). Queda aprobada la 
toma en consideración de la proposición de 
ley por 219 votos a favor y 1 1  en contra, 
con una abstención. 

Se pasa al  segundo punto del orden del día.- 
Mociones como consecuencia de interpela- 
oiones: 

Sobre aumento de pensiones.-El señor Pre- 
sidente anuncia que hay presentadas dos 
mociones sobre este mismo tema, una del 
señor De Vicente Martín (Grupo Socialistas 
del Congreso) y otra del señor Perera Calle 
(Grupo de la Minoría Catalana). A petición 
del señor De Vicente Martín se da por lef- 
da su moción y pasa seguidamente a expla- 
narla. A continuación explana la suya, so- 
bre el mismo tema, el señor Perera Calle. 
Interviene para alusiones el señor Roviru 
Tarazona. Hacen uso de la palabra en apo- 
yo de estas mociones los señores De la 
Fuente y de la Fuente y Tamrzmes Gómez. 
Contestación del señor Ministro de Sani- 
dad y Seguridad Social (Sánchez de León 
Pérez). En turno de réplica, interviene el 
señor De Vicente Martín, quien da lectura 
al texto de una nueva moción comprendien- 
do las dos que se han explanado sobre el 

mismo tema, texto que queda aprobado por 
263 votos a favor y uno en contra, con dos 
abstenciones. 

El señor Presidente, atendiendo una indica- 
ción del señor Fraga lribarne, suspende Zc 
sesión por media hora. 

Se reanuda la sesión a las once y media de 
la noche. 

Se entra en el tercer punto del orden del día. 
Proposiciones no de ley: 

Sobre austen'dad en Radiotelevisión Españo- 
la, presentada por el Grupo Parlamefitario 
de UCD.-EZ señor Clar Garau defiende 
esta proposición. Interviene la señora Bra- 
bo Castells. El señor Pons lrazazábal de- 
fiende su enmienda. El señor Bravo de La- 
guna Bermúdez apoya esta enmienda con 
una modificación de la misma. Aclaración 
del señor Pons lrazazdbal. El señor Presi- 
dente pide al señor Secretario que dé lectu- 
ra al texto definitivo de la enmienda. Así 
lo hace el señor Ruiz-Navarro y Gimeno. Se 
vota la enmienda leída, que fue aprobada 
por 249 votos a favor y uno en contra, con 
nueve abstenciones. Se vota seguidamente 
el texto de la moción, que es aprobada por 
248 votos a favor y uno en contra, con 10 
abstenciones. 

Recomendación del Consejo de Europa en re- 
lación con la situación chilena (Grupo Par- 
lamentario Socialistas del Congreso),-El 
señor Peces-Barba Martfnez defiende esta 
proposición. lntervienen los señores Muñoz 
Peirats, Silva Muñoz, Lorda Alaiz y Solé 
Barberá. Contesta el señor Ministro de 
Asuntos Exteriores (Oreja Aguirre). Se vota 
la proposición no de ley, que es aprobada 
por 197 votos a favor y ninguno en con- 
tra, con dos abstenciones. 

Se levanta la sesión a la una y veinte minu- 
tos de la madrugada. 

Se abre la sesión a las cinco y veinte minu- 
tos de la tarde. 

El señor PRESIDENTE: Antes de  iniciar la 
sesión convocada para el dla de hoy, señoras 
y señores Diputados, y como ha sido norma 
de cortesía de esta Presidencia, quiero dar 
cuenta a la Cámara de la elección y constitu- 
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ción de la Diputación General de Aragón, de 
la Junta preautonómica de Galicia y del Con- 
sejo del País Valenciano. 

El saludo que en otras ocasiones se hizo a 
los representantes de los organismos preauto- 
nómicos de Cataluña y del País Vasco, en esta 
ocasión corresponde hacerlo con toda cordia- 
lidad, por el Presidente de esta Cámara y re- 
presentando el sentir de la misma, a quienes 
han sidlo elegidos como responsables directos 
de estos Organismos preautonómicos que, 
además, en este caso concurre la circunstan- 
cia de que son miembros insignes de esta Cá- 
mara de Diputados. 

Quiero de una forma muy cordial saludar a 
don Juan Antonio Bolea, Presidente de la Di- 
putación general de Aragón; don Antonio Ro- 
són, Presidente de la Junta preautondmica de 
Galicia, y don José Luis Albiñana, Presidente 
del Consejo del País Valenciano. (Aplausos.) 

Creo que el sentir de todos los Diputados 
de esta Cámara es claro y les auguramos el 
mayor de los éxitos. 

PROPOSICIONES DE LEY: 
CONSTITUCION DE CONSEJOS 

ESCOLARES 

El señor PRESIDENTE: Entramos en el or- 
den del día de la sesión convocada para el dfa 
de hoy. 

Como primer punto corresponde el examen 
de la toma en consideración de varias pro- 
posiciones de ley. La primera de ellas es la 
relativa a la constitución de C<onseios Escola. 
res, presentada por el Grupo Socialistas del 
Congreso. 

Vamos a abrir el debate sobre la toma en 
consideración de la propic ión  de ley anun- 
ciada y ruego al señor Secretario de la Cáma- 
ra que dé lectura a la misma, así como al dic- 
tamen de la Comisión y criterio del Gobierno, 
si es que en ese sentido se ha manifestado. 

El señor SECRETARIO (Castellano Carda- 
lliaguet): Con la venia. ProposiciOn de ley so- 
bre constitución de Consejos Escolares. Dice 
así: 

«La presente proposición de ley tiene por 
objeto la creación de un conjunto de órganos 

colegiados que, bajo la denominación genéri- 
ca de Consejos Escolares, permitan la demo- 
cratización de las instituciones educativas en 
sus dmos vertientes fundamentales: los Centros 
de Enseñanza, cuya gestión democrática se 
realizaría por medio de Consejos Escolares de 
Centro, de profesores y por las Comisiones 
pedagbgicas y de convivencia, y el proceso de 
elaboración de decisiones por los órganos de 
la Administración educativa, que experimen- 
taría cambios sustanciales como consecuencia 
de la creación de los Consejos Escolares de 
distrito, los Consejos provinciales de Educa- 
ción y el Consejo Escolar del Estado, dotados 
de capacidad para participar activamente en 
la elaboración de planes y programas, coordi- 
nar actuaciones, emitir dictámenes obligato- 
riamente y realizar propuestas concretas de 
actuación. 

»Ningún sistema educativo de característi- 
cas centralistas y autoritarias tiene ya futuro. 
Ningún sistema educativo podrá alcanzar ya 
sus objetivos si los profesores, alumnos y pa- 
dres mantienen una actitud pasiva, derivada 
de su exclusión en responsabilidades y deci- 
siones. La eficacia y el éxito de la enseñanza 
se hallan asociados al surgimiento de una con. 
ducta positiva en los interesados y esto sólo 
será posible mediante el establecimiento de 
un sistema de participación democrática en 
las decisiones, como garantía del control pre- 
vio de las mismas y como medio que facilite 
su aceptación por los destinatarios. 

»Por otra parte, la democracia, entendida 
como vivencia real que supera las estructuras 
formales de representación política, tiene una 
dinámica expansiva que trata de alcanzar a 
todas las actividades de índole comunitario. 
En este aspecto, la comunidad escolar debe 
tener una consideración prioritaria, ya que se 
trata de la comunidad en que primero y más 
profundamente se integra el ser humano. Por 
ello, una educación realizada dentro de los 
valores de la democracia y aplicando proce- 
dimientos democráticos de decisión, tendría 
resultados enormemente positivos tanto para 
la democratización de las instituciones &u- 
cativas como Dara la formación de ciudada- 
nos preparados para extender y defender la 
democracia. 

»Más que ningún otro aspecto de la educa- 
ción, la participación responsable en el hecho 
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educativo y en la gestión democrática de la 
enseñanza contribuirán, además, a la obten- 
ci6n de una educación de elevada calidad; por- 
que la auténtica calidad de la educación con- 
siste en la formación de alumnos creadores, 
responsables, participantes; es la calidad del 
ciudadano preparado para asumir sus respon- 
sabilidades y funciones con sentido de soli- 
daridad; es, en definitiva, la calidad de un 
sistema educativo que extrae las energfas pa- 
ra su funcionamiento y transformación del 
seno de las comunidades escolares y no de los 
grupos de presión que operan arteramente so- 
bre las palancas burocráticas de la Adminis- 
tración centralista. 
»La participación, por iíltimo, permitirá que 

por medio de los representantes democrática- 
mente elegidos, las atribuciones de los Con- 
sejos Escolares y la publicidad de sus actua- 
ciones, se establezca un sistema de garantías 
que salvaguarde el pluralismo ideológico, la 
enseñanza racional y antiautoritaria, la inte- 
gración de los intereses de la comunidad es- 
calar, de las entidades locales y sindicatos en 
los objetivos del sistema educativo y la dis- 
tribuci6n y aplicación equitativa de los recur- 
sos dis-wnibles, evitándose los desequilibrios, 
injusticias y despilfarros derivados del favo- 
ritismo y la corrupción.-Cap~tulo 1.-Dispo- 
siciones generales.-Artículo 1 .O La partici- 
pación de los profesores, padres de alumnos, 
alumnos, personal no docente, ayuntamientos, 
sindicatos y demás sectores interesados en 
la gestión democrática de los Centros de En- 
señanza y en las decisiones de los órganos de 
la Administración educativa, en los niveles de 
EduCaci6n Preescolar, General Básica, Formar 
ción Profesional y Bachillerato, se efectuará 
mediante los órganos colegiados que se crean 
por la presente ley y de conformidad con las 
normas que para su constitución, atribuciones 
y funcionamiento se contienen en la misma. 

»Artículo 2." Los órganos colegiados de 
participación a que se refiere el artículo an- 
terior serán los siguientes: 
na) En todos los Centros de Enseñanza se 

constituirá: 
»P- El Consejo Escolar de Centro. 
»+ El Consejo de Profesores. 
)>- La Comisión de Convivencia. 
»+ Comisiones pedagógicas, de curso o de 

grado. 

»b) Consejos Ebcolares de comarca o dis- 
trito. 

»c) Consejo Provincial de Educación. 
»d) Consejos Escolares de los Territorios 

»e) Consejo Escolar del Estado...)) 
Autónomos. 

El señor F U G A  IRIBARNE: Para una 
cuestión de orden. Este texto consta de vein- 
ticuatro folios y ha sido repartido. Quizá, se- 
ñor Presidente, pudiera preguntar a la Cáma- 
ra si tiene objeción para darlo por leído. 

El señor PRESIDENTE: Esperaba la pro- 
puesta de algún Grupo Parlamentario en ese 
sentido para hacer esa misma pregunta a la 
Cámara. &Entiende la Cámara que lo podemos 
dar por leido? (Pausa.) 

Consultada la Cámara sobre la procedencia 
de dar por leida ,la proposición de ley, asf fue 
aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: El señor Secretario 
de la Cámara dé lectura al dictamen de la Co- 
misión y criterio del Gobierno, si existe. 

Así lo hace el señor Secretario (Castellano 
Cardailiaguet). 

El señor PRESIDENTE: El representante 
del Grupo Parlamentario proponente tiene la 
palabra durante treinta minutos para la de. 
fensa de la misma. 

El señor GOM'EZ LLORENTE: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, la pro. 
posición de ley que se somete a la conside- 
ración de Vuestras Señorías bien pudieua ha- 
berse titulado Ley para la Democracia Fsco- 
lar, aunque por razones de índole técnica se 
haya titulado proposición de ley sobre la 
Constitución de Consejos Escolares. 

Me cabe el honor de representar al Grupo 
Socialistas del Congreso para plantearles algo 
que, por su propia naturaleza, entendemos 
que es sumamente delicado, porque está en la 
conciencia de todos los españoles que el tema 
de la escuela ha sido uno de los temas que 
han producido mayor número de discordias 
en nuestro país; uno de los temas que ha lle- 
gado a envenenar la vida pública y que ha 
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sido uno de esos asuntos que contribuyeron 
a que se produjera ese abismo que dio lugar 
a que el poeta hablase de las dos Españas y 
que dijese de los españolitos que s l  mundo 
vienen, les guarde Dios. 

Una de las tareas quizá más delicadas que 
tienen que afrontar estas Cortes Constituyen- 
tes es, precisamente, la de tratar de evitar 
que se vuelva a reproducir un planteamiento 
de dos Españas, y de ahí la delicadeza del 
tema educativo. Sus Señorías tendrán presen- 
te que este tema se ha vuelto a transformar 
en un tema problemático, incluso en la discu- 
sión actual del proyecto de Constitución. Uno 
de los artfculos que ha resultado más proble- 
mático es precisamente el articulo 28 del an- 
teproyecto constitucional, publicado el 5 de 
mem. Actuallmenite tengo entendido que es la 
materia que se trata en el artículo 26 del ac- 
tual informe de la Ponencia. 

Soy consciente de que las dificultades que 
plantea el tema de la escuela son en parte 
diferencias reales de criterio, pero son tam- 
bién en buena parte debidas a prejuicios y a 
incomprensiones; son en parte considerable 
debidas a que en la polémica sobre el tema 
de la escuela se crea a veces por comodidad, 
a veces por falta de rigor, un maniqueo en la 
posición opuesta al que hay que combatir, na. 
turalmente, cuando la polémica se despliega 
en esos términos, es muy dificil que conduz 
ca a un acuerdo, y es muy fácil que metién- 
dose elementos en la polémica que no son 
rigurosos y propios simplemente se tienda al 
envenenamiento del que decía antes que tene- 
mos que tratar de huir. 
Es por ello que esta tarde no me preocupe 

solamente el que Vuestras Señorías aprueben 
o rechacen la toma en consideracibn de esta 
proposición de ley, sino que me daría por muy 
satisfecho de que esta exposición sirviera, 
cuando menos, para disipar brumas y prejui- 
cios en tomo de esta materia. No quisiera de 
ninguna forma que, posteriormente, volviera 
a decir algún representante de la minoría ma- 
yoritaria de la Cámara lo que se dijo hace 
unas semanas desde esta tribuna por un Dipu- 
tado de UCD cuando creía escuchar un cierto 
ultrasonido -fue su palabra- debajo de las 
propuestas sobre materia educativa, formula- 
das por el Grupo Socialistas del Congreso. 
Yo quisiera pediros, señores de la niinorfa 

mayoritaria, que a lo menos respondierais a 
la sinceridad de esta exposición c m  una ac- 
titud libre de prejuicios al escuoharla. 

Entrando en el análisis concreto de la pro- 
posición que vengo a presentar quisiera decir, 
en primer lugar, que no se trata en absoluto 
de una &plica, de un contraproyecto a nin- 
guna de las iniciativas gubernamentales. No 
queremos con esto, en ningiui caso, obstruir 
ni dificultar el programa que el señor Minis- 
tro de Educación nos ha anunciado, tanto en 
la Comisión de Educación de este Congreso 
como ante el Pleno del mismo. Unicamente el 
proyecto que presentamos es tangencial, qui- 
zá se yuxtapone a una de las proposiciones 
que nos anunció en su día el sefior Ministro 
de Educación, que es el proyecto de régimen 
de centros, proyecto que en la sesión plena- 
ria del 25 de enero don Iñigo Cavero nos anun. 
ci6 que enviarfa a la Cámara dentro del pr6- 
ximo mes de febrero, conforme consta en el 
«Diario de Sesiones)) de este afio, página 225, 
aunque todavía el Ministerio, por las razones 
que sea, no ha podido enviar. 

Sin embargo, presentamos este proyecto 
con tal ánimo de concordia que no tendrfamos 
inconveniente alguno, aun cuando fuese to- 
mado en consideración en esta tarde, en que 
el capítulo segundo de nuestra proposición se 
tratara con posterioridad a ese proyecto gu- 
bernamental de régimen de centros, de tal 
suerte que el resto de nuestro proyecto fuera 
concordado con esa ley. 

Nuestro proyecto, por otra parte, está cla- 
ramente inspirado en la legislación italiana y 
francesa sobre la misma materia. No es nin. 
guna elucubración desde el vacío, ni ninguna 
ensoñación; es ciertamente un poco c m p l e  
jo, como tiene que serlo de manera necesaria 
si queremos crear unas estructuras represen- 
tativas de todos los sectores implicados en la 
educación a todos los niveles. 

Por último, es obvio que no toca nada en 
absoluto el problema universitario, porque 
todo cuanto concierne, como es lógico, al 
tema de la participación de los estamentos in- 
teresados en la Universidad cae dentro del 
campo de la autonomía universitaria y de la 
facultad autonormante que suponemos, en 
virtud de ese principb, a la Universidad y 
que debe ser regulado por vias completamen- 
te ,diferentes. 



CONGRESO 
- 1426 - 

12 DE ABRIL DE 1978.-NÚM. 41 

El Reglamento de esta Cámara dice que lo 
propio del turno que estoy consumiendo es el 
de exponer de palabra los fundamentos y ino- 
tivos de la iniciativa concreta que se ha to- 
mado. Pues bien, señoras y señores Diputa- 
dos, los fundamentos de esta iniciativa son 
muy claros: radican en el concepto de par- 
ticipación, radican en el concepto de lo que 
ha de ser una democracia avanzada, una de- 
mocracia que no se limita simplemente a ser 
concebida como libertad de los partidos p~ 
líticos, como un conjunto de libertades indi- 
viduales, como un mecanismo electoral que 
elige libremente un Parlamento, que controla 
al Ejecutivo, etc. Un concepto de d e m e  
cracia a la altura de nuestros tiempos enten- 
demos que tiene que ser un sistema de con- 
vivencia que permita el máximo de autoges- 
tión en tadas las materias a los ciudadanos, 
el máximo de participación directa en las dis- 
tintas materias de la vida pública y, por su- 
puesto, en esta materia tan trascendental y 
preocupante corno es la educación. 

Por otra parte, este proyecto está motiva- 
do tambdn por razones de oportunidad, por- 
que todo el mundo comprende que en nuestro 
país, en estos momentos, hay que proceder a 
introducir una serie importante de reformas 
en el terreno de la educación. Pero si quere. 
mos que esas reformas no sean hechas sim- 
plemente por el poder político, sino que sean 
hechas con la participación de los sectores 
interesados, hay que crear unos cauces a tra- 
vés de los cuales esa participación pueda ser 
efectiva. 
Y no basta, a nuestro juicio, con la exis- 

tencia de sindicatos de profesores y con la 
existencia de asociaciones de padres de fa- 
milia. Todo aquel que conozca este sector co- 
noce perfectamente el bajo grado de sindica- 
ci6n entre los trabajadores & la enseñanza 
todavía, y conoce también la escasa participa- 
ción de la gran masa de padres en esas aso- 
ciaciones existentes. 
¡Es por ello que conviene crear este entra. 

mado de consejos claramente representa tivos 
para que la voz de los sectores interesados 
pueda definirse con nitidez y precisión. 
Es, en este sentido, un proyecto instrumen- 

tal, es un proyecto que aparentemente no tra- 
ta cuestiones sustantivas, pero, sin embargo, 
es un proyecto que, de no llevarse a cabo en 

sus términos o en otros términos similares, 
podría dejar en una pura declaración román- 
tica y de principios esa idea tan básica que 
tedricamente todos afirmamos, que es la de la 
participación en la gestión de la empresa edu- 
cativa de todos los sectores afectados. 

Es, por supuesto, también un proyecto per- 
fectible, y no &lo perfectible en el sentido 
en el que lo son todos los proyectos, en el 
sentido de que Vuestras Señorías, a través de 
la presentación de las oportunas enmiendas, 
corregiríais todos los defectos que pueda te- 
ner sin duda, sino que es perfectible, tal co- 
mo nosotros lo concebimos, también inclusive 
a través del tiempo, porque! estos entes re- 
presentativos que proponemos crear en dis- 
tintas escalas y niveles podrían ir siendo, de- 
berían ir siendo cargados de mayores atribu- 
ciones a medida que se fuese dando paso en 
mayor profundidad a la idea de la democracia 
escolar. 

Para profundizar en la filosdía que inspira 
el proyecto es inevitable que profundicemos 
en las razones profundas que tiene la partici- 
pación en materia escolar. Y aquí tendríamos 
que empezar por distinguir quiénes son los 
que tienen que participar y, en segundo lugar, 
dónde, para qué y a qué niveles es esa par- 
ticipacibn. Entendemos que deben participar 
los padtres, los alumnos, los trabajadores del 
centro, las fuerzas locales, las fuerzas socia- 
les, como los sindicatos y los empresarios, y 
también el Estado como garante del interés 
gen eral. 

Y vale la pena dedicar algunos instantes de 
reflexión al por qué de cada una de estas 
participaciones para ver todo lo que podría- 
mos mejorar nuestro sistema educativo a tra- 
vés de esa presencia. 

En primer lugar, la participaci6n de los pa- 
dres no es sólo un dereoho, es, por supuesto, 
un importante derecho expresado, por ejem- 
plo, en el punto tres del artículo 26 de la De- 
claración Universal de Derechos Humanos con 
aquellas palabras tan repetidas, pero tan im- 
portantes, que dicen: «Los padres tendrán de- 
recho preferente a escoger el tipo de educa- 
ción que habrá de darse a sus hijos». Pero yo 
no quiero, como profesional de la enseñanza, 
plantear esta participación s610 desde el pun- 
to de vista doctrinal del Derecho. Pienso que 
la participación de los padres sería inmensa- 



CONGRESO 
- 1427 - 

22 DE ABRIL DE 1978.-NÚM. 41 

mente iítil desde el punto de vista de coope- 
rar en la fiscalización de lo que en los centros 
acontece. No creo que simplemente baste la 
intervención de los Cuerpos de Inspectores, 
La presencia de los padres en esos centros 
-pero una presencia dotada de facultades ini- 
portantes- podría tener una trascendencia 
verdaderamente considerable en orden al sa- 
neamiento de la vida de los centros. Esto les 
llevaría a conocer mejor los problemas, no 
sólo de sus hijos, sino los problemas de la 
educación, y esa presencia de los padres, viva, 
en los centros sería una palanca impuisora de 
esa idea de la que tantos educadores estamos 
enamorados: de la idea de la escuela abierta, 
de la escuela que no se limita simplemente a 
transmitir enseñanzas a los escolares, sino 
que sea un foco de irradiación cultural en el 
medio en que se encuentre. Esa participación 
no la queremos puramente formalista. Por eso, 
en nuestro proyecto se prevé que incluso a 
nivel de los centros exista un Consejo escolar 
de centro que viene a tener funciones direc- 
tivas. Y además del Consejo de Profesores, 
una comisión de convivencia, y comisiones 
pedagógicas de curso y grado, lo cual equival- 
dría a dar a esa participacidn una interven- 
ción efectiva en el control del rendimiento no 
sólo escolar, sino también en los propios tra- 
bajadores del centro y en las orientaciones 
pedagógicas del mismo. 

La participación de los escolares es algo 
que puede parecer dificil de ejecutar. Sin em- 
bargo, cuando se gradúa y se dosifica, s e a n  
su edad, tal como lo hace el articulado del 
proyecto, o de una forma similar, es perfec- 
tamente viable. 

Nosotros entendemos que la participación 
de los escolares favorecería la motivación con 
respecto al centro y la integración. Fomentar 
la motivación, fomentar la integración, equi- 
vale a estar luchando contra el desarraigo, 
contra el desinterés y, en definitiva, contra 
su consecuencia, que es la insolidaridad. 

La democracia no puede quedarse a la puer- 
ta de la escuela; la democracia tiene que tras- 
cender esa puerta para llegar a inspirar tam- 
bién las estructuras internas de los centros, y 
entonces será posible eso de que los escolares 
la aprendan practicándola en su vida coti- 
diana. 

La participación de los trabajadores de la 

enseñanza no es sólo un derecho que emana 
de ese principio general de que el hombre 
debe tener conciencia y autocontrol de su pro- 
pio trabajo, sino que si no se cuenta con la 
participación de los trabajadores, n sólo en 
la gestidn de los centros, sino en t s a  la po- 
lítica educativa, es fácil que las reformas que 
se introduzcan carezcan de realismo, y es se- 
guro que, en todo caso, van a carecer de con- 
vicción entre aquellos que la tienen que eje- 
cutar. 

La vigente Ley General de Educación, la 
que cuele conocerse c m o  (Ley Villar Pala- 
sí», tuvo valores indiscutiblemente positivos y 
afirmaciones en su letra indudablemente cons- 
tructivas, y una de las razones por las que se 
ha frustrado lo más positivo de esa ley es pre- 
cisamente porque esa ley no fue fruto de la 
participacih de los profesionales, porque las 
consultas que se llevaron a cabo para reali- 
zarla fueron totalmente insuficientes, insatis- 
factoriajs, cuando no ficticias. Y es evidente 
que no procede entrar en la cuestión retórica 
de si el protagonista de la enseñanza es el 
alumno o es el profesor; pero lo que es evi- 
dente es que la enseñanza tiene mucho de 
arte, tiene mucho no solamente de medios ma- 
teriales, sino de la capacidad, del entusiasmo, 
de la imaginación y de la identificación que 
ponga el profesor con lo que se está hacien- 
do. Y eso no lo vamos a Eonseguir en las re- 
formas que son necesarias llevar a cabo si no 
se crean unas estructuras a través de las cua- 
les el profesorado pueda verter no solamente 
sus idqales, sino sus experiencias, para que, 
en definitiva, se sienta verdaderamente iden- 
tificado con lo que se trate de hacer. 

Por otra parte, esa participaci6n del pro- 
fesorado la reputamos absolutamente impres- 
cindible si se quiere que las refonnas que se 
introduzcan tengan realismo, porque ningíin 
grupo de tecnócratas, por inteligente que sea, 
puede suplir la aportación de experiencia de 
aquellos que están realizando la docencia mis- 
ma, Pero no solamente tienen que intervenir 
en estos asuntos los padres, trabajadores de 
los centros, y, en general, las personas direc- 
tamente implicadas con cada uno de los cen- 
tnos, porque también lo que ocurre en los 
centros tiene una trascendencia absolutamen- 
te decisiva para el resto de la vida del pafs. 
Por eso es por lo que nosotros proponemos 
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que, a escala de centros, haya una presencia 
municipal, pero que en los consejos que se 
establezcan a nivel de distrito, o comarca, re- 
gión, nacionalidad, o estado, haya una pre- 
sencia también de los organismos sindicales, 
empresariales y del poder político. 

Acostumbramos a afirmar que los gastos 
de educación no solamente tienen que ser vo- 
luminosos, sino que han de serlo por su in- 
mensa rentabilidad, por su inmensa trascen- 
dencia económica y cultural en la vida de la 
nación. Pues bien, una consecuencia absolu- 
tamente lógica de ello es el derecho a parti- 
cipar de esos otros entes aparentemente a j e  
nos a lo que se cuece directamente en la es- 
cuela, pero que también tienen allí grandes 
intereses. Y esa participación, ¿dónde ha de 
darse? No nos satisface, sobre todo, la répli- 
ca ministerial del informe, del dictamen del 
Gobierno a este proyecto, al decir que no tie- 
ne lugar porque el Gobierno nos va a mandar 
un proyecto sobre régimen de los centros. 

Con respecto a nuestra buena intención 
para evitar colisiones en esa materia, ya me 
he manifestado antes, pero sobre todo lo que 
yo quisiera poner muy de manifiesto ante Sus 
Señorías es que la gestión democrática en la 
enseñanza no se puede limitar al centro, por- 
que gran parte de las cosas que acaecen en el 
centro vienen dadps por decisiones que se 
adoptan más allá del centro. De ahí que noso- 
tros recabemos y reclamemos una gestión de- 
mocrática en aquellos órganos donde han de 
decidirse los problemas de planificación y de 
programación, porque quien sea aquel que 
tome decisiones acerca de si en una deter- 
minada provincia hay que poner más institu- 
tos o más centros de formación profesional, 
está adoptando una decisión política de la má. 
xima magnitud, y quien sea aquel que decida 
sobre los programas y contenidos de la en- 
señanza, está adoptando también una decisión 
política de la máxima magnitud. 

Por tanto, si concebimos lasgestión demo- 
crática de la enseñanza como retrotraída a los 
centros, quizá estamos satisfaciendo algunas 
exigencias inmediatas de determinados secto- 
res, pero no estamos en absoluto resolviendo 
el problema en toda su hondura y profundi- 
dad. Por eso es por lo que recabamos la cons- 
titución del Consejo a escala de distrito o de 

comarca o provincia y en su caso de región, 
de nacionalidades o del Estado. 

El artículo 31 de nuestra proposición tiene 
una especid consilderación a los territorios au- 
tónomos que en su día se vayan constituyen- 
do para acoplar toda esta (filosofía a la filo- 
sd ía  de las autonomías. Ahora bien, si es- 
tantos de acuerdo con estos principios es ab- 
solutamente necesario concretarlos, dar pasos 
adelante en esta direccibn, y en ese sentido 
es en el que pedimos vuestro voto para esta 
proposición. 

Alguien pudiera pensar que es un tanto qui- 
mérica. Aquf nos plantemos en cierta mane  
ra el viejo problema de si las leyes se limitan 
a dar forma a los hechos sociales o si las le. 
yes prefiguran los acontecimientos que se cree 
que deben sobrevenir. En esta materia noso- 
tros entendemos que estaríamos a mitad de 
camino de las dos cosas, purque esta propo- 
sición de Iey no cabe duda que recogería y 
daría forma a una ambición sentida por am- 
plios sectores de nuestro pueblo, pero a la vez 
contribuiría en gran medida, con esta confi- 
guración, a que esa aspiración se pudiera ca. 
nalizar de forma constructiva. 

En suma, lo que queremos con esta propo- 
sición es construir los pilares para una demo. 
cracia escolar, y quisiera que quedase bien 
claro a partir de esta intervención la nula 
vocación estadista de mi Grupo Parlamentario 
en problemas educativos. Quien está defen- 
diendo un regimen de intervención de todos 
los cuerpos sociales implicados en la educa- 
ción sobre estas materias, no debe estar pen. 
sando a la vez en que el Estado controle de 
forma autoritaria la enseñanza. 

Comparto absolutamente la preocuapción, 
por ejemplo, del Cadena1 de Madrid cuando 
en una de sus Cartas recientemente publica- 
das se hace esta pregunta el 13 de noviembre 
de 1977: «¿Quién puede imponer el modelo 
educaftivoi que haya de inspirar el sistema de 
enseñanza?». Y en la misma Carta afirma- 
ba el señor Cardenal: «La autoridad debe li. 
mitarse a reconocer la tabla de valores que 
acepte la sociedad y las creencias del cuerpo 
soci;ul. Debe resipetar la cultura propia del 
pueblo, fruto en gran parte de su historia, y 
procurar el desarrollo y el progreso de esa 
sociedad a la que representa y en cuyo nom- 
bre actiían. Y en la Carta publicada el día 16 
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de  octubre de 1977 afirma: ((Misión del Go- 
bierno no es fomentar la cultura, no crear la 
cultura o matizarla con su ideología peculiar; 
facilitar la educación de todos, no imponer 
una clase de educación determinada}). 

Intencionalmente cito estas frases del se- 
ñor Cardenal para subrayar el carácter de 
esta intervención, el carácter no solamente 
dialogante, sino de búsqueda de consenso en 
el pórtico de las discusiones constitucionales 
y para disipar absolutamente toda duda que 
pueda haber en el sentido de  que los socia- 
listas pretendamos una estatalización contro- 
ladora. Eso es lo que ha ocurrido en el régi- 
men anterior, contra el cual nosotros hemos 
luchado durante tantos años, y no es en ab- 
soluto nuestra intención ir a una nueva legis- 
lación que reproduzca de alguna manera esos 
resortes controladores por parte del poder 
educativo, y ningiísi testimonio más serio y 
más riguroso podríamos aportar que el de 
hacer una proposición de ley que creara unos 
órganos a través de los cuales esa participa- 
ción no se quede simplemente en afirmacio- 
nes vagas, sino que cree los cauces para que 
esa participación sea profunda y auténtica. 

Sin embargo, no quisiera abandonar la tri- 
buna sin hacer algunas afirmaciones muy im- 
portantes también sobre otros extremos de 
esos documentos; porque se dice en ellos que 
la religión ha de estar presente en la forma- 
ción de la cultura; juntamente con la comuni- 
dad eclesial y la familia han de ser cauces 
para que los hijos de los padres católicos re- 
ciban educación en la fe, sin coacción de nin- 
guna clase, claro está. Esta frase final. «Sin 
coacción d e  ninguna clase, claro está)), es la 
que realmente acredita un espíritu que puede 
llevarnos, si no procedemos con prejuicios, a 
fórmulas de concordia. 

Es cierto que los socialistas mantuvieron 
durante muchos años una actitud intransigen- 
te de escuela laica; y no  es que hayamos aban- 
donado la filosofía del laicismo; y no es que 
hayamos abandonado nuestra peculiar idea 
de cómo tienen que ser educados nuestros hi- 
jos, ni aquella que -podemos recomendar des- 
de el punto de vista de nuestro pensamiento. 
Pero, en la medida en que la Iglesia no se d i -  
nee políticamente con los grupos conservado- 
res; en la medida en que la Iglesia abandone 
el nacional-catolicismo, nosotros no sentinigs 

la necesidad de que la ley imponga un régi- 
men laico en las escuelas estatales. 

Nosotros entendemos que las instituciones 
públicas que trata de edificar la nueva d m o -  
cracia tienen que ser instituciones donde to- 
dos los españoles se encuentren confortables, 
y la escuela, Señorías, ha de ser tamlbién una 
institución donde todos los españoles se en- 
cuentren confortables. Por ello tiene que ser 
una institución donde aquellos que no deseen 
recibir una educación religiosa no se  les im- 
pmga; donde los maestros que no deseen en- 
señar religión no tengan por qué enseñarla. 
Pero también puede ser un recinto donde 
aquellos que deseen exponer una doctrina r e  
ligiosa puedan hacerlo, v los hijos de aquellos 
que deseen que la reciban puedan recibirla. 

Esta viene a ser la fórmula a través de la 
cual nosotros entendemos que no habrfa coac- 
ción en esa materia, v no he querido eludir 
este tema para que no pareciera oportunista 
la cita que he hecho del señor Cardenal. 

En resumen, lo que nosotros pretendemos 
es una democracia escolar, que no tiene que 
ser estatalizadora, sino que debe de ser par- 
ticipativa. Lo que nosotros queremos es en- 
tregar el centro al protagonismo de la comu- 
nidad escolar; lo que nosotros queremos es 
que la planificación y la programación sean 
participativas y que todo esto se haga con Ia 
máxima autonomía, con el máximo respeto 
a la autonomía de cada una de las nacionali- 
dades y territorios que integran el Estado. 

En definitiva, podía resumirse toda la fi- 
losofía que he tratado de exponer, aunque con 
brevedad, ante SS. SS., y toda la tradición 
que ha venido manteniendo el socialismo a 
través de los tiempos sobre la escuela, en tlnas 
palabras que dijera en este mismo sa16n un 
Diputado socialista, don Rodolfo Llopis, el 20 
de octubre de 193 1, cuando afirmó: «Nosotros 
dejamos sentado el principio de  uue la escue- 
la debe ser liberadora, libertadora, y q u e r m w  
tener la ilusión de  que la conciencia libre, 
cuando libremente tenga aue decidirse ante 
la desigualdad social, ante la injusticia social, 
sabrá elegir su camino)). Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El representante 
del Gobierno tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE ECUCACION Y 
CIENCIA (Cavero Lataillade): En el ejercicio 



- 1430 - 
CONGRESO 12 DE ABRIL DE 1978.-NÚ~. 41 

del derecho de iniciativa legislativa que con- 
fiere a lus Grupos Parlamentarios el artícu- 
lo 29 del Reglamento, el Grupo Socialista del 
Congreso ha presentado una proposición de 
ley sobre constitución de Consejos escolares. 

Quiero, ante todo, inanifestar mi respeto 
y mi reconocimiento por todas las iniciativas 
que, procedentes de cualquier Grupo Parla- 
mentario, se sometan a la reflexión de esta 
Cámara para su examen y, en su caso, toma 
en consideración, máxime si acreditan una 
preocupación por intentar mejorar la estruc- 
tura del sistema educativo y perfeccionarlo, 
y máxime si se presenta de la forma serena y 
dialogante con que lo ha hecho el Diputado 
señor Gómez-Llorente, lo cual me coloca en 
una posición esperanzadora sobre el tema de 
la educación. 

Por otra parte, quiero señalar que, por su- 
puesto, en defensa de ia posición que man- 
tengo en nombre del Gobierno, no citaré au- 
toridades eclesiales ni dignidades cardenali- 
cias, porque en esto parece que está más ave- 
zado el Diputado señor Gómez-Llorente. (RL 
sas.) No debemos tmpaco anticipar el debate 
sobre el articulo 26 6 28 de la Constitución, 
debate que deseo y que espero no sea nece- 
sario. 

En nombre del Gobierno, sin embargo, de- 
bo pedir a la Cámara la no toma en conside- 
ración de la proposición de ley del Grupo 
Parlamentario Socialista. Y no se debe esta 
postura -como se ha interpretado en alguna 
ocasión- a una actitud de oposición siste- 
mática del Gobierno y del partido de la ma- 
yoría relativa, m o  so designa a las inicia- 
tivas legislativas que provienen de otros Gm- 
pos Parlamentarios. Estamos viviendo en un 
proceso constituyente en el que la vida par- 
lamentaria ha comenzado a funcionar tras un 
largo período de ausencia de vida política de- 
mocrática, y ello va creando en nuestro Par- 
lamento, paulatinamente, lo que podríamos 
calificar -lo que es absolutamente necesa- 
rio en la vida parlamentaria- ciertos usos y 
prácticas. Es lógico, y loable al mismo tiem- 
po, que los Grupos Parlamentarios quieran 
colaborar en las tarea;; parlamentarias, me- 
diante el ejercicio de un derecho, como es el 
de iniciativa legislativa. Pero esta explicable 
proclividad hacia la presentación de proposi- 
ciones de ley. por parte de algunos Grupos 

Parlamentarios, debe SBT m e t i d a  a una se 
rena y cuidadosa reflexión. 

Sus Señorías conocen perfectamente que, si 
bien la iniciativa legislativa está reconocida a 
todos los Grupos Parlamentarios, práctica- 
mente, en la casi totalidad de los sistemas par- 
lamentarios, el uso de este derecho se des- 
arrolla de una manera muy cauta y prudente. 

Un autorizado constitucionalista, Mortati, 
señala que la exigencia de unidad de la ac- 
ción polftica obliga a que la iniciativa legis- 
lativa logre un resultado positivo sólo cuando 
el Gobierno lo suele consentir. De hecho, dice 
Mortati (y cito un italiano porque luego haré 
referencia a las inspiraciones italianas de la 
proipssición de ley que se nos somete), en 10s 
regímenes parlamentarios evolucionados co- 
mo el inglés la iniciativa parlamentaria a u t b  
noma está casi eliminada por entero. Pero no 
sólo en la Gran Bretaria, sino en la casi to- 
talidad de los regimenes europeos occiden- 
tales, la aprobación de las leyes por iniciativa 
parlamentaria es ínfima, y podemos citar al- 
gunas referencias. 

Por ejemplo, en Francia, en la V República, 
más del 90 por ciento de las leyes que se han 
aprobado proceden de proyectos del Gobier- 
no y no de proposiciones parlamentarias. En 
Dinamarca, desde la 11 Guerra Mundial, só- 
lo el 1 por ciento de las proposiciones par- 
lamentarias han prosperado. En los Países 
Bajos, en su historia parlamentaria desde 1888 
a 1971, nada menos que noventa años, &lo 
fueron presentadas por iniciativa del Parla- 
mento 132 proposiciones, de las cuales sólo 
23 prosperaron. En la República Federal Ale- 
mana, en el actual régimen constituido por la 
Ley de Bonn de 1949, de 2.690 leyes apro- 
badas, 2.069 proyectos fueron de origen es- 
trictamente gubernamental. 

Esta realidad, esta tendencia no es pro- 
ducto de una arrogancia del poder. Es el re- 
sultado de un permanente deseo del Gobier- 
no, lógicamente, de conducir la política, y no 
está, en modo alguno, en su propósito enmu- 
decer a las minorías. Se debe a una lógica 
que se ha convertido casi en un uso. La ac- 
ción política legislativa no puede, en modo 
alguno, desvincularse de la propia coheren- 
cia o unidad que toda opción de partido o 
toda apcidn política debe llevaa a la pr&ctica 
cuando ostenta el poder, 
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Pero también hay otra razón de importan- 
cia que tiene su origen en que la inmensa 
mayoría de las leyes contienen aspectos de 
naturaleza técnica compleja que obligan a 
que, si se pretende que cumplan su función 
ordenadora, evitando perturbaciones graves 
en el ordenamiento jurídico, participen, en el 
proceso de su elaboración expertos de las 
materias objeto de la regulacióii y que se dis 
ponga de datos y antecedentes necesarios y 
que, en modo alguno, tratan de competir con 
las limitadas posibilidades que, lógicamente, 
tienen aquellos grupos que no tienen a su dis- 
posición todo el plantel de disponibilidades y 
elementos que concurren en la Administra- 
ción. Y de lo que se trata también es de que, 
cuando se dispone de esos medios, no sólo 
se tiene una mayor información del compli- 
cado proceso de elaboración de un proyecto 
de ley, sino que, por otro lado, se tiene una 
mayor sensación de la posibilidad de aplica- 
ción de los futuros proyectos o proposiciones 
de ley para que no ocurra lo que los anglo- 
sajones llaman una «blue sky lawn, es decir, 
una ley azul celeste, que luego en la práctica 
no tiene aplicación. 

La postura del Gobierno, en este caso, es 
la de que la proposición de Icy presentada 
por el Partido Socialista del Congreso tiene 
elementos notoriamente positivos, pero, sin 
embargo, incurre en algunos defectos técnicos 
a los que luego me referiré; porque, además, 
en la práctica, el Gobierno es quien asume, 
normalmente, en la mayoría de los sistemas 
parlamentarios (y no quiero aburrirles a us- 
tedes con más datos) la tarea de preparar y 
presentar las leyes. 

Como señala recientemente una publicación 
de la Unión Interparlamentaria -que proba- 
blemente habrá llegado ya a la biblioteca de 
esta Cámara- que se llama «Los parlamen- 
tarios en el mundo)), de 1977, dice literalmen- 
te: «Es raro, en efecto, que los Gobiernos pue- 
dan aceptar la discusión de un proyecto que 
no emane de él; su política forma parte de 
un todo que no soporta ni alteraciones ni adi- 
ciones)). La verdad es la de las enmiendas, 
es la de la discusión en las Comisiones par- 
lamentarias. 

Por lo tanto, insisto, que la postura del 
Gobierno no está, en modo alguno, influon- 
ciada por ningún criierio de mimetism~ hacia 

estas prácticas parlamentarias vigentes hoy 
en todos los países de la Europa parlamen- 
taria, sino en una cierta lógica; la toma en 
consideración de determinados proyectos de 
ley no se suele llevar a la práctica por razo- 
nes técnicas y, muchas veces, por discrepan- 
cias con los criterios políticos que la infor- 
man. 

El Grupo Parlamentario Socialista ha pre- 
sentado a esta Cámara una proposición de 
ley. que ha sido defendida con acierto y ca- 
lor por el parlamentario que me ha precedido 
-y yo agradezco mucho al Partido Socialista 
que, precisamente, haya encomendado la de- 
fensa de esta proposición de ley a uno de sus 
mejores oradores- sobre ((Constitución de 
Consejos Escolares)). 

Sin embargo, en el examen ya de la pro- 
posición, quisiera señalar que, metodológica- 
mente, habría que diferenciar dos aspectos: 
uno, la parte de la proposición que se refiere 
a los órganos colegiados en los centros de 
enseñanza pública, y otro, el resto de los ca- 
pítulos concernientes a íos Consejos Ehcola- 
res de distintos ámbitos territoriales. 

No voy a exponer, por supuesto, como he 
señalado al principio, en este momento, una 
carga de filosofía educativa; lo haré cuando 
se presente ante esta Cámara el proyecto de 
ley, si así lo aprueba la correspondiente CO- 
misión, relativo al Estatuto de Centros; pero 
dentro del estricto ámbito de los Centros Es- 
colares, la proposición de ley objeto de nues- 
tra consideración se limita a regular, exclu- 
sivamente, la composición y competencias de 
los órganos colegiados que se establecen para 
actuar en la dirección de estos centros. Ello 
constituye tan solo un aspecto parcial de lo 
que debe ser una ley que aborde la amplísima 
y compleja temática de un Estatuto de Cen- 
tros Docentes. 

Me parece oportuno recordar a S S .  SS. que 
precisamente en los Pactos de la Moncloa se 
marcan, como direcciones, una serie de plan- 
teamientos, de reformas participativas, que 
alcanzarían a algo más que a la mera orga- 
nización de los órganos de dirección de los 
centros, por muy participativos que puedan 
ser. 

Ahora bien, el capitulo que dedica la pro- 
posición de ley a los órganos colegiados de 
los Centros de Enseñanza públicos, la pro- 
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posición en cuestión no es propiamente un 
Estatuto de Centros educativos. Se limita a 
contemplar tan sólo, vuelvo a repetir, la or- 
denación de una parte de estos órganos. Pero, 
en realidad, un Estatuto de Centros docentes, 
si se quisieran perfeccionar adecuadamente 
los aspectos participativos de organización a 
esa comunidad, al tiempo de regular los es- 
tatutos o al tiempo de regular la organización 
de los órganos de participación y gestión de 
los centros, debería incluir los siguientes ele- 
mentos: 

En primer lugar, los requisitos de todo or- 
den que deben reunir los centros educativos 
para su creación; el problema de la titulari- 
dad y la gestión de los centros; la clasifica- 
ción de los centros docentes por niveles y 
modalidades; el problema específico de los 
centros docentes extranjeros en España y es- 
pañoles en el extranjero; las facultades aca- 
démicas de los centros; el grado de autonomía 
funcional de los centros; la regulación de los 
centros experimentales y de los centros in- 
tegrados; la composición de los diversos ór- 
ganos de gobierna de tales centros; los dere- 
chos de los alumnos y sus deberes. 

Se le puede dar participación a los alum- 
nos, pero, al darles esta participación deben 
señalarse, concretamente, los derechos y de- 
beres. Por eso digo que, además de otras omi- 
siones a las que no voy a hacer referencia 
por no cansar a SS. SS., todo ello determina 
que la visión que en esta proposición de ley 
se tiene en orden a potenciar la participación 
en los centros, está exclusivamente dentro de 
la óptica de determinados órganos que se pre- 
sentan con un carácter participativo que va 
a coincidir, en muchos aspectos, con el pro- 
yecto de ley del Gobierno. 

Un Estatuto de centros docentes debe in- 
tentar regular globalmente todos los aspec- 
tos que comprende la vida educativa. En este 
sentido puedo señalar, puesto que el Dipu- 
tado señor Gómez Llorente ha hecho men- 
ción en su intervención a ese proyecto anun- 
ciado para el mes de iebrero, que efectiva- 
mente, en el mes de febrero estaba redactado, 
en una referencia del Consejo de Ministros 
de mitad de marzo ya se dio cuenta de que 
se había distribuido ese proyecto, y que, 16- 
gicamente, la tramitación de un proyecto de 
ley, aunque tiene la ventaja de disponer del 

mayor número de elementos que lo arropan 
técnicamente y que permiten una mayor re- 
flexión, exige a un Ministro del Gobierno dis- 
tribuirlo entre todos los Departamentos mi- 
nisteriales y conocer todas las observaciones 
que se hagan por dichos Departamentos y 
Secretarías técnicas. Por tanto, resulta que 
la economía de tiempo es más fácil de gra- 
duar en una proposición que en un proyecto 
de ley que proceda del Gobierno. Puedo ase- 
gurarles, en todo caso, que, si así lo acuerda 
el Gobierno, en el orden del día del próximo 
Consejo de Ministros figurará ese proyecto 
de ley, y tengo la confianza de que, aunque 
con este retraso, entrará en esta Cámara la 
próxima semana. Lo que tampoco supone una 
perturbación en el orden académico, puesto 
que, lógicamente, ese proyecto, si lo aprue- 
ban SS. SS., tendrá su entrada en vigor en 
el próximo curso escolar. 

Me parece -como he señalado antes- jm- 
to reconocer que hay ciertos aspectos válidos 
en la proposición de ley del Grupo Socialista 
que coinciden sustancialmente con algunos 
criterios del proyecto del Gobierno. Estoy se- 
guro que por la vía de las enmiendas tendre- 
mos la oportunidad de que el proyecto del 
Gobierno puede ser mejorado en el aspecto 
limitado que regula dicho proyecto en 10 que 
se refiere al Estatuto de centros, es decir, con 
referencia a los distinta órganos en que par- 
ticipan profesores (yo no los llamo trabaja- 
dores de la enseñanza; son trabajadores de la 
enseñanza, pero, en mi terminología, prefiero 
llamarles profesores o maestros), además de 
las personas integradas dentro de estos cen- 
tros y, por supuesto, los padres de los alum- 
nos y una representación también de los pro- 
pios Consejos municipales. 

La proposición de ley del Grupo Parlamen- 
tario Socialista, aparte de regular los Conse- 
jos participativos dentro de cada centro, tiene 
cuatro capítulos que se refieren a los Conse- 
jos escolares de diversos niveles territoriales: 
de comarca y de distrito, provinciales, de los 
territorios autónomos e, incluso, del propio 
Estado . 

Cuando leí la proposición de ley con la 
itención que me merece toda propuesta -má- 
xime si procede del segundo Grupo en cuanto 
3 su número dentro de la Cámara- y la exa- 
miné detenidamente, tengo que confesar a 
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SS. SS. -aunque ya lo ha  dicho el Diputado 
señor Gómez Llorente- que me daba la sen- 
sación de que lo que estaba leyendo lo había 
leído ya en alguna otra parte. Siempre he te- 
nido interés por las experiencias italianas, y 
quizá por esta curiosidad descubrí una extra- 
ordinaria semejanza con el Decreto del Pre- 
sidente de la República italiana de 31 de ma- 
yo de 1974, publicado en el periódico oficial 
italiano el 13 de septiembre del mismo año 
y firmado por el Presidente Leone y el Mi- 
nistro de Educación Malfatti, por el que se 
regulaban los órganos escolares del sistema 
educativo italiano. Digo semejanza, porque 
más que una inspiración se trata, en muchos 
casos, de una traducción, aunque quizá tal 
traducción no merecería un aprobado en len- 
gua italiana en un centro desarrollado. 

No obstante, quiero agradecer la inspira- 
ción venga de donde venga, y máxime si esa 
inspiración viene de un Estado acusado -me 
figuro, por su enclave geográfico- de cleri- 
calismo, y en el que, por cierto, los miembros 
del Partido Socialista italiano no han osten- 
tado la cartera de Educación en los treinta 
años de vigencia de la Constitución italiana. 
Agradezco que la inspiración venga de Italia, 
y no me extraña después de todas las refe- 
rencias cardenalicias que he escuchado ante 
riormente. (Risw.) 

En el decreta de la República italiana se 
crean unos Consejos Escolares a nivel de dis- 
trito que corresponden al ámbito territorial 
subprovincial con una población no superior 
a 100.000 habitantes. La proposición del Gru- 
po Socialista lo único que varía es la cifra, 
pasando de 100.000 a 150.000. 

El decreto italiano regula, a cmtinuaici&n, 
la composición y las competencias de esos 
Organos colegiados de distrito, de otros Or- 
%anos de ámbito superior, y, si comparamos 
por pura curiosidad las competencias atribui- 
das a tales Organos con las que se atribuyen 
a los Consejos Escolares de distrito, mi asom- 
bro no puede ser mayor al observar la extra- 
ordinaria coincidencia. 

Más adelante, al llegar a la regulación de 
los Consejos Escolares Provinciales, la iden- 
tidad es ya absoluta. 

En cuanto a los Consejos Provinciales, se 
dice que estarán integrados en la Ley italiana 
en proporción a la población escolar de la 

provincia; en proporción al número de unida- 
des escolares, de las escuelas existentes en 
la provincia y en proporción al número de 
miembros pertenecientes al personal directi- 
vo y docente de las Escuelas. 

El artículo 24 de la proposición de ley del 
Grupo Socialista dice textualmente: «El nú- 
mero de componentes del Consejo Provincial 
de Educación se determinará en proporción 
a la población escolar de la provincia, al nú- 
mero de centros de cada nivel, a los efectivos 
del personal, etc.)). 

La inspiración es cierta, pero creo que es 
algo más que inspiración. 

A partir de aquí, el paralelismo entre una 
y otra disposición es tan estrecho, que yo me 
permitiría, con la autorización del señor Dipu- 
tado que me ha precedido en el uso de la 
palabra, comunicar, si tengo la oportunidad, 
al honorable Malfatti (que por estos, cambios 
actuales de la política italiana es Ministro de 
Finanzas) el éxita de un texto que ha servido 
para que un Grupo Parlamentario español 
elabore una proposición de ley cuyo preám- 
bulo dice: «Democratización de las institucio- 
nes educativas)). Malfatti estará satisfecho. 
En nombre del Gobierno considero, sin em- 
bargo, que esta parte de la proposición de 
ley del Grupo Parlamentario Socialista, no 
obstante ese intento de facilitar la unificaci6n 
legislativa de Europa, no debe ser tomada en 
consideración por la Cámara más por razo- 
nes de oportunidad que por razones de fondo. 

En efecto, no podemos olvidar que nos en- 
contramos en una fase constitucional que 
dentro de este proceso nos sitúa en una serie 
de incertidumbres. En tanto que no dispon- 
gamos del texto constitucional, no podemos 
saber con absoluta certeza y seguridad cuál 
será la futura distribución territorial del Po- 
der, cuáles serán las competencias que en los 
diversos territorios serán asignadas a los en- 
tes que se creen, y cuál será la futura división 
político-administrativa del país. 

Es evidente que todos estos datos consti- 
tuyen, a mi entender, un elemento decisivo, a 
la hora de establecer por una ley un comple- 
jo sistema de creación de órganos escolares 
superpuestos a diferentes niveles territoria- 
1 s .  

En el proyecto del Gobierno, que regula 
exclusivamente el Estatuto de Centros, apa- 
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rece un artículo donde se salva la adaptación 
al desarrollo de las realidades regionales. 

En estos momentos, a nuestro juicio, lo 
prioritario es proceder a una mera regulación 
- c o n  todo el carácter participativo que se 
quiera- de los Centros docentes, orientada 
por los criterios de democratización en des- 
arrollo de lo establecido en los Pactos de la 
Moncloa. Se trata en este momento de una 
pretensión más limitada: empecemos por re 
guiar los Centros educativos; democraticé- 
moslos con un Estatuto de Centros, pero no 
sólo los Centros estatales, señor Diputado, si- 
no también los Centros no estatales. 

Nuestro proyecto contempla la democrati- 
zación en unos y en otros porque defende- 
mos la existencia de unos y otros. Si en el 
futuro de nuestro país -y todos queremos 
ese futuro de libertad, justicia y solidaridad- 
queremos que realmente los problemas esco- 
lares no sean motivo de confrontación, sino 
de tratar de mejorar la calidad y de conse- 
guir que haya unos Centros donde todos los 
espaiioles se sientan suficientemente ampa- 
rados y donde puedan desarrollar, en función 
de sus creencias, su perfeccionamiento indi- 
vidual respecto a estos principios democráti- 
cos, creo y pienso que es demasiado impor- 
tante lo que nos estamos jugando para que 
no preparemos racionalmente y por etapas los 
medios legales adecuados para el cumplimien- 
to de estos fines. 

Este sentido de responsabilidad me exige 
defender que lo urgente es regular el estatu- 
to de los centros y que no plantea ningún 
problema el demorar, hasta terminar el pro- 
ceso constituyente, la creación de otros 6r- 
ganos de distintos niveles territoriales. En 
esta primera etapa de la reforma, insisto, or- 
ganicemos participativamente los centros 
educativos, tanto estatales como no estatales, 
para que en la siguiente, con participación 
de las instituciones autonómicas, ya en el 
ejercicio de sus competencias, podamos con- 
templar la posibilidad de establecer consejos 
educativos de distintos niveles de competen- 
cia territorial. 

En todo caso, ya que la inspiración en el 
Decreto de Malfatti de 1974 es importante, 
conviene señalar al respecto que en Italia el 
Decreto Maifatti, que regulaba la participa- 
ci6n a nivel de distintos entes territoriales, 

se presentó y se aprobó una vez terminado el 
proceso de regionalizacidn en Italia, es decir, 
se actuaba sobre una certidumbre de la dis- 
tribución territorial del poder. 

En consecuencia, como ya anticipadamen- 
te se acordó en la Comisión de Educación de 
esta Cámara y figura en el dictamen del Go- 
bierno, en uno de los casos porque el tema 
del estatuto de los centros va a ser abordado 
en mayor profundidad, y desarrollando todos 
los aspectos compiejos que afectan a la es- 
tructura de un centro educativo, y en otro 
caso por parecer que estamos anticipando la 
división territorial del Estado; por ambas ra- 
zones solicito, en nombre del Gobierno, que 
no se tome en ccmsideración la proposición 
de ley del Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso, al que agradezco, en todo caso, su 
propósito de homogeneizar la legislación edu- 
cativa europea. 

El señor PRESIDENTE: Conforme a lo dis- 
puesto en el articula 92 del Reglamento, co- 
rresponde, sin más discusión, proceder a la 
votación respecto a la toma en consideración 
o no de la proposición de ley formulada por 
el Grupo Parlamentario Socialista del Con- 
greso. 

Comienza la voitación. (prltusa.) 

EfectucacEa la wtuc ih ,  dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 310; a favor, 144; en 
contra, 163; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE Queda, en conse- 
cuencia, rechazada la toma en consideración 
de la proposición de ley formulada por el Gru- 
po Parlamentario Socialista del Congreso. 
Vamos a (suspender durante media hora las 

tareas de esta Cámara. 

Se reanuda Ia sesión. 

El señor PRESIDENTE: Antes de suspen- 
der la sesión parece ser que el representante 
de Alianza Popular solicitó la palabra para 
explicación de voto en relación con la pro- 
posición de ley que se había votado. La Pre- 
sidencia no tuvo ocasidn de apercibirse de 
esta solicitud de la palabra. Consiguiente- 
mente, ruego al representante de Alianza Po- 
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pular que solicitó la palabra que ocupe la 
tribuna de oradores para usar de ella, a efec- 
tos de la explicación de voto. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE Se- 
ñor Presidente, Señorías, muy brevemente en 
turno de explicación de voto del Grupo Par- 
lamentario de Alianza Popular respecto a la 
proposición de ley sobre Consejos Escolares. 

Nuestro voto ha sido contrario a la toma 
en consideración de la citada proposición de 
ley por cuanto que viene a establecer una 
fórmula sumamente compleja de Consejos Es- 
colares, bajo cuyo contenido quedan engloba- 
dos tanto los centros escolares como las es- 
tructuras de la Administración educativa, 
complicándolas enormemente, con el riesgo 
dq paralizar o, en todo caso, perturbar 'la vi- 
da docente e influir negativamente en Ja ca- 
lidad de la enseñanza, al enfrentarse a los 
problemas educativos no desde planteamien- 
tos estrictamente pedagógicos, sino desde in- 
tereses políticos de partido. 

Una vez más, el examen de la proposición 
de dey permite constatar cómo el sistema edu- 
cativo ha de ser concebido como un conjun- 
to dotado de la debida coherencia, sin que 
sea posible regular aspectos concretos del 
mismo de espaldas al resto del ordenamiento 
educativo. 

De tomarse en consideración y, en su ca- 
so, de ser aprobada la proposición de ley so- 
bre Consejos Escolares, quedarían derogados 
determinados preceptos del ordenamiento vi- 
gente, para ser sustituidos por el contenido 
de la proposición que se considera, pero ese 
contenido se acomodaría mal al resto del sis- 
tema educativo, creando tensiones y pertur- 
baciones que hay que considerar graves en 
un ámbito tan trascendental y preocupante de 
la vida social y de tan gran incidencia sobre 
toda la población que exige que se iegisie 
con la debida precisión y coherencia para no 
contribuir a aumentar el desconcierto de tan- 
tos padres de familia ante la falta de un cla- 
ro criterio en materia educativa. 

Por otra parte, estando pendiente por par- 
te del Gobierno, en cumplimiento de los Pac- 
tos de la Moncloa, la elaboración del estatu- 
to de centros educativos, no parece conve- 
niente la interferencia, en todo caso pertur- 
badora, de esta proposición de ley. 

Pero no son cuestiones puramente forma- 
les las que nos han llevado a reohazar la pro- 
posición de ley, sino también consideraciones 
sustanciales de fondo. Efectivamente, el con- 
tenido de la presente proposición presenta as- 
pectos faltos de la debida precisión. Así, en 
primer grmino, llama la atención que una 
disposición que pretende una mayor partici- 
pación responsable en el hecho educativo d- 
vide, o al menos margine, en una gran me- 
dida, a la familia y se diga, como se hace en 
la exposición de motivos o preámbulo de la 
proposiciOn, que la comunidad escolar es en 
la que primero y más profundamente se in- 
tegra el ser humano, con olvido de la c m u -  
nidad familiar. 

Por otra parte, hay que indicar que la de- 
mocratización del hecho educativo que se 
pretende se intenta lograr a través de un sis- 
tema de participación de forma indiscrimi- 
nada e indiferenciada. No se distinguen, co- 
mo sería necesario, los distintos ámbitos de 
la vida educativa a la hora de regular la par- 
ticipación. Qué duda ca& que los distintos 
elementos del proceso educativo, los distin- 
tos estamentos -profesores, alumnos, padres 
de alumnos, personal no docente- no deben 
participar de la misma forma a la hora de 
unas decisiones o de otras, a la hora de una 
decisión puramente pedagógica que a la hora 
de decidir sobre transportes escolares o co- 
medores escolares. 

Además 40 que es aún más grave-, se 
acentúa la participación de personas ajenas 
al proceso educativo frente a aquellas direc- 
tamente interesadas en el mismo. Baste seña- 
lar -y con ello termino- que en los Conse- 
jos Escolares de comarca o distrito el perso- 
nal docente, los alumnos y los padres de 
alumnos participan en un 45,5 por ciento, 
mientras que el personal no docente y las re- 
presentaciones municipales y de asociaciones 
sindicales participan en un 54,5 por ciento. 

Estas son las razones que justifican n m -  
tro voto. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna otra expli- 
cación de voto? (Pausa.) 
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DEROGACION DE LA LEY DE COLEGIOS 
PROFESIONALES 

El señor PRESIlDEWE: Pasamos, pues, al 
debate sobre la toma en consideración de la 
proposición de ley sobre derogación de la Ley 
de Colegio6 Profesionales, presentada por e1 
Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana. 
Ruego al señor Secretario dé lectura de Sa 
expresada proposición de ley, así como del 
criterio del Gobierno, no habiéndose recibido 
criterio de la Comisión sobre el mismo. 

El sedior SECRETARIO (Escuredo Rdr í -  
guez): Dice así: (Don Miguel Roca Junyent, 
en representación del Grupo Parlamentario 
de la Minoría Catalana, al amparo de lo pre- 
venido en el artículo 92 del Reglamento pro- 
visional del Congreso de los Diputados, pre- 
senta, para su tramitación, la siguiente pro- 
posición de ley: 

»“Derogación de la ley sobre normas regu- 
ladoras de los Colegios Profesionales.-La 
Ley de 13 de febrero de 1974 de Colegios Pro- 
fesionales estableció las normas reguladoras 
de los mismos sobre la base del principio de 
representación orgánica, vigente a la sazón, 
y en virtud del cual tales entidades, junta- 
mente con la familia, el Municipio y el Sin- 
dicato, constituían los cauces para la partici- 
pación del puebla en las t a r a s  del Estada”. 

>>La actual obsolescencia del expresado 
principio de representación orgánica, a raíz 
de la promulgación de la Ley para la Refor- 
ma Política, aprobada por reféndum de feoha 
15 de diciembre de 1976, así como la propia 
dinámíca de la sociedad en lo relativo a la 
asociación y problemática de las capas pro- 
fesionales, hace aconsejable la derogación 
de la expresada ley, removiéndose con ello el 
obstáculo que la misma supone para la nece- 
saria autonomía organizativa de dichos Cole- 
gios Profesionales, sin perjuicio de proveer 
en su día a una adecuada regulación global. 

»Dicha derogación, por otra parte, no ha 
de suponer entorpecimiento alguno en el fun- 
cionamiento de talles Corporaciones, que con- 
tinuarán rigiéndose por sus narmas especlfi- 
cas. 

»En su virtud, se somete a la deliberación 
de las Cortes la siguiente proposición de ley: 
Artículo fmico. Se deroga la Ley de 13 de fe- 

brero de 1974 sobre normas reguladoras de 
los Colegios Profesionales.» 

Los criterios del Gobierno sobre dioha pro- 
posición de ley son los siguientes: «De acuer- 
do con b establecido en el artículo 92, 4, 
del Reglamento provisional de3 Congreso, ten- 
go la honra de enviar a V. E. el criterio del 
Gobierno respecto a la toma en consideración 
de la proposición de ley que ha presentado 
ante esa Cámara el Grupo Parlamentario de 
la Minoría Catalana, sobre la derogación de 
la Ley reguladora de los Colegios Profesio- 
nales y cuyo contenido es el siguiente: 

»En relación con tal proposición, el Gobier- 
no estima que, evidentemente, la vigente Ley 
sobre Colegios Profesionales de 13 de febre- 
ro de 1974 estableció las normas reguladoras 
de los mismos sobre el marco de los princi- 
pios políticos anteriormente vigentes. Pero 
resulta claro que tanto el propósito del le- 
gislador como la realidad normativa de la ley 
trascienden lo que podría consilderarse como 
un puro principio político para afectar direc- 
tamente el ordenamiento jurídico en sí mis- 
mo considerado. En efecto, la Ley & 1974 
ha venido a colmar una evidente laguna le- 
gal y a introducir un cierto orden en la caó- 
tica regulación a que estaban sometidos los 
Colegios Profesionales. Aparte de las consi- 
deraciones políticas que indudablemente mue- 
ven toda acción legislativa, en el supuesto de 
los Colegios Profesionales fue la circunstan- 
cia de encontrarse éstos regulados por una 
serie de disposiciones dispersas y de distinto 
rango lo que aconsejó dictar una disposición 
que, con carácter general y atendiendo a la 
variedad de las actividades profesionales, re- 
cogiera los principios básicos en esta mate- 
ria y garantizara la autonomía de los Cole- 
gios, su personalidad jurídica y plena capa- 
cidad para el cumplimiento de los fines pro- 
fesionales, así como las funciones de la Ad- 
ministración en orden a la regulación de las 
profesiones. Así, la Ley de 1974 no sólo de- 
fine los Colegios Profesionales, sino que re- 
gula su organización y funcionamiento, disci- 
plina la actividad administrativa y el régimen 
jurídico de los actos de este sector de la Ad- 
ministración institucional. 

»Los fundamentos estrictamente jurídicos 
que en su día aconsejaron la promulgación 
de la Ley sobre Colegios Profesionales siguen 
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vigentes. Lo único que ha de implicar el nue- 
vo orden constitucional será un nuevo crite- 
rio interpretativo de acuerdo con las nuevas 
concepciones políticas, pero, en modo algu- 
no, ,la necesidad de proceder a una derogación 
en bloque de las normas reguladoras de los 
Colegios Profesionales. Tal derogación s61a 
provocaría un vacío normativo que en nada 
favorecería la tendencia a una mayor autono- 
mía colegial ni la seguridad jurídica de Cole- 
gios Profesionales, colegiados y administra- 
dos en general. 

»En razón de las consideraciones expues- 
tas, el Gobierno entiende que, efectivamente, 
es procedente la derogación de la Ley de Co- 
legios tantas veces mencionada, pero que has- 
ta que no se produzca otra alternativa legis- 
lativa ello no debe realizarse, toda vez que 
se produciría un vacío normativo del que se 
derivarían más inconvenientes que ventajas 
para los propios Colegios Profesionales y los 
administrados. 

»Finalmente, el Gobierno desea significar 
al Congreso que en la Presidencia del Gobier- 
no se halla constituido un grupo de trabajo 
con la finalidad de elaborar un proyecto de 
ley reguladoira de los Colegios Profesionales, 
y que en grado avanzado está ya realizado, 
y que responde a la nueva realidad política 
española.» 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
representante de la Minoría Catalana a efec- 
tos de mantener la proposición de ley formu- 
lada. 

El señor ROCA JUNYENT Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, después de 
las palabras anteriores del Ministro señor Ca- 
ver0 vamos a intentar la suerte de la inicia- 
tiva legislativa y a ver en qué medida pode- 
mos conseguir en este caso la atención de 
S S .  SS.  Y ello para sostener la toma en con- 
sideración de la proposición de ley formula- 
da por este Grupo Parlamentario, en relación 
con la derogación de la Ley de 13 de febrero 
de 1974 sobre Colegios Profesionales. 

Para situarnos, quizá sea bueno refrescar 
la memoria con algunos de los conceptos o 
de las expresiones vertidas en esta ley que 
se pretende derogar. Concretamente, en su 
exposición de motivos se nos dice: «El prin- 

cipio de representación orgánica consagrado 
por el ordenamiento constitucional español se 
hace efectivo mediante la participación del 
pueblo en las tareas legislativas y en las de- 
más funciones de interés general que se lle- 
va a cabo a través de la familia, el Munici- 
pio, el Sindicato y demás entidades con re- 
presentación orgánica, entre cuyas entidades 
aludidas se encuentran los Colegios Profesio- 
nales)). 

Nos dice también la exposición de motivos 
que, «en su consecuencia, la presente ley, tras 
definir a los Colegios Profesionales y desta- 
car su carácter de cauce orgánico para la par- 
ticipación de los españoles en funciones pú- 
blicas...)). 

También nos menciona en su parte dispo- 
sitiva que «los Colegios profesionales son 
aquellos a los que hace referencia el artícu- 
lo 2.0, apartado i), de la Ley Constitutiva de 
las Cortes)). 

Asimismo, nos habla de «los demás Cole- 
gios Profesionales que no tengan el carácter 
de Colegio Sindical)). 

Igualmente, nos va diciendo otras sucesi- 
vas cosas, entre las cuales nos destaca, por 
último, que «los Colegios -una vez más- 
son cauce orgánico para la participación de 
los profesionales en las funciones públicas de 
carácter representativo)). 

En suma, creo que coincidirán SS. S S .  en 
que esto suena en principia a una cierta mú- 
sica superada y olvidada que lo máximo que 
puede provocar es lo que calificaríamos co- 
mo un entusiasmo descriptivo. En todo caso, 
esto no fue lo que ocurrió al tiempo de la ela- 
boración y aprobación de la ley. Al d&n- 
derse la ley -el proyecto en aquel caso- 
ante el Pleno de las Cortes, su defensor, el 
señor Díaz-Llanos, dijo del proyecto de ley 
que «era uno de los mayores intentos de aper- 
tura del régimen, pu6s ningún pafs de Occi- 
dente, y menos de Oriente, ha dado a los Co- 
legios, al mismo tiempo que una participa- 
ción en los órganos políticos, la autonomía en 
lo profesional que proclama esta ley». 

Aparte, realmente, de servirnos para recor- 
dar qué era lo que se entendía en un mo- 
mento determinado por apertura del régimen, 
también sería bueno tener presente que en 
este caso no ocurriría lo que le ha ocurrido 
al señor Malfatti, según ha dicho el Ministro 
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señor Cavero, porque aquí me parece que ni 
en Occidente ni en Oriente nadie pretenderá 
traducir ni imitar la presente ley. Lo que OCU- 

rría es que, mientras se producían estas apro- 
baciones, a las que estábamos acostumbrados, 
dos Colegios Profesionales, absolutamente to- 
dos los Colegios Prafesionales, se manifesta- 
ban en una absoluta coincidencia, al estimar 
que aquella ley no representaba los intereses 
auténtic& de los profesionales agrupados en 
sus Colegios. Se pedía al Gobierno que fuese 
retirado aquel proyecto de ley, que se enten- 
día que los politimba, que los administrativi- 
zaba indebidamente, que afectaba gravfsima- 
mente a la organización autonómica de sus 
propias competencias y, en definitiva, que era 
una clara injerencia en la independencia de 
los Colegios Profesionales, cuyas competen- 
cias venía a limitar. 
Y esto, insisto, no lo decimos ahora, sino 

que se decía en el tiempo de su aprobación 
y en los meses anteriores por todos los Co- 
legios Profesionales de España, absolutamen- 
te por todos, en una gran coincidencia al juz- 
gar y valorar aquel proyecto de ley. 

Ocurrían, pcu tanto, estas cosas curiosas, 
que consisten en una ley política a los C+ 
legios Profesionales al decir que son cauce or- 
gánico de representación y participación po- 
lítica; una ley que dice, en definitiva, que an- 
tes, no de jurar ni de tomar posesión de un 
cargo, sino simplemente de presentarse pa- 
ra el mismo, debían comprometerse los can- 
didatos a jurar nada más y nada menos que 
fidelidad a los Principios Funbenta les  del 
Movimiento. Todo esto, señores, ocurria, y 
realmente ni la propia ley había conseguido 
que los Colegios Profesionaies fuesen respe- 
tados. 

Hasta tal punto es esto cierto que hay tres 
ejemplos que nos bastarán para recordarlo 
bien y claramente. El primero de ellos es que 
los propios representantes de los Colegios 
Profesionales en aquellas Cortes no se atu- 
vieron a las instrucciones de sus propios Co- 
legios, votando algunos de ellos en contra de 
aquellas instrucciones y a favor de la ley que 
sus propios colegios condenaban. Esta era la 
representación que pretendfa consagrar aque- 
lla ley. 

Asimismo, de la misma manera, como la ley 
decía muy claramente, en su artículo 5.", que 

«Corresponde a dos Colegios Profesionales ser- 
vir de vía de participación orgánica en las 
tareas de interés general», los Colegios Pro- 
fesionales no fueron consultados en el trámi- 
te. Es evidente que no fueron consultados, y 
e n m i d a s  presentadas no fueron atendidas, 
alegando que no era necesario ningún trámi- 
te de consulta a los propios Colegios Profe- 
sionales. 
Y es más; entendiendo cómo debían en este 

sentido producirse los Colegios, hasta el mo- 
mento en que posteriormente el Gobierno qui- 
so desarrollar aquella ley que hoy pretende- 
mos que sea derogada, resultó que al Gobiier- 
no se le tuvo que recordar que debía consul- 
tar con los Colegios Profesionales provocan- 
do la retirada del anteproyecto de decreto que 
pretendía desarrollar aquella ley. 
Por tanto, los Ipollitizaba; pera, además, ni 

respetaba las propias normas de la politiza- 
ción que introducía en Ja ley. Los adminis- 
trativizaba y convertía a todos los miembros 
de las juntas de gobierno de aquellos Cole- 
gios Profesionales en cargos públicos. En de- 
finitiva, les incorporaba, de una manfera u 
otra, a la Administración y venía a mediati- 
zar gravemente las funciones que los Cole- 
gios Profesionales, desde siempre, y por ra- 
zón de sus estrictos intereses profesionales, 
no por la función polftica que de manera anó- 
mala se les pretendía atribuir, venían desem- 
peñando. Y se atentaba gravemente a su au- 
tonomía cuando Ja Administración se reserva- 
ba el derwho de suspender aquellos acuer- 
dos que estimase, discrecionalmente, que no 
se ajustaban al cometido propio de los Cole- 
gios Profesionales. 

Por tanto, aquella iey - q u e  tenía que ser- 
vir como ejemplo en Occidente y en Orien- 
te y que no sirvió, quizá por aquello de que 
nadie es profeta en su tierra- no sirvió. Lo 
que sí es evidente es que aquella ley no se 
ajustaba en absoluto a los planteamientos bá- 
sicos de la convivencia democrática que hoy 
estamos estableciendo en nuestro país. 

¿Plantea problemas Ja derogación total que 
se propone? 

Este es al menos el sentido que parece des- 
prenderse del informe del Gobierno. Entien- 
de el Grupo Parlamentario que represento que 
no plantea problemas de vacío legislativo; no 
10,s plantea en modo alguno, y ello por una 
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raz6n: porque la Ley de Colegios Profesima- 
les que se pretende derogar ahora, en su día y 
a su vez no incluía ninguna cláusula derogato- 
ria final, sino que, al contrario, como era una 
innovación, porque era la primera disposición 
legislativa que se producía en esta materia, 
lo que hacía era totahente al revés, es decir, 
manifiesta que las disposiciones reguladoras 
de los Colegios Profesionales y de sus Conse- 
jos Superiores, asi como los estatutos de los 
Colegios, continuarán vigentes en todo lo que 
no se opongan a lo dispuesto en la presente 
ley. Por consiguiente, en la medida en que 
ahora se derogue esta ley, el límite que ve- 
nía a condicionar la vigencia de aquellas dis- 
,posiciones y ,estatutos desaparece y 110s Cole- 
gios encuentran la plena capacidad para re- 
girse autónomamente y modificar los estatu- 
tos en aquello que no les gusta. En definiti- 
va, para regirse como quieran, que esto es de 
lo que se trata. 

Pero como aquí no estamos -al menos por 
parte de mi Grupo- para plantear cuestiones 
de interpretación jurídica, sino para plantear 
un problema político, que es la derogación 
política, a efectos simbólicamente políticos, de 
esta ley, es evidente que si esto ha de ami- 
norar, en cierto modo, la preocupación que 
puedan sentir otros sectores, incluso sectores 
profesionales, entonces yo quiero adelantar 
que por parte de este Grupo Parlamentario 
no existe inconveniente alguno en acepitar to- 
das aquellas enmiendas que en la Comisión 
se presenten en la línea de transformar esta 
derogación total en una derogación parcial, 
de que aquellos artículos que sean realmente 
oprobiosos se modifiquen; que en lugar de ser 
una ley derogatoria sea una ley de modifica- 
ción,; que se modifiquen aquellas disposicio- 
nes finales, cláusulas o artículos que se quie- 
ra que, en definitiva, vengan a garantizar la 
continuidad y vigencia de las disposiciones y 
estatutos que rigen hoy los Colegios Profe- 
sionales; que en la propia disposición que es- 
tamos intentando debatir se establezcan las 
bases que puedan definir el régimen transi- 
torio de los Colegios Profesionales hasta tan- 
to no llegue a este Congreso el proyecto de 
ley que el Gobierno parece tener en estudio 
o en preparación. 

No se trata, por tanto, de defender hoy el 
principio de la derogación total como princi- 

pio no pactable, como principio no negocia- 
ble; de lo que se trata es de tomar en con& 
deración la oportunidad de que SS. SS.  se pro- 
nuncien sobre la desaparición de estos aspec- 
tos políticos negativos, ((administrativizado- 
res» de la función de los Colegios Profesio- 
nales, que, en definitiva, es lo que hoy grava 
y pesa de manera terrible e hipotecante en la 
actuación de los mismos. 

Quiero insistir en ello; si en algo puede 
aminorar la preocupación de sectores políti- 
cos o profesionales, este Grupo Parlamenta- 
rio se encuentra dispuesto a aceptar en la Co- 
misión aquellas enmiendas que puedan garan- 
tizar lo que es esencia de nuestro plantea- 
miento, que es la continuidad de la función 
profesional de los Colegios. 

De otra parte, quisiera decir que no es nin- 
guna innovación lo que hoy se propone ha- 
cer, que es tomar en consideración esta de- 
rogación -o esta modificación, como resul- 
tare-, si es que el Gobierno ya nos ha pre- 
cedido, si es que el Gobierno ya ha aceptado 
este criterio que hoy está sosteniendo este 
Diputado en representación de su Grupo. Con- 
cretamente, en el ((Boletín Oficial)) del 4 de 
abril de este año aparece una orden del Mi- 
nisterio del Interior en la que se dice textual- 
mente, en .relación con la derogación de la 
orden del Ministerio de la Gobernación por 
la que se creaban los Colegios Oficiales de 
Funcionarios de Administración Local-, que 
((como el Real Decreto de 17 de junio de 1977 
reconoce el derecho de asociación sindical de 
los funcionarios de Administración Local, per- 
mitiéndoles constituir las asociaciones y or- 
ganizaciones que estimen conveniente, y al 
pugnar estos principios de libertad sindical 
con el régimen de afiliación obligatoria de to- 
dos los funcionarios...)), etc., «... han desapa- 
recido las razones de oportunidad y conve- 
niencia que entonces se tuvieron en cuenta 
para su creación, no debiendo subsistir tales 
Colegios)). 

Es decir, por otra vía, que era la de la con- 
currencia con la sindicación, el Gobierno ya 
ha resuelto que aquellas circunstancias que 
en su día hicieron dar una determinada regu- 
lación a unos Colegios de funcionarios debfan 
desaparecer; y además quiero señalar que no 
lo hizo (fijémonos hasta qué punto está vi- 
gente la Ley de Colegios Profesionales) por 
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el cauce legal que señala la propia ley, que 
requería un decreto, sino que lo hizo median- 
te una simple orden ministerial. 

No vamos a seguir, porque realmente lo i m  
portante es que estos Colegios no sirven, co- 
mo no sirve la ley, que habría que modificar- 
la, derogarla, sustituirla, hacer lo que se quie- 
ra, pues políticamente es un instrumento in- 
servible. Y el que fuese inservible no sería 
grave; lo que pasa, simplemente, es que es 
oprobiosa, por lo cual venimos a pedir a Sus 
Señorías que, en definitiva, ayuden a levantar 
esta carga que pesa sobre los Colegios Pro- 
fesiona.les de ser los últimos depositarios de 
una legalidad coporativista del régimen an- 
terior, cuya única finalidad (y esto se ha dicho 
en diversas ocasiones en esta Cámara) era la 
de aceptar la expresión verdadera de la 60- 

beranía popular. 
Estamos, señoras y señores Diputados, en 

un trámite de toma en consideración; no es- 
tamos entrando en el contenido final que deba 
tener esta proposición de ley cuando adquiera 
el rango legislativo adecuado. Estamos deba- 
tiendo sobre la oportunidad de entrar en este 
tema, de ver si realmente este tema merece 
la atención de esta Cámara, y estoy conven- 
cido de que Ss. SS. coincidirán conmigo en 
que ahora es oportuno, conveniente, necesario 
y justo entrar en este debate. Es oportuno p 
conveniente prestar un servicio a los profe- 
sionales que hoy se sienten cargados con una 
hipoteca que nos les corresponde sufrir ni 
pechar con ella. 

Nada más. Sus Señorías tienen la palabra. 

El señor PRESIDENTE: El representante 
del Gobierno tiene la palabra, si lo desea, a 
efectos de intervenir acerca de esta tonia en 
consideración. 

El señor MINISTRO DE LA PRESIDENCIA 
(Otero N,ovas): Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, yo soy breve siempre y, 
por tanto, lo voy a ser también ahora. 

El Gobierno comparte los motivos que han 
impulsado al Grupo de la Minoría Catalana a 
pedir la derogación de la Ley de Colegios Pro- 
fesionales de 13 de febrero de 1974. 

Entendemos, efectivamente, que la Ley de 
Colegios Profesionales se inspira en unos prin- 
cipios corporativistas que, naturalmente, es- 

tán desfasados y que, por obvias razones, ha- 
cen que la Ley deba ser modificada. Aún más, 
esta Ley de 1974, a mi juicio, consagra unos 
esquemas gremialistas también inaceptables, 
en el sentido de que atribuye a las Colegios 
Profesionales unas facultades que son pro- 
pias, y por tanto exolusivas, unas veces del 
Parlamento y, otras veces, de los Tribunales 
de Justicia. Afortunadamente, la prudencia y 
el buen sentido de los dirigentes de los Co- 
legios Profesionales han hecho que estas fa- 
cultades apenas se hayan ejercitado, pero es- 
tán subsistentes en la ley. Como contraparti- 
da, la Ley da a los Colegios Profesionales unas 
intervenciones administrativas efectivamente 
inadecuadas en un Estado democrático, en 
una sociedad libre. 

No vay a extenderme en consideraciones 
sobre este punto. En definitiva, en algún tiem- 
po, hace ya bastantes años, he publicado pa- 
rios trabajos sobre esta materia, que no les 
voy a repetir. Hasta tal punto el Gobierno 
comparte la filosofía que late en la proposi- 
ción de ley, que, efectivamente, tiene prepa- 
rado un borrador de proyecto de ley (lo tene- 
mos preparado en la Presidencia del Gobier- 
no) ya desde el verano del pasado año 1977. 
Si no lo hemos presentado, si no lo hemos 
convertido en proyecto de ley es, por una 
parte, poque no nos parece que sea un tema 
excesivamente urgente, o no nos ha parecido 
que lo fuera, y, por otra, porque entendemos 
que este tema es más bien propio del período 
posconstituyente, en el sentido de que la 
Constitución es la que cambia los supuestos 
legales básicos que hacen que la ley ese  po- 
líticamente inadaptada. 

No obstante, en el trámite parlamentario 
previo, el Gobierno se ha opuesto a la toma 
en consideración de esta proposición de ley, 
no por razones de fondo, sino por razones, 
digamos, procesales. Entendemos que si este 
proyecto de ley sale tal como está, se produce 
no solamente un vacío legislativo -esto  es 
lo de menos-, sino la rehabilitación de una 
maraña legislativa, no de leyes formales, pero 
sí de decretos, órdenes ministeriales, circula- 
res, &., que son realmente muy difíciles de 
conocer y, por supuesto, muy difíciles de 
aplicar. 

Por otra parte, se produciría la rehabilita- 
ción de unos criterios muchísimo más arcai. 
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cos que los que la Ley de 1974 establece, por- 
que, en definitiva, aunque no nos guste -a 
mí no me gusta la Ley de 1974-, obviamente 
la Ley de 1974 supuso un avance técnico res- 
pecto de la situación legal anterior. Por tanto, 
en nuestra idea, la derogación de la Ley de 13 
de febrero de 1974 debe ser hecha dentro de 
una nueva Ley de Colegios Profesionales. 

Pero en modo alguno el Gobierno quiere 
practicar una política de obstrucción sistemá- 
tica parlamentaria, y tras oír, sobre todo, las 
explicaciones que nos ha dado el señor Por- 
tavoz del Grupo Parlamentario de la Minoría 
Catalana, el Gobierno no se opone a la toma 
en consideración de esta piropoisici6n de ley, 
si bien advertimos, naturalmente, que por la 
vía parlamentaria que corresponda vamos a 
procurar que esta ley no sea pura y simple- 
mente la derogación de la Ley de Colegios 
Profesionales, sino que contenga, además, los 
criterios positivos que deben regir la vida de 
un sector tan importante como es el de los 
Colegios Profesionales en una sociedad de- 
mocrática y libre. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación de la toma en consideración de 
la proposición d,e ley que se acaba de debatir. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos smitidos, 273; a favor, 256; en 
contra, 16; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda, en conse- 
cuencia, aprobada la toma en consideración 
de la proposición de ley formulada por el Gru- 
po Parlamentario de la Minorfa Catalana so. 
bre derogación de la Ley de Colegios Profe- 
sionales. 

Tiene la palabra, para explicación de voto, 
el representante de UCD. 

El señor MARTIN VILLA (don Emilio): Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Diputados: 
Muy brevemente, para explicar el sentido del 
voto afirmativo a la proposición de ley que 
ha presentado el Grupo Parlamentario de la 
Minoría Catalana. 
En realidad, lo afirmativo de nuestro voto 

se correslponde idénticamente con las mismas 

razones que ha expuesto el proponente y, por 
supuesto, con las que aquí se han argumen- 
tado por el señor Ministro de la Presidencia. 
Por eso hago gracia en este momento a SS. SS. 
de ellas, dándolas totalmente por reproduci- 
das, pero quizá conviniera disipar algunas in- 
quietudes, sobre todo de las corporaciones 
profesionales que se nos han dirigido al en- 
tender que si se aprobaba, sin más explicacio- 
nes, una derogación de la Ley 2/1974, que 
regulaba su funcionamiento, se quedaban de- 
samparados y sin una legislación que regula- 
ra sus actos y diera validez a los mismos. 

Es por esto por lo que, si aceptamos sin 
más la derogación de la Ley 2 del año 1974, 
se produce, como el mismo proponente ha 
admitido, un vacío legal, porque de todas 
suertes, y con escrúpulos de modesto jurista, 
admitimos que la derogación de esta ley crea 
el vacío legislativo a tenor del párrafo 2." del 
artículo 2." del Código Civil, o, por el contra. 
rio, quedan subsistentes todas aquellas nor- 
mas que son, como ha dicho el señor Ministro 
hace breves momentos, una simple maraña, 
una selva legislativa y, utilizando un término 
no acuñado, pero s í  muy empleado en esta 
Cámara, unas disiposiciones obsoletas. 

Por ello, nuestro Grupo ha optado por ma 
vía práctica que es, en función de las consi- 
deraciones políticas a las que me he referido, 
votar afirmativamente y, después, en la Coi 
misión y posteriormente en el Pleno de esta 
Cámara, proponer enmiendas no sólo a aque- 
llos artículos cuales son el l . O ,  o1 5.0, el 7." y 
el 8.0 de la ley cuya derogación pide la pro- 
posición, sino no inventar nada - c o m o  tam- 
bién ha dicho el proponente-, porque en la 
realidad la vida tiene más imaginación que 
la noma,  pero sirviendo a aquellas corpora- 
ciones profesionales, elevando su quehacer 
(de hecho, el fenómeno empfrico con que ac- 
túa) a categoría de norma; dotar a estas cor- 
poraciones de una debida autenticidad y de 
una debida autonomfa y propiciarles lo que 
vienen haciendo, enraizadas en la mejor tra- 
dición profesional de nuestro país: el seguir 
sirviendo, como instituciones preclaras que 
son, con normas propias, más que d sus inte- 
reses personales o elitistas, a los intereses de 
toda la colectividad y la dignificación del ejer- 
ciciao de la función profesional en beneficio 
de toda la colectividad. 
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Creo moctestamente -y no es que quiera 
en este momento confundir mis deseos con la 
realidad- que en este sentido todos los Gru- 
pos Parlamentarios estaremos de acuerdo y 
el c-, no par consentimiento, sino pcrr 
rafz propia de pensamiento y por entender que 
esto es lo que debemos hacer, será completo 
en la Coonisión, y me atrevo a presagiar que 
también en la Cámara. Nada más y muchas 
gracias. 

El señor PRESiDENTE El representante 
del G N ~ O  Parlamentario de Alianza Popular 
tiene la palabra para expiicar el voto. 

El señor CAFUZO MARTiNEZ: Señor Presi- 
dente, señoras y sefiores Diputados, si en al- 
guna ocasión es oportuno explicar el voto, 
creo que en ninguna ocasión mejor que en 
ésta en que nuestro Grupo ha votado que no 
a Ia admisión a tr&mite de esta proposición 
de dierogación de la Ley de Colegios Profe- 
sionales, porque, realmente, fue nuestro Gru- 
po el que vot6 que no, y no ha habido, con- 
siguientemente, ese consenso general a que 
aigukn se ha referiáo, aunque posiblemente 
exista un consenso de fondo. 
Yo comprenda los argumentos que el señor 

Roca ha expuesto a la Cámara, pero no es la 
Ley de 13 cie febrero de 1974, la ley regula- 
dora de los Colegios Profesionales, la que es- 
tabiece, mc novm, ese tipo de representaci6n 
corporativa o gremial que tanto parece oscu- 
recer o preocupar la mente del señor Roca; 
no. Esa mpresent.iiCidn corporativa, esa repre- 
sentacion gremial, esa representaci6n orgánica 
fue estabMda por la Ley de las antiguas Cor- 
tes de 17 de julio de 1942 en su artfculo 2.0 
A los Coiegios Profesionales se les atribuía 
esa representación orgánica, con lo cual la 
Ley de 113 de febrero de 1974 que se pretende 
derogar ahora lo iínico que hacfa era ser con. 
g m t e  y consecuente con lo que establecia 
una Ley Funhental ,  de rango constitu- 
cional. 
Pero como quiera que esa Ley Fundamen- 

tal, señoras y señores Diputados, ha sido ya 
en ese punto c0ncnet.o derogaúa por la Ley 
para la Reforma PoHtica que estableci6 el sis- 
tema de la repre~en~tación inorgánica, frente 
a la representaci6n orgánica anterior, eviden- 
temente ya no es un tema que deba preocu. 

parnos ni perturbamos, ni quizá molestar el 
proceso normal que debe exigir este proyecto 
o moción que propone el M o r  Roca. Ya no 
hay representación orgánica, ya no hay r& 
presentación, corporativa, ya se ha estable- 
cido el sufragio universal, ya se ha establecido 
el sufragio inorgánico. Consiguientemente, to- 
das esas manifestaciones del preámbulo, fun- 
damentalmente &l preámbulo de la Ley de 
13 de febrero de 1974, son obsoletas, están 
derogadas, ya no hace falta preocuparse por 
ese tema, porque ya existe una derogación 
expresa y alara, realizada a través de un r e  
feréndm, clamorosamente consensual, cele- 
brado en diciembre del año 1976. Entonces, 
esas razones políticas que alegaba el señor 
Roca nosotros no las vemos por ninguna par- 
te. Y ¿qué ocurre con la Ley de 13 de febrero 
de 1974? Pues la Ley de 13 de febrero de 
1974, como muy bien decía el señor Ministro 
de la Presidencia, supuso un paso positivo en 
mlación con toda la legislación caótica que 
existfa anteriormente en materia de Colegios 
Profesionales. La legislación anterior era ca& 
tica, era dispersa, era de diverso rango. Real- 
mente era un maremágnum en el cual wsui- 
taba muy difícil bucear para conocer la nor- 
matividad que existía en relación con los 
Colegios Piafesionales. Consiguientemente, 
aquella Ley de 13 de febrero de 1974 tuvo la 
virtualidad de ordenar y, consiguientemente, 
de regular de una forma sistemática toda la 
materia relativa a los Colegios Profesionales. 
Y en sus preceptos, evidentemente no todo 
es negativo; hay muchas cosas aprovechables. 
Hay cosas aprovechables en materia de auto- 
nomía de los Colegios: los estatutos genera- 
les, bs estatutos particulares, la personalidad 
jurídica qpe se les reconoce, la autonmfa que 
realmente tienen, la enorme gama de compe- 
tencias que se les atribuye en el articulo 5.0, 
&éter& 

Consiguientemente, si la preocupación para 
su derogación era solamente política y ésta 
no debe existir por h a k  sido subsanada por 
la Ley de Reforma Polftica, todo queda redu. 
cid0 a un problema jurídico de una norma en 
la que existen muchos más preceptos válidos 
que inválidos, y lo que si procederfa sería mo- 
dificar la ley. Si se hubiera hwho una pro- 
puesta de mdficacidn & la ley estarfama 
plenamente conformes, la suscribirianios, por- 
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que hay algunos preceptos de esa ley incon- 
gruentes que deben ser acomodados a la nue- 
va legalidad, pero lo que no podemos admitir 
fácilmente es esa derogación en bloque. 

Un maestro de la ciencia política, Hauriou, 
afirmaba que esta derogación radical es la 
fórmula más revolucionaria que existía en el 
Derecho, y para ser congruente con la herme- 
nkutica que debe existir en todo sistema ju- 
rídico, lo que no procede es una derogación 
en bloque que, por mucho que diga un jurista 
tan experto como el señor Roca, evidentemen- 
te sí se produce un vacío en la legislación, 
aunque se nos prometan modificaciones en la 
Cmisión ,por parte del señor Roca, que bien 
podía haberlas concretado en el trámite en 
que nos encontramos. 

Si, en definitiva, va a ser modificada la ley 
y no se va a producir ese vacío derogatorio, 
entonces más valía, en lugar de haber presen- 
tado una derogación - q u e  es lo que nosotros 
rechazamos-, que se hubiera presentado una 
modificación de la ley que habríamos apro- 
bado y votado con el resto de la Cámara. Mu- 
chas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El representante 
del Grupo Parlamentario Socialistas del Con- 
greso tiene la palabra para explicación de 
voto. 

El señor. COLINO SALAMANCA: Seííor 
Presidente, señoras y señores Diputados, bre- 
vemente para explicar el voto del Grupo So- 
cialistals del Congreso en relación con la to. 
ma en consideración de la proposición de ley 
presentada por la Minoría Catalana, 

Como es norma habitual en el Grupo Par- 
lamentario Socialista, hemos votado de ma- 
nera favorable la toma en consideración por- 
que pensamos que la iniciativa legislativa se 
vería cortada y sería una ilusión caso de que 
sirviese para rechazar la toma en considera- 
ción, para rechazar textos legislativm a ini- 
ciativa de los Grupos Parlamentarios. Pensa- 
mos que los argumentos de autoridad que se 
han vertido aquí con anterioridad a esta in- 
tervención no son tampoco suficientes por 
cuanto la situación política de nuestro país no 
es comparable con la de otros países. Penaa- 
mos, además, que la toma en consideración 
únicamente es el vehículo que permite la 

marcha de la proposición de ley y que, en 
cualquier caso, siempre cabe la posibilidad de 
ser mejorada durante la discusión en comi- 
sión y ante este mismo Pleno. Respecto de 
la proposición de ley, pensamos que,no sola- 
mente hay razones de falta de acomodación 
de la Ley de febrero de 1974 de Colegios Pro- 
fesionales a nuevas situaciones, sino que in- 
cluso en esa ley latía un contenido represor 
respecto de los Colegios Profesionales que es 
de importancia resaltar. 

Por estas razones, no solamente nos preo- 
cupa el marco de democracia orgánica en que 
estaba inserta la Ley de Colegios Profesiona- 
les, sino que incluso existían elementos, co- 
mo ya se ha dicho aquí, respecto de la posi- 
bilidad de anulación de los actos de los Co- 
legios Profesionales, e incluso la necesidad del 
previo compromiso de juramento de fidelidad, 
que lógicamente tiene un contenido represivo 
respecto de los Colegios Profesionales. 

Estas razones hacen que el Grupo Parla- 
mentario Socialista resalte la oportunidad de 
esa proposición de ley en este momento con- 
creto sin esperar, como se ha dicho por parte 
del Ministro de la Presidencia, a la aprobación 
de la Constitución, pues ya en este momento 
late sobre los Colegios Profesionales una car- 
ga que no creemos deba continuar. Incluso 
este elemento represor, como es conocido 
de SS. S S . ,  tuvo su reflejo en una serie de 
actuaciones, corno pudo ser, últimamente, la 
anulación de las elecciones en el Colegio de 
Economistas, situación que es posible se re- 
pita mientras tengamos esta ley. 

Creemos que es oportuno entrar en el tema 
en este momento. Indudablemente, pensamos 
que el texto puede ser mejorado en la Co- 
misión. Y, en ese sentido, el Grupo Parlamen- 
tario Socialista entiende que hay la posibi- 
lidad, incluso, de que exista una enmienda, 
que propondremos en su día, de vinculación 
al Gobierno para que presente, en un plazo 
delimitado, precisamente ese proyecto de ley 
que ha anunciado. 

Por estas razones, el Grupo Parlamentario 
Socialista ha votado favorablemente la toma 
en consideración, porque evidentemente pen- 
samos que en la Comisión y en el Pleno podrá 
ser mejorado. Y estas razones que se han da- 
do en el hemiciclo son suficientes a efectos de 
tomar en consideración la proposición de ley. 
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El señor PRESTDENTE: El representante 
del Grupo Parlamentario Comunista tiene la 
palabra para explicación de voto. 

El señor SOLE TURA: BEvemente, para 
decir que hemos votado afirmativamente la 
toma en consideración por una razón de prin- 
cipio: porque consideramos que las tomas en 
consideración deben votarse sistemáticamen- 
te de modo afirmativo, puesto que de otro 
modo se coartaría la capacidad de iniciativa 
de los Diputados. 

También estamos sustancialmente de acuer- 
do con el análisis que ha hecho el señor Roca 
sobre los defectos fundamentales de la Ley 
de 1974; pero también queremos decir, y para 
eso he venido a esta tribuna, que nuestro vo- 
to afirmativo a la toma en consideración no 
condiciona nuestra actitud en el proceso de 
discusión de esa proposición de ley. Realmen- 
te, los defectos son los que se han dicho, pero 
en este momento existe el peligro, subrayado 
ya por otras intervenciones, de crear un va- 
cío, puesto que si se deroga la ley, si es una 
derogación total, ello no ofrece una alterna- 
tiva. 

En consecuencia, nosotros pensamos que el 
debate sobre esta proposición de ley tiene que 
servir para hacer salir esta alternativa, alter- 
nativa que puede consistir bien en la promul- 
gación de una nueva ley -y para eso creo 
que el Gobierno debería comprometerse so- 
lemnemente a proponernos un proyecto-, o 
bien en prcrcedm a una kaforma de la actual 
por la vía de las derogaciones parciales. En 
todo caso, ésta será nuestra actitud en el de- 
bate. Muchas gracias. 

DEROGACION DEL ARTICULO 6." DEL CO- 
DIGO DE JUSTICIA MILITAR 

El señor PRESIDEN1-E: No habiendo más 
solicitud de explicación de voto pasamos a la 
toma en consideración de la proposición de 
ley sobre derogación del artículo 6." del Có- 
digo de Justicia Militar presentada por el 
Grupo Parlamentario Socialistas de Cataluña. 

Tiene la palabra el señor Secretario para 
dar lectura .del texto de la proposición de ley 
y del dictamen del Gobierno. 

El señor SECRETARIO (Ruiz-Navarro y 
Gimeno): Dice así: 

«El Grupo Parlamentario Socialistes de Ca- 
talunya presenta la siguiente proposición de 
ley de acuerdo con el artículo 92 del Regla- 
mento provisional del Congreso de los Dipu- 
tados: 
»Es criterio unánimemente aceptado por 

la doctrina que la unidad jurisdiccional -el 
monopolio de la Administración de Justicia 
por el Poder Judicial-, juzgando y hacien- 
do ejecutar lo juzgado, no acepta restricción 
alguna que desnaturalizaría el principio, a no 
ser, en cuanto a la jurisdicción militar, en el 
ámbito estricto de los delitos específicamente 
militares y ello por necesidades de la orga- 
nización y disciplina de las Fuerzas Armadas, 
en la misión de defensa nacional. 

»Así estaba reconocido en los programas 
políticos de la mayoría de los partidos con- 
currentes a las Elecciones Generales el pa- 
sado año; así lo acepta el informe de la po- 
nencia constitucional (artículo 107, 3) y así 
fue reconmido en el programa de aictua!ción ju- 
rídico-política del Acuerdo de la Moncloa, 
firmado por la práctica totalidad de los gm- 
pos representados en el Congreso, en su epí- 
grafe VII, que, lamentablemente aún no ha 
sido desarrollado por la adecuada disposición 
legislativa. 

»Sin perjuicio de que la totalidad de dicho 
epígrafe debe ser llevado a la práctica por 
sucesivas e inmediatas disposiciones de ley 
que obligaran a reconsiderar la competencia 
de la jurisdicción militar, por razón de la per- 
sona y del lugar, esta proposición de ley se 
refiere exclusivamente a la llamada compe- 
tencia por razón del delito, ya que existen 
motivos suficientes de orden público, que 
conciernen al libre y pacífico uso de las liber- 
tades públicas y los derechos humanos y 
aconsejan que devuelva a la jurisdicción or- 
dinaria el enjuiciamiento de tales delitos, pre- 
cisamente para que los ciudadanos estén en 
condiciones de ejercer la plenitud de sus de- 
rechos políticos, participando, sin restricción 
alguna en la acción política, exigencia que 
debe ser cumplida en todo momento, pero 
tanto más en esta etapa histórica de cons- 
trucción y consolidación de la democracia en 
España. 

»Articulo 1.O Se deroga el artículo 6.0 dld 
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Código de Justicia Militar, que quedará en 
blanco. 

»Artículo 2.O La competencia, por razón 
del delito, cualquiera que sea la naturaleza de 
éste, corresponderá a los órganos, judiciales 
de la jurisdicción ordinaria que la tengan 
atribuida por razón del lugar y funcional- 
mente. 

»Disposición transitoria. Las causas ins- 
truidas en averiguación de los delitos a que 
se refiere dicho artfculo 6.0 del Código de Jus- 
ticia Militar y que se hallen en curso de tra- 
mitación y en cualquiera de sus instancias an- 
te los correspondientes órganos de la juris- 
dicción militar, serán remitidas inmediata- 
mente, en el estado de tramitación en que se 
encuentren, a los órganos judiciales de la ju- 
risdicción ordinaria a que estén atribuidas en 
la actualidad la competencia territorial y 
funcional para conocer de ellos; cuyos órga- 
nos deberán proceder a ratificar o a reformar, 
según proceda, las resoluciones dictadas que 
conciernen a la situación personal de los pro- 
cesados o inculpados. 

»Disposición final. Quedan derogadas cuan- 
tas disposiciones se opongan a la presente 
ley o que sirvan al desarrollo del artículo 6." 
del Código de Justicia Militar. En el Palacio 
de las Cortes, 24 de febmra de 1978.)) 

El criterio del Gobierno, expuesto con fe- 
cha 21 de marzo de 1978, es el siguiente: 
«De acuerdo con lo establecido en el a?- 

tícului 92, 4, del Reglamento provisional del 
Congreso, tengo la honra de enviar a V. E. 
el criterio del Gobierno respecto a la toma en 
consideración de la proposición de ley que 
ha presentado ante esa Cámara el Grupo Par- 
lamentario Socialistas de Cataluña, sobre de- 
rogación del artículo 6.0 del Código de Justicia 
Militar y cuyo contenido es el siguiente: 
»La prctposicibrl de 'ley a que se refiere la 

presente contestación pretende, según la ex- 
posición de motivos, cumplir parcialmente el 
programa de actuación jurídico-político esta- 
blecido en el epígrafe VI1 del Acuerdo de la 
Moncloa, concretando la reforma a la dero- 
gación del artículo 6." del Código de Justicia 
Militar, sin perjuicio de que sucesivas e in- 
mediatas disposiciones reconsideren la com- 
petencia con razón de la persona y del lugar, 
ya que, según afirma, existen suficientes mo- 
tivos de orden público que conciernen al libre 

y pacífico uso de las libertades políticas y de- 
rechos humanos que aconsejan se devuelva 
a la jurisdicción ordinaria el enjuiciamiento 
por razón del delito. 

»La parte dispositiva, contenida en dos ar- 
tículos, deroga el artículo 6." del Código de 
Justicia Militar, atribuyendo la competencia 
por razón del cielito, cualquiera que sea la 
naturaleza de éste, a los Organos Judiciales 
de la Jurisdicción ordinaria, a la que se re- 
mitirán, según la Diisposiici6n transitoria, to- 
das las causas instruidas en averiguación de 
los delitos a que se refiere el citado artícu- 
lo 6." del Código castrense. 

»Esta proposición de ley está en oposición 
abierta con el epígrafe VI1 del Acuerdo de 
la Moncloa que se invoca en el preámbulo 
de la misma, ya que en su punto 1." se dice 
textualmente: 

»"Por razón del delito: resolver la dualidad 
de tipificaciones entre el Código Penal Co- 
mún y el Código de Justicia Militar, restrin- 
giéndose éste al ámbito de los delitos mili- 
tares". 
»Es decir, se reconoce la existencia del de- 

lito militar, pero no se suprime la compten- 
cia de la Jurisdicción Militar en el conoci- 
miento de éstos, mientras que la aludida pro- 
posición de ley, al atribuir a la Jurisdicción 
ordinaria el conocimiento, por razón del de- 
lito, de la totalidad de éstos, incluidos por ello 
los delitos militares, se llega a la supresión 
de la competencia de la Jurisdicción Militar, 
contradiciendo, como se ha dicho, lo acor- 
dado en el Pacto de la Moncloa. 

»Por otra parte, la propia proposición de 
ley es incongruente al admitir en el párrafo 
primero del preámbulo la competencia de la 
Jurisdicción Militar en el ámbito estricto de 
los delitos específicamente militares para lue- 
go, en el artículo, negarla al establecer que 
la competencia por razón del delito se atri- 
buye plenamente a la jurisdicción ordinaria. 

»Respecto al argumento de que al atribuir 
totalmente la competencia por razón del de- 
lito a la jurisdicción ordinaria se posibilita el 
que los ciudadanos estén en condiciones de 
ejercer la plenitud de sus derechos políticos 
no parece de consistencia para explicar la mo- 
dificación propuesta, toda vez que tal ejer- 
cicio se verá siempre condicionado por el res- 
peto al libre ejercicio de tales derechos por 
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los demás y por las limitaciones que puedan 
estar establecidas por la legislación. Todo ello 
independientemente de la jurisdicción que 
entienda en cada caso, ya que ambas, la or- 
dinaria y la castrense, ejercen su función con 
criterios de estricta justicia y ajustándose a 
la ley. 

»Finalmente, la finaiación de que “debe 
devolverse a la Jurisdicción ordinaria el en- 
juiciamiento de los delitos objeto de la pro- 
posición de ley” resulta, cuanda menos, in- 
adecuada, ya que puede dar la impresión de 
que tal competencia ha sido, en el pasado, 
exclusiva de la jurisdicción ordinaria cuando 
no es así. Efectivamente, conviene recordar, 
en tal sentido, que el Decreto-ley de 17 de 
abril de 1931 (que derogó la Ley de Jurisdic- 
ciones de 1906), la Orden que lo desamo116 de 
20 de abril del mismo año, el artículo 95 de 
la Constituci6n, de diciembre de 1931, y, fi- 
nalmente, la Ley de 27 de agosto de 1932, 
limitaron la competencia de la Jurisdicción 
Militar, circunscribiéndola a los delitos esen- 
cialmente militares la primera de las dispo- 
siciones citadas, y a los delitos mi~lltares, los 
servicios de armas y la disciplina militar la 
Constitución de 1931. La Ley de 1932 some- 
tió a la Jurisdicción ordinaria, si bien sólo 
parcialmente, los delitos de atentado y des- 
acato, calumnia o injuria. En lo demás, prác- 
ticamente continuó en vigor el Código en su 
anterior redacción, coincidente en esencia c m  
el actual 1945; y la Jurisprudencia del Tn- 
bunal Supremo de Justicia, en numerosos 
autos de su Sala de Competencias, dictados 
entre los años 1931 y 1936, así lo confirman. 
Es decir, delitos comunes de robo, hurto, es- 
tafa, falsificación de sellos, marcas o docu- 
mentos, en cuanto afectaban a la esfera mi- 
litar, insultos a centinelas, injurias al Ejér- 
cito, etc., cometidos todos ellos por persona, 
incluso paisanos, fueron atribuidos al enjui- 
ciamiento de la Jurisdicción Militar. 

»Por todo lo expuesto el Gobierno consi- 
dera que no debe admitirse la mencionada 
proposición de ley, máxime cuando, para 
cumplir los Acuerdos de la Moncloa, se ha 
constituido una Comisión integrada por téc- 
nicos jurídico-militares, representantes del 
Ministerio de Justicia, del Consejo Supremo 
de Justicia Militar, del Alto Estado Mayor y 
de los Estados Mayores de los tres Ejércitos, 

que están estudiando, en fase bastante avan- 
zada, la reforma a introducir para dar cum- 
plimiento a los repetidos acuerdos, que, dada 
la amplitud y Conrilplejidad de la misma, re- 
quieren una meditada elahracibn del proyec- 
to, ya que, necesariamente, incidirá en la ma- 
yor pante del aa-ticulado dell Código, de por si 
extenso, y precisa un trabajo de coordinación 
para que el texto legal resulte congruente y 
eficaz.» 

El señor PRESIDENTE El representante 
del Grupo Parlamentario Socialistas de Cata- 
luña tiene la palabra. 

El señor MARTiN TOVAL: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, no he de 
ocultar que la motivación inmediata de la pre- 
sentacii&n, par mi Grupa Parlamentario, de 
esta proposición de ley que hoy se someta a 
la consideración de la Camara, fueron los he- 
chos relacionados con el procesamiento, jui- 
cio y condena de miembros del grupo teatral 

Joglarsn $por un Consejo de guema en 
Barcelona. 

Nuestra actitud como Grupa Parlamenta- 
rio ante el inicio de estos hechos, y la pre- 
visión de lo que podía suceder, fue una ac- 
titud dialogante para con el Gobierno, y para 
con otras instancias del Estado; actitud dia- 
logante que iba dirigida a dar solución al pr- 
blema jurídico-político ya planteado en los 
Acuerdos de la Moncloa, pero también al pro- 
blema social planteado como consecuencia de 
%quellcs hechos. kta actitud dialogante, de 
ia que hay aquí testigos suficientes, no con- 
siguió éxito en el objetivo pretendido, y es 
?n función de ello, y con fecha 24 de febrero 
le este año, que mi Grupo inicia una acción 
3arlamentaria en una doble línea: por un la- 
io, interpelando al Gobierno (si bien la in- 
:erpelación se verá, posiblemente, por el trá- 
nite de todas las interpelaciones aquí pre- 
rentadas, cuando los sucesos ya han pasado 
iel momento en que se encontraban, cuando 
a interpelación se presentó) por la Diputado 
Marta Mata de mi Grupo parlamentario, y 
)or otro lado esta proposición de ley, que, 
idemás de esa motivación inmediata, tiene 
a motivación mediata que se expresa textual- 
nente en su exposición de motivos. La mo.. 
,ivación mediata, evidentemente, es el res- 
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peto y la defensa del principio de unidad de 
jurisdicciones, que comporta, como se dice en 
la exposición de motivos, el monopolio de la 
Administración de Justicia por el poder ju- 
dicial, juzgando y haciendo ejecutar lo juz- 
gado con restricciones que sólo creemos ad- 
misibles, como aqui se dice textualmente, en 
cuanto a la jurisdicción militar, en el ámbito 
estricto de los delitos específicamente mili- 
tares. Principio éste que, además, es recono- 
cido por todos los Grupos políticos en el pe- 
ríodo electoral anterior al 15 de junio; que 
asimismo reconocido por los distintos Grupos 
Parlamentarios que trabajan en la ponencia 
constitucional, y que es reconocido, finalmen- 
te, también por' todos los Grupos Parlamen- 
tarios representados en esta Cámara al fir- 
mar los Acuerdos de la Moncloa. 

El objetivo inmediato de nuestra proposi- 
ción de ley es la derogación del apartado se- 
gundo del artículo sexto del Código de Justi- 
cia Militar, que es el que hace referencia a 
que, por razón del delito, la jurisdicción mi- 
litar conocerá de los procedimientos que se 
instruyan contra cualquier persona por los 
de atentado y desacato a las autoridades mi- 
litares y los de injuria o calumnia, clara o 
encubierta, al Estado o las Corporaciones o 
Institutos, Armas, Cuerpos o Clases milita- 
res, cometidos con palabras, actos o por es- 
crito, con inclusión de la imprenta, grabado, 
dibujo, radio o cualquier otro medio de difu- 
sión o publicidad, etc.; apartado éste del ar- 
tfculo 6.0 que es el que permitiría el en- 
juiciamiento de los hechos, a que me he re- 
ferido al principio, por parte de la jurisdicción 
militar. Cierto no obstante, como se dice en 
el dictamen del Gobierno, que nuestra pro- 
posición de ley, genéricamente, hace referen- 
cia a la derogación explícita del articulo 6.0 
completo del Código de Justicia Militar, que 
debe quedar en blanco. Yo creo que hay ra- 
zones para que así sea, sin perjuicio de que 
luego los valoraré más detenidamente. 

La gran importancia que tienen las Fuer- 
zas Armadas dentro del Estado; el firme con- 
vencimiento de que su prestigio es fundamen. 
tal para el funcionamiento democrático del 
Estado, obligan a destacar que la actual re- 
dacción del artículo 6." del Código de Justicia 
Militar, fruto de unas circunstancias políticas 
e históricas muy lejanas de este di3 Qe hoy, 

comportan el sometirnicnto a su jurisdicción 
de ciudadanos sin ninguna vinculación con el 
Ejército por conductas que, por otra parte, 
están previstas en el Código Penal y tienen 
posibilidad de trámite a través de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. 

Comporta también el que deban juzgar los 
Tribunales Militares delitos y conductas co- 
metidas por civiles, simplemente por la cir- 
cunstancia de que estos delitos se cometan 
por personas que estén contratadas en esta- 
blecimientos militares. 

Piénsese en la gran cantidad de estableci- 
mientos militares con personal civil; piénsese 
la cantidad de centros burocráticos y comer- 
ciales dependientes de las Fuerzas Armadas 
y que, evidentemente, no afectan en nada a 
la seguridad de las mismas ni a la del Estado 
lo que en ellas suceda entre personas civiles 
que están contratadas por dichas Fuerzas Ar- 
madas. Recordemos aquí la existencia de eco- 
nomatos, de cooperativas de consumo mili- 
tares, etc. 

Tales supuestos de competencia jurisdic- 
cional, aparte de ser insólitos dentro del De- 
recho comparado penal y militar en el Occi- 
dente, tienen el riesgo gravísimo para la Ins- 
titución armada de que con excesiva frecuen- 
cia se están produciendo actitudes de que las 
Fuerzas Armadas se ven implicadas en crí- 
ticas nacionales e internacionales, e incluso, 
en su momento, en conflictos laborales como 
consecuencia de la aplicación del apartado 11 
del articulo 6.0 del Código de Justicia Militar, 
todo ello con el natural desdoro en la imagen 
pública nacional e internacional de nuestras 
Fuerzas Armadas. 

Es, asimismo, gravísimo desde nuestra 
perspectiva como Grupo Parlamentario que, 
de conformidad con otro apartado del articu- 
lo 6.", el séptimo, puedan tipificarse como de- 
litos militares aquellos actos que se indican 
mediante la publicación de bandos. Tal misión 
única y exclusivamente desde nuestro crite- 
rio puede competer a quien constitucional- 
mente represente a la soberanía popular, es 
decir, al Parlamento. 

Por otro lado, es obvio que la norma está 
obsoieta, como se ha dicho aquí antes, prác- 
ticamente abolida por su inaplicación, ¿por 
qué se mantiene en nuestro Derecho escrito? 
Es evidente que las Fuerzas Armadas, como 
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autoridades, están consideradas y protegidas 
por nuestro Derecho a través del Código Pe- 
nal vigente y la derogación del apartado se- 
gundo del artículo 6." no supondrfa en ningún 
caso la impunidad de las conductas que aten- 
taran dectivamepte de una u otra forma a la 
dignidad o al honor de las Fuerzas Armadas. 

Es cierto que el problema más general plan- 
teado con esta propici611 de ley puede resol- 
verse con un proyecto de ley del Gobierno 
que aplique lo que se establece en el aparta- 
do siete de los Acuerdas de la Mmclw, en su 
parte política, aunque esto creemos que no 
debiera ser obstácuio para la toma en consi- 
deración de esta proiposición de ley. 

Citaría simplemente que hace una semana, 
en el Pleno del día 5, un Diputado de Unión 
de Centro Demoorático, a€ explicar el voto de 
su Gmpo en r0liucf.ba ctm el proyecto de ley 
de reducción de la tarifa del impuesto Ge- 
neral sobre la Renta de las Personas Físicas 
(supuesto evidentemente muy diferente), dijo 
textualmente: (Cuando una situación es ur- 
gentemente angustiosa, es preciso romper el 
principio de las reformas generales de la ley, 
anteponiendo si es necesario la urgente mo- 
dificación de la parte». 

Creo que nos encontramos en una situa- 
ción de estas características. En el dictamen 
del Gobierno se habla de las carencias téc- 
nicas de la prcqmsicih de ley y, cubre todo, 
carencias en relación con la necesaria con- 
gruencia de todo el proyecto sobre el Código 
de Justicia Militar. Estas carencias técnicas 
han sido aquí reconocidas hace instantes por 
todos los Grupos Parlamentarios en relación 
con una prolpsición de ley planteada~pcn' la 
Minoría Catalana. No sé si la Minoría Cata- 
lana lo reconoce, pero sí lo ha sido por la gran 
mayoría de los Grupos, por el propio señor 
Ministro, que ha actuado en representación 
del Gobierno, y, no obstante, ha habido un 
voto muy mayoritario a favor de la toma en 
co~ideración de la ley, porque las carencias 
técnica de las prcnpsiciones de ley y de 10s 
proyectos de ley pueden resolverse, deben re- 
solverse a través de la discusión en este Con- 
greso, en esta Cámara; pero lo que posible- 
mente ya no resolvería la aprobación de esta 
proposiciones de ley -ni, por supuesto, tm- 
poco creemos el posible proyecto de ley que 
pueda presentar y anunciamos el Gobierno so- 

bre este tema-, lo que no puede resolverse, 
repito, son los heohos y los resultados del 
asunto al que yo me he referido ad principio, 
del lprocesamiento, enjuiciamientoi y conde- 
na de miembros del grupo teatral «Els Jo- 
glarsn, y que es el impulso inmediato, no me- 
diato, de esta acción parlamentaria que yo 
aquf defiendo. 

Por ello, junto con nuestra petición de voto 
favorable a esta propc~sición de ley, que for- 
malmente yo aquí formulo a esta Cámara, he- 
mos de instar desde aquí al Gobierno para que 
considere las posibles soluciones que existen 
a la situación creada tras aquel Consejo de 
Guerra y, más generalmente, a los supuestos 
que pueden quedar afectados por la unidad 
jurisdiccional que todavía no tenemos, pero 
a la que todos tenemos obligación de ir. 
Y entre estas soluciones nosotros conside- 

ramos como necesarias: primero, la aplicacidn 
inmediata de la amnistía en las condenas y 
juicios pendientes por delitos de libertad de 
expresión anteriores a la actual Ley de Armnis- 
tía aprobada por esta Cámara. Segundo, la agi- 
lización del proceso de unidad de jurisdiccio- 
nes, que no pasa sólo por un proyecto de 
ley del Código de Justicia Militar; tercero, la 
suspensión inmediata de los juicios y el c m -  
plimiento de la pena para los casos habidos 
bajo jurisdicciones no unificadas, y cuarto, y 
muy alternativo, la libertad provisional, cuan- 
do no sea posible la amnistía o la suspensión 
tal y como ya se ha hecho en el caso de la ob- 
jeción de conciencia. Nada más. Muchas gra- 
cias. 

El señor PRESLDENTE: El representante 
del Gobierno puede hacer uso de la palabra 
para la toma en consideración de la proposi- 
ción. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Lavilla 
Aisina): Mor Presidente, Señorías, realmen- 
te la presentación y defensa que de la pro- 
posición de ley ha verificado el representan- 
te del Grupo proponente viene a alterar, en 
alguna formal, los términos en las que la pro- 
posición está fmulada, porque mientras que 
la proposición de ley lo que proyecta es 
la derogaci6n del artículo 6.0 del Códiiga 
de Justicia Militar, que es el que define la com- 
petencia por razón del delito, las palabras del 
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Diputado más bien, al parecer, apuntaban a 
determinados párrafos que en ese artículo 6." 
existen y en los cuales se hacen prtxisic- 
nes sobre competencias en relación con de- 
terminados delitos. 
En el bien entendido de que aun cuando el 

planteamiento fuera estrictamente ése, la so- 
lución pretendida por el Grupo Parlamenta- 
rio no se conseguiría por la simple modifica- 
ción o derogación de esos párrafos del ar- 
tículo 6.0, puesta que, en virtud de la re- 
misión a los tipos que el apartado segundo 
del Código de Justicia Militar establece, sub- 
sistirían determinados delitos con el carácter 
de delitos militares. 

Quiero hacer una heve  observación respec- 
to de un punto calificado de obsoleto que es 
aquel que hace referencia a la competencia 
de la jurisdicción militar en función de los 
bandos que las autoridades militares puedan 
dictar, tema que no es propio del Código de 
Justicia Militar, porque comporta una semi- 
sión a lo que está establecido por otras le- 
yes para el estado de guerra, y, en la me- 
dida que existen normas que definen el es- 
tado de guerra con determinadas competen- 
cias para la autoridad militar, una referencia 
en el Código de Justicia Militar a los bandos 
de guerra tendrá que existir en esta o en otra 
versión del Código de Justicia Militar. 

Es cierto que las llamadas carencias o de- 
ficiencias técnicas de una proposici6n de ley 
son susceptibles de seir salvadas en la propia 
tramitación que en el seno de la Cámara esa 
propolcición $de ley deba tener; pero, a mi jui- 
cio, y a juicio del Gobierno, no se trata, en 
esta prolposición de ley, de carencias o de 
deficiencias técnicas; lo que hay es una pess- 
pectiva desde la que se propone la modifica- 
ción del Código de Justicia Militar, que es 
absolutamente inservible, para conseguir los 
propios objetivos que se pretenden en cuan- 
to a modificación del Código de Justicia Mi- 
litar, porque la 6ptica desde la cual la pro- 
posición está redactada es la de hacer des- 
aparecer los delitos militares como categoría 
sustantiva sobre la cual se constituye la com- 
petencia de la jurisdicción militar y las deli- 
tos militares son, efectivamente, aquí, fuera 
de aquí, ahora y antes de ahora, el concepto 
básico sobre el cual la competencia de la ju- 
risdicción militar está fundamentada. 

Eso está reconocido en la parte expositiva 
del proyecto, y eso está reconocido en los 
Pactos de la Monclaa -colmo aquí se ha di- 
Ichoc, en los cuales se habla de restringir el 
alcance de la jurisdicción militar al ámbito es- 
tricto de los delitos militares; pero cuando 
vamos al texto de la proposición de ley nos 
encontramos con un artículo 2." que dice tex- 
tualmente: «Que la competencia por razón del 
delito, cualquiera que sea la naturaleza de 
éste (por consiguiente, sea o no sea delito mi- 
litar), comesponde a los 6rganos judiciales de 
la jurisdicción ordinaria». Evidentemenlte, 
planteado desde esta perspectiva, la prapok 
sición de ley es lo que, a juicio del Gobierno, 
no puede ser objeto de toma en considera- 
cibn. 

Podremos, efectivamente, discutir y discre- 
par sobre cuáles son delitos militares y sobre 
el alcance del concepto de delito militar; po- 
dremos coincidir, probablemente, unos y 
otros, en la polémica que a ese respecto sos- 
tengamos en relación con lo que hoy son de- 
litos militares en el Código de Justicia Mili- 
tar; pero en lo que, a mi juicio, no podremos 
coincidir es en una formulación que opera 
sobre la negación de la categoría de delito 
militar, y otra concepción, que es la nuestra, 
que opera sobre la restricción del delito mi- 
litar al ámbito estrictamente castrense. 

Hay una discordancia, pues, entre la par- 
te expositiva y la parte dispositiva, pero la 
hay también entre lo que está previsto en los 
Pactos de la Moncloa y lo que figura en la 
proposicih de ley. Los pactos presuponen 
la existencia de los delitas militares; la pro- 
posición de ley lo omite. 

El señor Diputado nos ha añadido alguna 
observación respecto de un tema que ya no es 
de competencia por razón de delito, sino que 
es de competencia por razón de la persona. 
Nos ha hablado de los civiles al servicio de 
establecimientos militares y de cómo ahí tam- 
bién puede haber un exceso en el ámbito de 
la competencia de la jurisdicción militar. Ese 
es otro de los problemas que están apuntados 
en los Pactos de la Moncloa y a los que se 
habrá de referir el proyecto de ley que el 
Sobierno remita; , p r o  ése es un problema 
ujenol totalmente a la propolsicih de ley en 
que no se ha planteado para nada el tema 
de las restricciones en función del fuero per- 
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sonal, porque de los tres criterios que de- 
finen la competencia de la jurisdicción mi- 
litar, por razón de delito, por razón de per- 
sona y por razón de lugar, los tres están re- 
flejados en los Pactos de la Moncloa y éste 
se refiere exclusivamente a la competencia 
jurisdiccional por razón de delito. 

Tengo que decir que, en términos globales, 
la formulación actual del C6digo de Justicia 
Militar - q u e  tiene que ser revisada y esta 
reconocido por el Gobierno y por el conjunto 
de las fuerzas políticas- no es, sin embar- 
go, imputable, en términos estrictos, a una 
determinada Situación política más o menos 
próxima, poque el núcleo global de los de- 
litos militares prácticamente se ha traslada- 
do de unos a otros Códigos, como se puede 
ver repasando la legislación del siglo pasado, 
los Códigos Penales, el Código de Justicia 
Militar de 1890, y como puede verse, tam- 
bién, repasanido la legislación de la propia Re- 
pdblica de 1931 y 1932, en la cual la compe- 
tencia de la jurisdicción militar se afirma tam- 
bién básicamente sobre el concepto de deli- 
to militar, concepto que está también en el 
[Derecho comparado desde los Códigos más 
antiguos a los más modernos. El más moder- 
no, curiosamente, y más alabado por los téc- 
nicos en la materia, es un reciente Código del 
Zaire de 1972. Pero, sin ir a fórmulas o refe- 
rencias exóticas, está en Códigos tan próxi- 
mos a nosotros como es el Código Penal Mi- 
litar italiano, en su artículo 263, fundado so- 
bre. el concepto de delito militar, y como es 
el artículo 56 del Código de Justicia Militar 
francés de 1965, en el que también se funda 
la competencia sobre los delitos de orden mi- 
litar, además de los de Derecho Común, y aquí 
juega el fuero por razón de la persona y la 
competencia por razón de lugar en términos 
paralelos, en cuanto a concepción, a los que 
son propios de nuestro Código de Justicia Mi- 
litar. 

E1 Presidente del Gobierno, creo, en la ú1- 
tima reunión del Pleno anunció que lo que 
está pendiente de desarrollo, en materia de 
justicia militar, de los Pactos de la Moncloa 
sería remitido a esta Cámara dentro del pre- 
sente mes de abril, y así efectivamente va a 
ocurrir. 
Como saben SS. SS., una parte de las pre- 

visiones incluidas en este epígrafe de los pac- 

tos ha sido ya desarrollada por el Gobierno 
y está incluida en el proyecto de ley de la 
Policía. Es aquel punto que resultó el más 
polémico en las deliberaciones de los Acuer- 
dos de la Moncloa, relativo al fuero de las 
Fuerzas de Orden Público, quedando pendien- 
tes los otros puntos relativos a la competen- 
cia por razón de delito, por razón de lugar y 
por razón de persona, además del fortaleci- 
miento de las garantías procesales, que impli- 
ca una modificación sustancial del Tratado 3.0 
del Código de Justicia Militar. 

Así, insisto, dentro del presente mes ten- 
drá entrada en estas Cortes el proyecto que 
dará cumplimiento a las previsiones, ep los 
términos en que esas previsiones están formu- 
ladas, en el Código de Justicia Militar. Por 
razón de delito, habrá, efectivamente, una mo- 
dificación sustancial del artículo 6 . O ,  porque 
además técnicamente los párrafos objetados 
por el seflor Diputado son objetables por ra- 
zones meramente técnicas, pero tendnln que 
comportar también la revisión paralela corres- 
pondiente de los delitos tipificados en el Tra- 
tado 2." del Código de Justicia Militar. Y lle- 
vará también a la modificación por razón de 
lugar, refiriéndolo fundamentalmente a los es- 
tablecimientos o centros estrictamente milita- 
res, verificando el recorte de lo que es más 
importante en estos momentos, que es la com- 
petencia de la jurisdicción militar respecto de 
los hechos producidos en el mar o en el aire, 
reivindicando exclusivamente aquellos en los 
cuales estén en juego la soberanía o la misiión 
propia de las Fuerzas Armadas. 

Finalmente, habrá la modificación sustan- 
cial por razdn de la persona, que se propone 
verificar en los thrm.inos que el Pacto de la 
Moncloa establece, mediante la introducción 
de un supuesto de desafuero en el artículo 
16 del Código de Justicia Militar, a efectos de 
que el fuero personal no sea invocable en nin- 
gún caso cuando se cometan los hechos en el 
desmpeflo de actividades o se trate de heohos 
ajenos a la condición militar. 

Sus Señorías tendrán ,posibilidades en su 
momento de exponer sus criterios y fomular 
las enmiendas que crean pertinentes. Como 
digo, esto será objeto de cumplimiento en un 
plazo ya muy breve. 

Por las razones que'he expuesto, en nom- 
bre del Gobierno sostengo el criterio de que 
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esta proposición de ley, por razón de los cri- 
terios o de los términos con que está formu- 
lada, no debe ser tomada en coneideración por 
esta Cámara. Muchas gracias. 

El señor PREjSIDENTE: Pasamos a la vo- 
tación de la proposición de ley que se ha de- 
batido en esta Cámara, sobre derogación del 
artículo 6." del Código de Justicia Militar. 

Efectuada ¿u votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 31 1 ;  a favor, 144; en 
contra, 166; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda, en conse- 
ouencia, rechazada la toma en consideración 
de la proposición de ley formulada por el Gru- 
po Parlamentario Socialistas de Catalufla. 

Para explicación de voto, tienen la palabra 
el representante del Grupo Parlamentario de 
Alianza Popular y, posteriormente, el repre- 
sentante del Grupo Parlamentario Comunista. 
(Ocupa la Presidencia el Vkepresidmte, se- 
ñor Gómez Llorente.) 

El señor MENDIZABAL URIARTE: Sefio- 
ras y señores Diputados, se nos ha propuesto 
da derogación del artículo 6." del Código de 
Justicia Militar sin sustitutivo, creando real- 
mente un vacío tras él, por lo que hemos vo- 
tado en contra y queremos ahora explicar las 
razones que para ello ha tenido el Grupo Par- 
lamentario de Alianza Popular. 

Hay, en primer lugar, una razón que recien- 
temente ha apuntado un autor, y es que si el 
Ejército es el pueblo en armas y hasta el Rey 
es su capitán y jefe supremo, es lógico que 
sus decisiones y procedimientos sean confor- 
me a Derecho, pero sin que factores extraños 
impidan la naturalidad y pureza de su misma 
razón de ser justo. Y pensando en las circuns- 
tancias de un Ejército moderno y en las pe- 
culiaridades de la sociedad actual, en la que 
tantos valores se han distendido a que ante 
algunos fenómenos patológicos sociales se 
autoexigen m'edidas fuertes de defensa, es fá- 
cil comprender la trascendencia del tema y el 
cuidado y finura con que el tratamiento de la 
justicia militar debe hacerse, porque la inde- 
fensión del propio Ejército podría llevar, a 
corto plazo, a la propia indefensión del pue- 
blo mismo. 

Dicho esto, en esa línea de sentir y pen- 
sar, señalaremos que en el apartado segundo 
de ese artículo que se pretende derogar se 
concede un mecanismo de salvaguarda para 
la autoridad militar. En definitiva, pasa la re- 
presentación de un Ejército que nosotros en- 
tendemos, como dejamos dicho, es la piedra 
angular, pilar y defensa de la unidad nacional, 
síntesis de la rica variedad de nuestros pue- 
blos. 
En el apartado tercero se vigila y salvaguar- 

da el respeto debido a la bandera de nuestra 
Patria, y nosotros no podemos acceder a que 
todo ello se derogue sin sustitución, creando 
un vacío detrás. Por esto, por el impulso cor- 
dial e intelectual, hemos de oponernos y nos 
hemos opuesto. 

Asf, con esto que abarca toda la expresión 
del ser, podría quedar justificada la postura 
del Grupo de Alianza Popular. Pero, compuec- 
to por juristas en su mayoría, no puede dejar- 
se de decir que tambsn unas razones de o p r -  
tunidad y técnica jurfdica abonan esta vota- 
ción negativa, y es que, como nos ha apun- 
tado el señor Ministro de Justicia, por la 
exigencia de los Pactos de la Moncloa (que 
nosotros no suscribimos en su vertiente po- 
lítica), en su epígrafe 7.", apartado l . O ,  de re- 
considerar la cmipetencia de la Jurispruden- 
cia militar por razón del delito, se está rea. 
lizando, m o  nos han dicho, por la Comisión 
formada por miembros del Ministerio de Jus- 
ticia y del Consejo Supremo de Justicia Mi- 
litar, un anteproyecto de modificación del Cd 
digo de Justicia Militar del que, al parecer, 
se tiene entregado el tratado primero, que se 
refiere precisamente al punto que es objeto 
de la proposición de ley que hoy nos trae 
aquí. 

Al parecer, están a punto de entregarse los 
otros dos tratados, por lo que deben consi- 
derarse, por tanto, improcedentes las medi- 
das parciales propuestas de derogar un solo 
articulo. 

Además, la propuesta de derogaci6n del ar- 
ticulo 6.0, en su totalidad, se funda, exclusi- 
vamente, en la supuesta relación de los delitos 
comprendidos en el con las libertades públi- 
cas y los derechos humanos. Pero es de todo 
punto evidente que esa relación no existe es- 
pecialmente en algunos apartados, como son 
el 1, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10 y algunos otros, y sólo 
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existe, acaso parcialmente, en los restantes, 
con lo cual se puede justificar la revisión de 
dicho artícdo 6.", tal y como al parecer se 
está haciendo en el anteproyecto del Códlgo 
de Justicia Militar mencionado, para lograr 
esa unidad jurisdiccional que todos anhela. 
mos. Pero de ninguna manera se puede pre- 
tender, como se pretende, su derogación total. 

(Por esto, señores, el Grupo Parlamentario 
de Alianza Popular ha dicho no. Muchas gra- 
cias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Wo- 
rente): ZAlgtin otro Grupo Parlamentario de- 
sea hacer uso de la palabra para explicación 
de voto? (Pausa.) El representante del Grupo 
Parlamentario Comunista tiene la palabra. 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, se. 
ñoras y señores Diputados, brevemente. Nues- 
tro Grupo ha votado que sí a la toma en con- 
sideración de la proposición de ley por la 
razón que antes ya he expuesto: nuestra a c  
titud 8s sistemáticamente favoralble a ello, 
perol tmbLén por la índole del tema discutido. 
Nosotros creemos que una proposición de 

ley como la presentada incide directamente en 
la necesidad de resolver, sin más demora, un 
problema que todos sabemos que ha provo- 
ca& serias tensiones y que puede provocar 
todavía tensiones más fuertes. 

Existen razones técnico-jurídicas induda- 
bles para proceder a una reforma rápida, pues- 
to que actitudes que se contemplan hoy en el 
artículo 6." del Código de Justicia Militar son 
contempladas también en otros aspectos de 
nuestra legislación penal. Pero, sobre todo, 
existen razones tpolfticas de fondo. Estas ra- 
zones politicas de fondo se resumen en la ne- 
cesidad de proceder sin demora a establecer 
de una vez la unidad jurisdiccional reclamada 
por nuestros juristas -recordemos el Con- 
greso de León-, y reconocida ya en el pro- 
yecto de Constitución. La democracia exige 
Cdlocar por encima de todo a la Jurisdicción 
ordinaria, y esto es algo a lo que hay que 
proceder sin más demora. 

Fkro es que la subsistencia del artículo 6." 
del CMigo de Justicia Militar incide hoy en 
una cuestión absolutamente clave, y es en las 
relaciones que tiene la construcción de nues. 
tro proceso democrático y las Fuerzas Arma- 

das. Yo diría, para sintetizar, que no se puede 
hacer la democracia sin las Fuerzas Armadas, 
y menos contra ellas. Esto parece una obvie- 
dad. Sin embargo, estamos manteniendo si- 
tuaciones legales que dificultan que esto se 
convierta en realidad. Hay que evitar a las 
Fuerzas Armadas todo aquello que pueda lle- 
var a equívocos o enfrentamientos con la opi- 
nión, en virtud de una legislación anticuada 
que responde a otras épocas y a otras con- 
cepciones. 

Aquí se ha aducido antes el caso del grupo 
teatral tcEls Joglars)), y me parece que no 
puede existir ilustración más plástica y más 
dramática de lo que estamos diciendo. Esto 
produce, además, menoscabo de la au'toridaad 
y del prestigio de las Fuerzas Armadas; pero 
no sólo de ellas, sino, también, del Gobierno 
y de las fuerzas políticas. Es necesario pre- 
servar ese prestigio, preservar esa autoridad. 
Esta es una tarea que no es de un grupo, sino 
de todos. 

Es indispensable abordar esto con la má- 
xima serenidad, delimitando bien las funcio- 
nes y competencias sin generar anacronismos 
extemporáneos ni sentimientos antimilitaris- 
tas; pero también sin cargar a las Fuerzas Ar- 
madas con unas tareas y responsabilidades 
que no deben ser las suyas en un sistema 
democrático. Por lo menos ésta es la inten- 
ción que está en el fondo de la regulación que 
se hace de este tema en el proyecto de Cons- 
titución. 

Se nos ha dicho que esto se abordar& con 
una reforma global que pronto se nos va a 
presentar, pero tenemos todas las dudas -es- 
tamos legitimados para tenerlas-, porque si 
ya en los Pactos de la Moncloa se abordd 
este tema, también hemos constatado que ésta 
es una de las cuestiones en las que más se 
ha tardado en plantear soluciones concretas, 
y atin hoy no sabemos exactamente por dón- 
de van a ir estas soluciones. 

En consecuencia, nosotros pensamos que la 
cuestión es urgente; que la derogación del ar- 
tíoulol 6.", a m  c m  todos los problemas tecni- 
co-jurídicos que se quiera, debía ser una me- 
dida que acelerase ese proceso de reforma y 
sirviese para evitar situaciones gratuitas de 
tensión como las vividas recientemente y co. 
mo las que se pueden reproducir en cualquier 
momento. El evitarlo es tarea de todos. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo 
rente): ¿Algún otro Grupo Parlamentario de- 
sea hacer explicación de voto? (Pausa.) 

RECONOCJMIENTO DE SERVICIOS PRE- 
VIOS PRESTADOS EN LA ADMINISTRA- 

CION PUBLICA 

El señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente): Pasamos a debatir la toma en corisi- 
deración de la proposición de ley sobre reco- 
nocimiento de servicios previos prestados en 
la Administración Pública, presentada por el 
Grupo Parlamentario Socialistas del Con- 
greso. 

Que el señor S'ecmtario haga el favor de 
dar lectura a la proposición y a los dictáme- 
nes del Gobierno y de la Comisión, si los hu- 
biere. 

El señor SECRETARIO (Castellanos Carda- 
Iliaguet): Dice así: 

<¿El Grupo Socialistas del Congreso, hacien- 
do uso de la facultad prevista en el artícu- 
lo 90 del vigente Reglamento provisional del 
Congreso, presenta una proposición de ley so- 
bre el reconocimiento de los servicios previos 
de distinta naturaleza prestados por los ac- 
tuales funcionarios de las distintas Adminis- 
traciones Públicas. 

»>El Grupo Socialistas del Congreso, a la vis- 
ta del contenido de su pmposición de ley, en- 
tiende que la misma, aun suponiendo aumento 
de gasto público, lo supone. en cuantía muy 
inferior al 5 por ciento, por lo que no es de 
aplicación el apartado número 2 del artícu- 
lo 108 del Reglamento provisional del Con- 
greso. 

»La regulación jurídica de las relaciones 
que vinculan a los funcionarios y demás tra- 
bajadores de la Administración Pública con 
las distintas entidades de ésta adquiere muy 
diversificadmas formas, diversidad que obedece 
tanto a la multiplicidad de entidades como a 
la diversa naturaleza be las normas aplica- 
bles a dichas relaciones. 

>)Esta situación ha sido utilizada por los 
sucesivos Gobiernos para sustentar una de las 
mayores injusticias cometidas con los funcio- 
narios públicss; la no acumulación de los 

tiempos de servicios efectivos previos presta- 
dos como trabajadores y como funcionarios 
en los distintos entes de la Administración Pú- 
blica. 

»Frente a esta situación, los trabajadores 
de la Administración Pública han mantenido 
la reivindicación de lograr tal acumulacibn, 
especialmente desde que un año después de 
la pr.omulgación del texto articulado de la 
Ley de Funcionarios Civiles del Estado, apro- 
bado por Decreto 315/1964, de 7 de febrero, 
la Ley 31/1965, de 4 de marzo, en su dispo- 
sición transitoria sexta, estableció una posibi- 
lidad, aunque restringida, de que por el Go- 
bierno pudieran ser dictadas normas tenden. 
tes a reconocer determinados servicios pres- 
tados con anterioridad a la constitución del 
Cuerpo al que cada funcionario pertenece o a 
su ingreso en él. 

»El hecho de que sóllo en dos ocasiones se 
hayan dictado dichas normas por parte del 
Gobierno, y la necesidad de contemplar sis- 
temática y conjuntamente todos los supuestos 
de servicios previos a los de la plaza corres- 
pondiente al último nombramiento legal de 
los funcionarios afectados, a todos los eiec- 
tos, retributivos o no, derivados de la anti. 
güedad, especialmente tras la publicación del 
Decreto-ley 22/1977, de 30 de marzo, motivan 
la presente proposición de ley que se hace 
eco de las reivindicaciones de los trabajado- 
res de la Administración Pública, hechas su- 
yas por el sindi8calismo del sector público. 

»Artículo 1." 1. Se reconocen a los fun- 
cionarios de carrera de la AdministraciOn del 
Estado, de la Local, de la Institucional, de la 
de Justicia y de la Seguridad Social la tota- 
lidad de los servicios indistintamente presta- 
dos por ellos en las distintas entidades de 
dichas Administraciones con anterioridad a su 
ingreso como funcionarios de carrera en el 
Cuerpo, escala o plaza en que hayan o t e -  
nido el último nombramiento legal. Este re- 
conocimiento producirá tanto efectos retribu- 
tivos en función de los años de servicios efec- 
tivos prestados en dichas entidades como to- 
dos los demás derivados o que puedan deri- 
varse de la antigüedad. 

Se considerarán servicios efectivos to- 
dos los indistintamente prestados a las cnti- 
dades de la Administración Pública señaladas 
en el párrafo anterior, tanto en calidad de fun. 

~ 2 .  
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cionario de carrera o de empleo (eventual o 
interino) como los prestados en régimen de 
contratación administrativa o laboral, se ha- 
yan formalizado o no documentalmente dichos 
contratos. 
»A%. 2." 1. Los derechos económicos re. 

sultantes de la aplicación del artículo anterior, 
que d&n de servicios prestadas en distin- 
tos Cuerpos, escalas o plazas, se devengarán 
s-n lw  hqurtes establecidos para cada uno 
de ellos. 

»2. Los derechos emnómicos corresyon- 
dientes a funcionarios de carrera que con an- 
terioridad a su ingreso en la Administración 
piliblica hubieran estado vinculados con los 
distintos entes que integran ésta mediante 
contratos de naturaleza administrativa, se d e  
vengarán en cuantías iguales a las de los 
Cuerpos, escalas o plazas a que, en cada caso, 
fueran asimilabes. 

»Se faculta al Ministerio de la Presidencia 
del Gobierno para que, teniendo en cuenta 
la naturaleza de los servicios en cada caso 
prestados y la titulación exigible para el 
desempeño de los mismos, proceda a resolver 
por vía reglamentaria los casos en que no 
exista asimilación. 

»3. Lns derechos económicos correspon- 
dientes a los funcionarios de carrera que con 
anterioridad a su ingreso en los distintos en- 
tes de la Administración Pública hubieran es- 
tado vinculados can éstos mediante contrato 
laboral, se devengarán en las cuantías que en 
cada caso corresponda, se- la Regiamen- 
tación de Trabajo, Ordenanza Laboral o con- 
venio colectivo de aplicación. 

»Art. 3." Lo establecido en la presente ley 
será asimismo de aplicación a los funcionarios 
que como tales hayan causado pensión en el 
Reimen de Derechos Pasivos, en el Sistema 
de la Seguridad Social o en cualquier otra 
Mutualidad Obligatoria. 

»Art. 4." Los efectos económicos deriva- 
dos de la antigiedad en la legislación vigente 
surtirán efecto asimismo para los funciona- 
rios de empleo en tanto presten servicio como 
tales o se jubilen en esa condición. 

»Disposición adicional. Los derechos indi- 
viduales de naturaleza económica que resul. 
t e n . a  lo establecido por la presente ley de- 
berán ser computados -por las respectivas Uni- 
dades o Jefaturas de Personal a instancia de 

parte, justificando ésta su pretensión median- 
te certificación acreditativa de los servicios 
prestados, que deberán extender las autori- 
dades competentes haciendo constar los años, 
meses y días de servicios prestados. 

~DiipOSición derogatoria. Quedan deroga- 
das total o parcialmente todas las disposicio- 
nes, cualquiera que sea su rango, que se opon- 
gan a lo dispuesta en la presente ley.» 

No consta resolución del Gobierno de opo- 
sición a la admisión de esta proposición. 

El señor VICEPF&ESIDENTE (Gómez Llo~ 
rente): El representante del Grupo propanen. 
'13 time la palabra. 

El señor DE VICENTE MARTIN: Compa- 
rezco, en nombre del Grupo Parlamentario So- 
cialista, para someter a la consideración de 
la Cámara la toma en consideración de una 
proposición de ley sobre el reconocimiento 
de los servicibs previos pnestados pm' quienes 
actudpente m fwimarios, con anteriori- 
dad a su ipgreko en al ente de la Administra- 
ción Pública en que prestan sus servicios. 

La finalidad, 'por tanto, de lsa proposicidn es 
reconocer unos servicios previos a la posesión 
de la condición de funcionarios, y las perso- 
nas 4 laas que afecta son, en todo caso, ac- 
tualmente funcionarios de las distintas enti- 
dades que constituyen las Administraciones 
Públicas. 

Se trata de una proposición de ley dabo- 
rada por la Federación de Trabajadores de la 
Administración Ptíblica de la Unión General 
de Trabajadores/que el Grupo Parlamentario 
Socialista ha hecho suya. La ha hecho suya y 
ha hecho uso, por tanto, de la iniciativa le- 
gislativa, porque existe una realidad social, 
realidad que es la multiplicidad de situacio. 
nes en que se encuentran los servidores po- 
blicos, como conlsecuencia de tres motivos 
fundamentales: De una parte, la diversidad 
de entes que constituyen las Administracio- 
nes piíblicas; de otra, la multiplicidad de nor- 
mas aplicables a la relación de servicios entre 
los servidores públicos y la Administración 
Pública. Y, en tercer lugar, la inexistencia de 
una seria política de acceso a la función pú- 
blica o, diaho de otra forma, la existencia de 
una incoherente política de empleo del sec- 
tor público, evidenciada fundamentalmente a 
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través de la multiplicidad de autoridades com- 
petentes para nombrar contratados laborales 
o administrativos, o para convocar oposicio- 
nes; y, de otra, a través de la política de 
contingentación de los Cuerpos, es decir, a 
través de la mecánica de autocontrol de los 
Cuerpos con la finalidad de lograr la máxima 
posesión de -podfer político dentro de la Admi- 
nistración, de acuerdo con la conocida máxi- 
ma de que «el poder político de los Cuerpos 
es invemamente proporcional al tamaño de los 
mismos». 

Y o  diría, señoras y señores Diputados, que 
en este punto lo que ha ocurrido (y es la cau. 
sa que explica nuestra proposición de ley) es 
que la Administración Pública española ha ca- 
recido de una coherente política de empleo 
y ha tenido, diría, mil políticas de empleo, 
tantas como Cuerpos existen, que son el re- 
sultado precisamente de la patrimonialización 
de la función pública, esto es, de la utiliza- 
ción de la función pública no al servicio del 
colectivo al que van dirigidas las actividades 
de la Administración, sino al servicio de los 
Cuerpos Be funcionarios; especialmente me 
estoy refiriendo a los Cuerpos que poseen im- 
portantes cotas de poder político en el país. 

Por supuesto que la filosofía subyacente en 
nuestra proposición de ley, la explicación 131. 
tima de esta realidad social que estamos in- 
tentando corregir con la proposición de ley, 
no es otra que la filosofía practicada por la 
Administración española, dirigida a fragmen- 
tar, a dividir al calectivo de servidores públi- 
cos, creando compartimientos diferenciados de 
funcionarios públicos, de contratados labora- 
les o administrativos. 

Se trata, si ustedes contemplan el mapa de 
la función pública, de un panel compuesto 
por mil cuadrículas, por tantas como Cuerpos 
de funcionarios, amén de las situaciones de 
contrato laboral o contrato administrativo 
también existentes, de tal suerte que, entre 
los colectivos incluidos en cada cuadrícula, 
existe oposición con el colectivo de la cua- 
drícula próxima o con otra cuadrícula o, lo 
que es lo mismo, existe una deliberada políti- 
ca de enfrentamiento de los colectivos de los 
servidores públicos por parte de la Adminis- 
tración Pública, cuya finalidad, desde nuestra 
perspectiva, no es otra que la de lograr que 

los servidores públicos olviden la existencia 
de un empleador común. 

Se trata, señoras y señaores Diputados, de 
una técnica que no es específica de la Admi- 
nistración, que la Administración asume del 
contexto capitalista en el que estamos la dis- 
tinción entre obreros y empleados, entre tra- 
bajadores con convenio colectivo y trabajado- 
res sin convenio colectivo, entre mensuales 
y semanales, entre obreros tecnicos y admi- 
nistrativos. La ú~ltipa exteriorización del de- 
creto de convocatoria de elecciones sindica- 
les, con diversos colegios, es manifestación de 
que en nuestra legislación laboral se proyec. 
tan consecuencias que la Administración Pú- 
blica asume y que, en definitiva, supone el 
mimetismo claro de una Administración Pú- 
blica con el contexto capitalista en el que 
está incluida. 

Esta situación de multiplicidad de situacio- 
nes comporta consecuencias no sólo para los 
trabajadores de la Administración Pública 
-ahora me referiré a ellas-, sino, lo que 
entendemos que es más grave aún, para el 
país. Estamos en una Administración Pública 
en la que existen tensiones entre los distintos 
colectivos, con funcionarios enfrentados en- 
tre sí y enfrentados no sólo entre sí, sino, de 
otra parte, con los contratados laborales y 
con los contratados administrativos. Pero es- 
tamos fundamentalmente, comoo consecuencia 
de ello, ante una Administración débil, ante 
una Administración sensible a los intereses 
del contexto capitalista, ante una Administra- 
ción propensa a la corrupción del sector en 
el que está incluida. 

Frente a esta dispersión, los socialistas he- 
mos puesto en circulación, hace ya muchos 
años, a través de la Unión General de Tra- 
bajadores, un concepto integrador, frente al 
concepto disgregador que practica !a Admi- 
nistración Pública. Este es el concepto de tra- 
bajador de la Administración Pública, al que 
ya he tenido ocasión de referirme en alguna 
otra oportunidad en esta tribuna, pero que, re- 
pito, intenta tal integración en base a lo que 
une a los distintos colectivos que prestan sus 
servicios, no el enfrentamiento en tomo a lo 
que les separa. 

Esta situación comporta, asimismo, conse- 
cuencias para los trabajadores de la Adminis- 
tración Públimca, concretameqte la no acumu. 
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lación -y éste es el punto fundamental de la 
proposición-, el no reconocimiento ni a efeo 
tos económicos, ni a efectos no económicos 
de los servicios prestados por los actuales 
funcionarios a las diversas Adlministraciones 
públicas con víncuios de distinta naturaleza, 
laboral o administrativa, con anterioridad a 
su ingreso en la propia Administración Pú- 
Mica. 

Incluso, permítanme la fuga, señoras y se- 
ñores Diputados, en la condición de lapiceros 
o de tinteros, puesto que hay funcionarios que 
cobran con cargo a dotaciones de material 
fungible, e incluso, en ocasiones, como ocu- 
rre en el Ministerio de Asuntos Exteriores, 
bajo la denominación de {becarios de nacio- 
nalidad no españolla». 

En tudo caso, se trata, señoras y señores 
Diputados, de una situación que revela que 
hay personas que han trabajado en la misma 
Administración Pública en distintas o en las 
mismas funciones, y que en todo caso se ha- 
ce precisa la solución de sus problemas reco- 
nociéndoles, a efectos económicos y no eco- 
nómicos, esos servicios prestados anterior- 
mente. 

Antes de la Ley de Retribucionw de 1965, 
a la que el señor Secretario de la Cámara ha 
hecho referencia en su lectura, existió por par- 
te de los trabajadores de la Administración 
Pública, con técnicas de lucha acondiciona- 
das o acomodadas a las peculiaridades del mo- 
mento político, un intento, o muchos, de so- 
lución, pero las técnicas utilizables en aquel 
entonces iban desde la visita esperanzada -y 
al final desesperanzadora- a las autoridades, 
hasta los telegramas obviamente individuales 
siempre, pasando par la utilización de los re- 
cursos contencioso-administrativos. 

En 1965 la Ley de Retribuciones de Funcio- 
narios Estatales establece claramente cómo el 
reconocimiento de los trienios viene dado por 
la prestación de servicios efectivos como fun- 
cionario, pero en su disposición transitoria ad- 
mite con carácter excepcional la posibilidad 
de que el Gobierno resuelva situaciones como 
la contemplada. 

Obsérvese la contradicción que entraña que 
una ley como la de Retribuciones reconozca 
antigüedad a quien está excedente con carác- 
ter especial, a quien lo está como excedente 
forzoso, a quien lo está como supernumera- 

rio y, sin embargo, le niega la antigüedad a 
quienes han venido trabajando y trabajan en 
'la Administración pública con la condición 
previa de no funcionario. 

Estos supuestos que la ley recoge son de 
auténtica ficción legal; los que no son de fic- 
ción son los que la ley todavía no ha resuelto. 
De esa autorización excepcional que pre- 

veía la disposición pertinente de la Ley de Re- 
tribuciones sólo se ha hecho uso en dos oca- 
siones, c m o  dice la exposición de motivos de 
nuestra proposición de ley. Una en el año 
1969, a través del Decreto del 10 de abril, que 
resolvía la situación de los entonces llama- 
dos Profesores adjuntos de Instituto, a los que 
se les exigía una primera oposición, el trans- 
curso de cinco años, y al t4rmino de ellos de- 
bían hacer la segunda oposición. 

En la segunda ocasión en que se ha hecho 
uso fue en un Decreto de 1972, del 15 de s e p  
tiembre, que resolvió el problema de muchos 
ingenieras superiores que habían prestado 
servicios en la Administración Wblica con an- 
terioridad a su ingreso en la Administración 
del E+stado y, por tanto, eran servicbs presta- 
dos en entes autónomos o servicios centrali- 
zados. 

Se trata de un tema éste que, en definiti- 
va, es la cristalización jurídica de la ruptura 
de la ofwta y la demanda de ingenieros téc- 
nicos superiores, y en la escala (y en la Cá- 
mara hay personas que lo conocen sobrada- 
mente) que determina que, al no existir pues- 
tos suficientes para aquellos ingenieros cuya 
mera posesión del título les daba derecho al 
acceso automático a la Administracidn Pú- 
blica, se formase una cola de espera que ha- 
ce que estos ingenieros presten sus servicios 
en em&s autómmos o en servicios centra& 
zados, y por vía de este decreto se les re- 
conoce la antigüedad de estos servicios. 

Se trata de dos supuestos, señoras y seño- 
res Diputados, cuya valoración política, con 
independencia de la racionabilidad que exis- 
te en el fondo de ambos casos, son la expre- 
sión clara de la actualización de las técnicas 
propias del antiguo regimen: la presión de 
un Procurador en Cortes del antiguo régimen 
para el tema de los Profesores adjuntos de 
Instituto; la presión de los ingenieros para 
la soluci6n de su problema, en tanto conti- 
nuaban sin resolver las restantes cosas. Los 
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funcionarios afectados, cuyo servicio previo 
no se les reconocía, se preguntaban cómo re- 
solver su problema. 

Estaba claro que quedaba descartada la uti- 
lización del recurso o la vía corporativa, pues- 
to que eran colectivos normalmente modes- 
tos, administrativos, auxiliares, subalternos, 
aunque el tema alcanzaba en ocasiones a los 
propios investigadores del Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas. 

Los trabajadores de la Administración Pú- 
blica tomaron buena nota de que la solución 
era la sindical, que había que organizarse, 
bien ministerialmente o a través de Direccio- 
nes Generales, pexo que, en definitiva, el sin- 
dicalismo y la organización de los propios tra- 
bajadores de la Administración Pública era 
la solución. 

En el año 1977, en que el problema seguía 
sin resolverse, puesto que desde el año 65 só- 
lo se resolvieron los dos supuestos antes con- 
templados, se vino a complicar la situación 
porque el Decreto-ley de 30 de marzo de 1977 
introdujo un nuevo concepto retributivo, el 
grado, que es el resultado no sólo de la titu- 
lación que ha tenido para el acceso a la Ad- 
ministración Pública, sino también de los 
años de servicio prestados a la misma. Con 
lo cual resultaba, señoras y señores Diputa- 
dos, que el único tema no eran los trienios, 
el tema era un nuevo concepto que derivaba 
de la antigüedad, y al no reconocerse la an- 
tigüedad, el nuevo reconocimiento provoca- 
ba, cuando menos, dos efectos, con indepen- 
dencia del que siempre había existido, ade- 
más de los efectos de derechos pasivos. 

El año 1977 ha de ser pródigo en noveda- 
des o esperanzas para la solución del tema. 
El Ministerio de Obras Públicas envía al Mi- 
nisterio de Hacienda un proyecto de decre- 
to, proponiendo una tercera aplicación de la 
disposición transitoria de la Ley de Retribu- 
ciones al personal de los cuerpos auxiliares 
y administrativos del Ministerio, que proce- 
dían de escalas auxiliares y administrativas 
anteriores, en número aproximado de 1.200. 
De este decreto, del que tuvimos conocimien- 
to los funcionarios públicos en el mes de 
abril, a través de una filtración voluntarista, 
por parte de los responsables de la Adminis- 
tración pública, nunca más se supo, aunque 
hay que decir que pocos días después una 

segunda filtración dio lugar a que conociéra- 
mos un proyecto de ley (también evidente- 
mente la filtración fue tolerada, dirigida y fo- 
mentada desde las instancias rectoras de la 
Administración Pública), que pretendfa resol- 
ver no sólo el caso del Ministerio de Obras 
Públicas, sino todos los casos con carácter 
general. En este sentido he de hacer referen- 
cia a que en el preámbulo de esa disposición 
se decía claramente que el sistema retributi- 
vo establecido en el Decreto de 30 de mar- 
zo, que he citado antes, recoge una filosofía 
y un tratamiento distinto en las retribuciones 
de los funcionarios, con la inclusión de con- 
ceptos nuevos como el grado de carrera ad- 
ministrativa, todo lo cual aconsejó que a las 
peticiones de reconocimiento, a efectos de 
trienios, de los tiempos de servicios presta- 
dos, con anterioridad a la Ley de 1965, y en 
los que no concurrían circunstancias excep- 
cionales, se les dé ahora una solución sin dis- 
tingos y con carácter general. 

Pues bien, pasó evidentemente el tiempo, 
pasaron las fechas próximas a los meses de 
mayo y junio de 1977 y el proyecto quedó en 
el olvido. Pero quienes no olvidaron el tema 
fueron los funcionarios públicos, y concreta- 
mente los funcionarios de Obras Públicas, que 
en un escrito que dirigieron en el mes de oc- 
tubre al actual Jefe del Estado le pedían que 
los órganos competentes de la Administra- 
ción cumplimentaran todos los trámites ne- 
cesarios para remitir a la mayor brevedad el 
citado proyecto de ley a las Cortes, cumplien- 
do así las promesas hechas a los funcionarios 
en4 el período preelectoral. 

El tema -repito- pasó, el proyecto no se 
aprobó, el escrito no tuvo eco ninguno en el 
Gobierno, salvo una referencia específica a 
los funcionarios localles que apareció recogi- 
da en el texto articulado de la Ley de Bases 
del Estatuto de Régimen Local, aunque que- 
dó referida solamente a los trienios. 

Por eso, los socialistas, haciéndonos eco 
del proyecto de la Federaciónl de Trabajado- 
res de la Administración Pública de la UGT, 
presentamos el pasado 28 de febrero la pro- 
posición cuya toma en consideración pedimos 
a S S .  S S .  que voten. En este tránsito el Go- 
bierno publica un nuevos decreto, que previa- 
mente tenía preparado, pero que, en todo ca- 
so, es el resultado de la acción del Grupo 
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Parlamentario Socialista. Aquí sí cabe hablar 
de tran.scripciones (ya que antes se habló de 
Oraducches), puesto que el decreto del 
Ministerio de Hacienda en buena parte si- 
gue literalmente el texto del Grupo Parla- 
mentario Socialista, aunque deja problemas 
sin desolver. Y deja problemas sin resolver 
porque se limita a los funcionarios del Es- 
tado, de la Administración de Justicia, y de 
la jurisdicción laboral, y de los organismos 
autónomos. Y, ea todo caso, a los servicios 
previamente prestados por éstos con anterio- 
ridad, en unos casos al 65 y en otro al 73, y 
asimismo limita el reconocimiento a aquellos 
supuestos en que los servicios previos hayan 
sido prestados en la plaza a la que posterior- 
mente se accedió, no cuando se hayan pres- 
tado servicios como funcionario en plazas dis- 
tintas de aquella a la que se accedió. 

Este decreto, que tiene ia nota curiissn de 
que se publicó el 1 de abril, y entró en vi- 
gor el primero del mes siguiente a su publi- 
cación, aunque habían pasado muchos días, 
tal  vez por la cicatería de algún funcionario, 
que logró el retraso en la publicación en el 
«Boletín Oficial)), modifica parcialmente los 
supuestos en que se apoya la proposición de 
ley del Grupo Parlamentario Socialista. (El 
señor Presidente se reintegra a la Presiden- 
cia.) 

Reconocemos, por tanto, que parte de lo 
que nuestra ley quería resolver lo resuelve 
el decreto, pero eso no invaiida nuestra ini- 
ciativa legislativa, puesto que hay varios as- 
pectos no resueltos por él: los trienios poste- 
riores a los años 1965 y 1973, los efectos eco- 
ndmicos derivados del grado, los efectos pa- 
sivos, los servicios cruzados, los servicios de 
naturaleza distinta y los prestados en las en- 
tidades gestoras de la Seguridad Social. Se 
trata, por tanto, de que subsistan aspectos 
pendientes de solución que s610 pueden re- 
solverse por vía de una ley, tal como reco- 
noce el propio Gobierno en la exposición de 
motivos del Decreto de 11 de marzo, en que 
señala que estos supuestos han de resolver- 
se por vía de ley. Pues bien, la vía para re- 
solver el tema está aquí. Es, evidentemente, 
la proposición socialista, y ahf está el Regla- 
mento del Congreso para que, si tenemos 
margen dentro del 1 por ciento de admisión 
de la iniciativa parlamentaria a cargo de los 

Grupos a que en alguna ocasión se ha hecho 
referencia esta tarde, nuestra proposición 
pueda resolver el tema. 

Nosotros entendemos, y finalizo así mi de- 
fensa, que hacer democracia no consiste ex- 
clusivamenlte en mirar al futuro. También se 
hace democracia limitando los residuos de 
abusos de una Administración Pública auto- 
ritaria. Los funcionarios públicos no estamos 
s610 para que el Presidente del Gobierno nos 
diga, como hizo en su discurso del pasado 
día 5, que somos eficaces y competentes, no 
estamos para que se nos diga exclusivamen- 
te que con nuestra abnegación estamos dis- 
puestos a servir los intmeses del Estado. Creo 
que han pasado los tiempos de la palmada 
en el hombro y que hoy, evidentemente, los 
funcionarios pedimos realidades, y la primera 
de las realidades con las que esta Cámara 
puede reconocer los servicios de la función 
pública española es poner t4mnino a las si- 
tuaciones de un mpleador que no cumple 
con sus trabajadores. Por eso pedimos a 
SS. SS. que voten en favor de la toma en 
consideración de nuestra proposición de ley. 

El señor PRES1,DENTE: Tiene la palabra 
el representante del Gobierno. 

El señor MINISTRO DE HACIENDA (Fer- 
nández Ordóñez): Muy pocas palabras y pa- 
ra no hacer ningún comentario sobre las re- 
flexiones de carácter general que el Diputa- 
do que me ha precedido en el uso de la pa- 
labra ha hecho sobre el problema general de 
la función pública, de las cuales participo en 
parte, y que creo, espero, deseo y confío que 
serán abordadas en el próximo estatuto que 
sobre la función pública está preparando en 
estos momentos el Ministerio de la Presiden- 
cia del Gobierno. 

Me voy a referir exclusivamente a la pro- 
posición de ley que tenemos aquí esta tarde 
ante la Cámara. 

Simplemente quiero decir que en un De- 
creto de 11 de marzo de 1978, en su expo- 
sición de motivos, se dice textualmente que 
[(se presentará en forma inmediata un proyec- 
to de ley en el que se contempla el recono- 
cimiento como trienios de los tiempos servi- 
dos con posterioridad a las disposiciones le- 
gales mencionadas y el trasvase del tiempo 
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entre las esferas del Estado y la Administra- 
ción institucional». 

Este es un proyecto de ley muy simple, que 
está elaborado y que podría tranquilamente 
presentar al próximo Consejo de Ministros 
para su traslado a estas Cortes, para su exa- 
men y debate. Sin embargo, el proyecto de 
ley del Gobierno coincide en sus propósitos 
y en sus criterios con las líneas a que se aca- 
ba de referir el Diputado del Grupo Socialis- 
ta del Congreso. 

Yo entiendo que, por razón de que la pro- 
posición del Grupo Socialista del Congreso 
está elaborada hace más tiempo que el De- 
creto de marzo de 1978, existen unas inco- 
p-ecciones técnicas que es preciso corregir. 
Hay, por ejemplo, referencias, en el artícu- 
lo 1.0, a los funcionarios de la Administra- 
ción Local, que ya tienen reconocidos sus 
tiempos; en otros casos, están reconocidos 
tiempos hasta ciertas fechas. En el propio ar- 
tículo 1." se pretende declarar efectos pasivos, 
lo cual no es necesario, porque es consecuen- 
cia automática. El artículo 2." y la disposición 
adicional son preceptos de materia claramente 
reglamentaria, y tamlbién es innecesaria, a 
nueistro juicio, la referencia a los derechcs pa- 
sivos en el artículo 3." En este momento sen- 
tendemos, sin embargo, que tanto los objeti- 
vos como los criterios fundamentales de la 
proposición de ley a que acaba de hacer re- 
ferencia el Diputado señor De Vicente coin- 
den con los propósitos y criterios del proyecto 
de ley que el Gobierno iba a presentar, y no 
existen razones para oponerse a la toma en 
consideración y creo que puedo decir, en nom- 
bre del Gobierno, que se acepte la toma en 
consideración de la proposición de ley pre- 
sentada por el Grupo Socialista del Congreso. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar a 
la votación de la proposición de ley formu- 
lada. 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 233; a favor, 219; en 
contra, 11; abstenciones, Idos: nulos, uno. 

El señor PRESIDENTE: Queda, en conse- 
cuencia, aprobada la toma .en consideración 
de la proposición de ley formulada por el Gru- 
po Parlamentario Socialistas del Congreso so- 

bre reconocimiento de servicios prestados a 
la Administración Pública. 

¿Desea alguien hacer uso de la palabra pa- 
ra explicación de voto? (Pausa.) 

Antes de proseguir la sesión nocturna, con 
idea de adelantar el trabajo, podemos sus- 
pender la sesión para que los señores Dipu- 
tados cenen. ¿Están de acuerdo? (Denegacio- 
nes.) 

MOCIONES: AUMENTO DE PENSIONES 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al si- 
guiente punto del orden del dfa, que es el de- 
bate de las mociones consecuencia de inter- 
pelaciones. 

Hay dos mociones: una formulada por el 
Grupo Parlamentario Socialistas del Congre- 
so y otra por el Grupo Parlamentario de ia 
,Minoría Catalana sobre aumento de pensio- 
nes. 

i(=ioirrespoadería en p r y e r  lugar, por el or- 
iden de la presentación, la defensa de la mo- 
ción formulada por el Grupo Parlamentario 
Socialistas del Congreso. 

Se puede dar lectura a la moción para que 
luego intervenga el Grupo proponente. 

El señor DE VICENTE MARTIN: Pido que 
se dé por lefda. 

El señor PRESIDENTE: Entonces tiene la 
palabra el señor De Vicente para defenderla. 

El señ0.r DE VICENTE MARTIN: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, 
comparezco ante la Cámara para defender 
una moción sobre revalorización de pensio- 
nes de los distintos regímenes del sistema de 
la Seguridad Social durante el año 1978. 

Se trata de una moción que tiene su razón 
de ser en una interpelación que formulé al 
Gobierno ante el Pleno del Congreso de Di- 
putados el pasado 1 de marzo y que recibió, 
?n aquel entonces, una contestación del Mi- 
nistro del ramo que mi Grupo Parlamenta- 
40, y yo como interpelante, consideramos in- 
jatisf actoria. 

Se trata de una moción, señoras y señores 
Diputados, sobre el mismo tema planteado 
3or el Diputado Perera, de la Minoría Cata- 
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lana, y de una moción que suscita a la Cá- 
mara una cuestión de interpretación. Esto es, 
Un criterio interpretativo sobre cómo reva- 
lorizar las pensiones de la Seguridad Social 
durante el año 1978 en el marco de los 
Acuerdos de la Moncloa y que somete a la 
consideración de la Cámara unos criterios 
distintos del mantenido por el Gobierno en 
su Decreto de 24 de enero en la Orden mi- 
nisterial del Ministerio de Sanidad y Seguri- 
dad Social de la misma fecha sobre revalo- 
rización de pensiones. El tema de la moción, 
señoras y señores Diputados, es cómo distri- 
buir el incremento de 114.000 millones de pe- 
setas, que como aumento de la masa global 
de la Seguridad Social en el 78 se deriva de 
los Acuerdos de la Moncloa. 

Como SS. SS. recordarán los Acuerdos de 
la Monclaa señalaban para el año 1978, y con 
efecto a partir del 1 de enero, que se incre- 
mmtaria la masa global de las pensiones en 
un 30 por ciento. 

Pues bien, la masa que en 1977 fue de 
381.000 millones de pesetas, incrementado en 
un 30 por ciento, que son 114.000 millones de 
pesetas, es la cifra cuya distribución se dis- 
cute con la moción que sometemos a la Cá- 
mara y que determina la masa global de pen- 
siones del añoi 1978. 

Yo quiero señatlar aquí que los scrciallistas, 
cuando venimos hablando de un tema rela- 
cionada con los Acuwdos de la Moncloa, no 
venirnos a p e r l o s  en cuestión, no venimos 
a ponerlos en cuestibn porque estarnos par 
el cumplimiento de las Acuerdos de la Mon- 
cloa, y obviamente por su exiegencia, como lo 
hemos demostrado cumplidamente ante esta 
Cámara, pero: tampoco venirnos a votar aquí 
por segunda vez los Acuerdos de la Moncha 
e n  su tenor literal, porque emtendmocj, en 
primer lugar, que es innecesario, y, en segun- 
do lugar, que sería rigurosamente estéril. 

Venimos, por do tanto, a discutir ila inter- 
pretación del Gobierno, señalando que nues- 
tra interpretacibn no cuesta ni una sala pe- 
seta más que la interpretación del Gobierno. 

Obviaimente venimos a pedir que voten a 
favor de nuestra moción, porque luego sefía- 
laré lo que consideramos que es más ajus- 
tado y más beneficioso, de los Acuerdos de 
€a Mondoa, para los trabajadores. 
Como SS. SS. recordarán, los acuerdo con- 

tinuaban diciendo que el aumento de este 30 
por ciento se distribuirá de forma, que incida 
pmgresivamente en hs qpnsicmes más r d u -  
cidas. Sues bien, el Gobierno ha intempretactol 
el tema d iv id ido  las 114.000 millones de 
pesetas en das partes, una de algo más de 
68.000 milloaes de pesetas, que aif.eictó a los 
doce meses de 1978, y otra de algo más de 
45.000 millones de pesetas, que afect6 exclu- 
sivamente d segundo semestre del aÍio 1978. 

El resultado es que el 26 pori' cima aipaui; 
xinmlamente del aumento de la masa glo- 
bal viene a aumentar las pensiones en el pri- 
mer semestre dal &a 1978, y tres cuartas 
partes del aumenta de (la masa global en d 
segundo semestre del año 1978. 

La coi11s~cue?lcia, pur otra parte cla!ramm- 
te abvia y que está reconocida, coma es 16- 
gico, y regulada legalmente en el Decreto de 
24 de enera, es que durante el aiío 1978 hay 
dos etapas para las pensiones, el primer se- 
mestre y el mgundo semestre. Debiendo se- 
ñalar que las pensiones del primer semestre 
san claramente inferiores a las del segundo 
semestre. 

Frente a esta interpretaci6n del Gobierno, 
concretada, en el ejercicio de su potestad re- 
glamentaria, nosotros venimos a proponer una 
distribución del aumento de la masa gloibal 
en wtoroe o en doce mensualidades, según la 
normativa aplicable en cada caso, prucum- 
do que la parte de la masa imputable a las 
disünh mensualidades del año sea igual pa- 
ra podkr garamtizar de esta forma que los 
pensionistas no tengan diferencia de percep- 
ciones. 

Proponemos así que el aumento de las pen- 
siones individualw, a la 'largo del do, se &s- 
tribuya por partes igualles en los tiempos o 
6pmas que a lo largo de éste se perciben, de 
tal swrte que no haya diferencia de pfercep- 
ci6n según los períodos de aplicación. 

Consideramos que nuestra interpretación as 
la más ajustada, al tenor de los Acuerdas de 
la Moncloa, porque las Acuerdos de la Mon- 
cloa no esdonan  la revalorización, de IP- 

siones, y el Gobierno sí la escadona. San. con- 
tundentes desde el primero de enero. En se- 
gundo lugar, porque es más Iheficiosa nueis- 
tra pruposicibn, ya que la del Gobierno re- 
duce las pmsimes durante el primer m e s -  
tre, y la nuestra ofrece, en nuestra opinión, 
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una capacidad de defensa de los pensionis- 
tas, frente a la inflación, homogénea y equi- 
librada s lo largo del tiempo. 

Ya na puedo olvidar aquí, antes de fineli- 
zar la defensa de la moción, que el Gobierno 
en esta Cámara ccmn ocasión de mi interpela- 
ción, y c m  ocasión )de una moci6n sobre el 
misma tema planteado anteriormente, ha se- 
ñatíado por boca de un parlamentario de Unión 
de Centro Democrático que su fórmula per- 
mitía garantizar a fin de año un aumento de 
las pensiones del 40,3 por ciento. Creo que 
se hace precisa la reflexión siquiera telegrá- 
fica a este tema. 

No supone la fórmu,la del Gobieiiio, eviden- 
temente, ningún aumento de la masa global 
para el año 1978. Pero, si el dato que se to- 
ma como base es diciembre de 1977, y se com- 
para con diciembre de 1978, y hay una esca- 
lada en julio de 1978, obviamente el porcea- 
taje es superior en un 30 por ciento, en base 
a que durante el primer semestre se deja de 
percibir lo que se percibe en el segundo. 

El Gobierno podía haber aumentado más 
los porcentajes a base de llevar el escalón a 
una fecha próxima al 31 de diciembre. A es- 
to quiero señalar que el atractiwo que pueda 
tener 01 la confusión que pueda suscitar este 
velo porcentual creo que no confunde a na- 
die y menos a los pensionistas que, si algo 
tienen, es tiempo para hacer cuentas con los 
oportunos conocimientos de aritmética ele- 
mental que exigen los Porcentajes. 

Habida cuenta -y con esto1 finalizo- de 
que no! se ha dicho hasta el momento que el 
escalonamiento derive de problemas financie- 
ros de la Seguridad Social -2ie posiblemen- 
te tenga esa razón de ser- y que la inter- 
pretación del Grupo Parlamentaria del Dipu- 
tado que habla es más progresiva que la del 
Gobierno y más ajustada a los Acuerdos de 
la Moncloa, mantenemos la moción, en prin- 
cipio, sin pelrjuicio de analizar posteriormen- 
te las enmiendas que a la misma se hayan 
presentado. 

El señor PRESIDENTE: A efectos de la de- 
fensa de la moción presentada, por la Mino- 
ría Catalana, que es idéntica a la anteirior, 
tiene la palabra el señor Perera Calle. 

El señor PERERA CALLE: Señor Presiden- 
te, señoras y sedores Diputados, en la moción 

iprobada en la sesión del 8 de marzo, esta 
Zámara votó por mayoría que «el Gobier- 
10 cumpla en el más breve plazo de  tiempo 
msible la estipulado en los Acuerdos de  la 
VIonclaa, en el sentido de que, para el aii0 
978, y con efectos a partir de 1 de enera, 
,e iwrementará la masa global de las pensio- 
ies en un 30 par ciento y rce distribuirá su 
:uantía de fonma que incida pogresivamente 
in las más reducidas)). 

Aun a riesgo de cansar a esta Cámara con 
eiterativolc argumentos para defender lo que 
:onsideramos vulnerado, permítanme que in- 
:ida en el tema, para apoyar nuestra mocih  
lue me consta afecta a millones de ancianos 
lue ce consideran engañados por el Gobierno 
m la aplicación del Pacto de la Moncloa y 
lue además van perdiendo sus esperanzas en 
a acción de los políticas, que no saibomas o 
10 podemos enderezar aquella que, por las 
-azones que sean, no se ha querido ajustar a 
o estrictamente pactado. 

Aun cuando urge la democratización de lois 
4rganos gestores del Instituto Nacional de 
Previsión, no' ponemos en duda lats manifes- 
Lacionies del señor Ministro al decir que la 
mmpleja fórmula de distribución personal de 
la mejora cubrirá al finalizar el año 1978 la 
5fra de 114.000 millones de pesetas de au- 
mento global de estas pensiones, que signi- 
Fica el 30 por ciento fijado en los Pactos. Pe- 
ro estol cumple sólo; parte del Pacto; la otra 
parte se refiere ili que dichas mejaras han de 
efectuarse «con efectos a partir del 1 de ene- 
ro*), o dicho de otra forma estos 114.000 mi- 
llones de pesetas, esta 30 por ciento de au- 
mento ha de ser dividido en mensuailidades 
aplicables a partir de la primera mensualidad 
que se inicia en 1 de enero de 1978. 

En este sentido, nuestra moción solicita que 
el monto anual de las mejmas se divida por 
catorce mensuailidades de igual cuantía. Esta 
es la única interpretación lógica de 101 cante- 
nido en el Pacto. 

Dividir la mejora en dos plazos, aun cuan- 
do al final del ejercicio se haya cumplido con 
el presupuesto, no se habrá cumplido con el 
Pacto de la Moncloa. En este caso, el orden 
de los factores altera el resultado, no el frío 
y estático que refleja el presupuesto global 
de gastos, sino el real y decisivo de cada uno 
de los receptores de la mejora. 
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Y ello, en primer lugar, poque a nivel in- 
dividual, para compensar en el segundo tri- 
mestre la menor cuantía aplicada en el pri- 
mero, es necesario que el pensionista pueda 
percibir las catorce mensualidades. Si falle- 
ce antes de tenninar el año, no cobra lo que 
le ipertefiecfa en demcho, ya que no se ha in- 
cluido en las primeras mensualidades el ex- 
ceso o mayor aumento que se aplica a partir 
del 1 de julio. 

Alguien podría decir que el argumento está 
tomado por los pelos, pero sirve para justi- 
ficar n w t r o  aserto. Sin contar con que apro- 
ximadamente más de 250.000 pensionistas 
pueden encontrarse e t ad i s t i ca  en mano- 
en tal situaci6n. 

Segundo, porque a la pérdida que si&ifica 
el menor aumento aplicado en los seis pri- 
meros meses -aunque compensado, esto si, 
en los tilthos- hay que afiadir la desva- 
lorización del poder adquisitivo, que éste sí 
se p d u c e  ya a partir de 1 de enero, y ten- 
gan por seguro que el tendero no le va a fiar 
al pensionista lo que aumenten los precios en 
espera de la compensación que cobre durante 
el segundo semestre. 
Y, tercero, quienes por ingresos, beneficios 

.o salarios, perciben cantidades mensuales de 
40,50 6 100.000 pesetas, pueden admitir -no 
sin protestas- el escalonamiento de sus in- 
gresos anuales en dos o más veces. Pero, zc6- 
mo quieren ustedes que lo admitan unos pen- 
sionistas que han de organizar su vida con 
poco más de seis mil pesetas al mes, como 
les sucede, por ejemplo, a los acogidos al ré- 
gimen de Seguro de Vejez? A estos pensio- 
nistas, señores Diputados, no les hablen de 
que en juiio serán compensados del menor 
aumento de enero. En este caso, por ejemplo, 
en el supuesto de aplicar las mejoras a par- 
tir de 1 de epero, tal camo promete la mo- 
ción, cobrarían una pensidn mensual de 8.380 
pesetas, mientras que con el sistema apiica- 
‘do por el Ministerio, vulnerando el Pacto de 
Ja Moncloa, percibirán 7.700 pesetas durante 
seis meses y 8.900 en las ocho pagas restan- 
tes. El resultado Anal es el mismo, pero con 
las consecuencias negativas que he indicado 
anteriormente y, lo que es peor, con el con- 
vencimiento de que los interesados se sien- 
ten defraudados. 

A nuestro juicio, el fraccionamiento de la 

mejora en dos plazos no tiene ninguna justi- 
ficación, ni humana ni política; a lo sumo, 
una justificación de discutible orden técnico 
impuesta por los funcionarios. Pero, idesde 
cuándo la política ha de sujetarse a conve- 
niencias fácilmente subsanables con la apii- 
cación de otras técnicas? 

No pueden admitirse los p l an tden tos  
técnicos apartados por el señor Ministro a 
esta Cámara como justficativos del fraccio- 
namiento. Los ejemplos que hemos dado an- 
teriormente, referidos a los pensionistas del 
SOVI, son perfectamente aplicables a la to- 
tdidad de las pensiones sin que, técnicamen- 
te, exista nada que lo prohiba. 

A este respecto, para que se tenga en cuen- 
ta al aplicar los aumentos derivados de esta 
moción o los que puedan darse en el futuro, 
es inadmisible el sistema empleado para de- 
cretar las mejoras que son objeto de discu- 
sión. A los ancianos de nuestro pafs no se 
les puede ir con fórmulas aritméticas para 
exponerles unos aumentos de pensión. No se 
les puede decir, por ejemplo, que ((cuando el 
importe mepsual de la prestación no exceda 
de la cuantía comprendida en el primer tra- 
mo de los cuatro de cada grupo, se aplicará 
a tal importe el porcentaje correspondiente 
a dicho tramo y el resultado constituirá la 
revalorización». Y que «cu+ndo el importe 
mensual de la prestación sea superior a la 
cuantfa comprendida en el primer tramo, 
aquél se descompondrá en los importes par- 
cides que procedan de acuerdo con los tra- 
mos determinados en su respectiva tabla, in- 
cluido el primero; se aplicará a cada impor- 
te $parcial su correspondiente porcentaje y se 
totalizarán los resultaáos cuya suma cons- 
tituirá la revalorizacióm). 

Como pueden ver, todo esto esta muy cla- 
ro. Este camino conduce a la confusión y a 
la desconfianza. Hay que hacer las cosas pen- 
sando a quién van dirigidas. Empleen los téc- 
nicos las fórmulas aritméticas necesarias pa- 
ra llegar a resultados, pero, por favor, par lo 
menos de cara a los ancianos, limítense a pre- 
sentar las cuentas claras. Por esta propone- 
mos que la fórmula a seguir sea lo más pa- 
recida a ésta. 

Continúo ahora, también a vía de ejemplo, 
hablando sobre las pensiones de jubilación, de 
invalidez permanente o total, etc. 
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Los que ahora perciben hasta 9.000 pese- 
tas, 3.000 pesetas de aumento. De 9.001 a 
14.000, 3.500 pesetas de aumento, y así su- 
cesivamente. 

También - e l  anterior ejemplo sirve de 
pauta- es muy difícil comprender que el pá- 
rrafo del Pacto que dice: ««Y se distribuirá 
su cuantía...)), signifique que esta progresión 
de cuantía se refiere a los porcentajes de me- 
joras y no a su cuantía real. De ahí que sean 
miles y miles de ancianos que al comparar su 
mejora advierten que quien más pensión co- 
bra ha tenido un aumento de mayor cuantía. 

Es muy difícil, por no decir imposible, ha- 
cerles comprender a nuestros ancianos que 
el Pacto se refería a los porcentajes y no a 
la cuantía real del aumento, y es muy difí- 
cil explicarles por qué el Pacto de la RiToncloa 
no aclara suficientemente lo que se ha apli- 
cado en la realidad. 

Al informar a los ancianos mediante notas 
o declaraciones hay que medir y asegurar las 
palabras para que los hechos se ajusten lue- 
go a ellas, y, desde luego, los que informan 
han de saber lo que dicen. No es admisible, 
a vía de ejemplo, que el señor Rovira Tara- 
zona, en su intervención al discutirse la mo- 
ción presentada por el señor Camacho, diga 
lo siguiente: «Por otra parte, la interpreta- 
ción del Gobierno -se refería a la interpre- 
tación de los Pactos de la Moncloa- es más 
beneficiosa para, las pensionistas, que hace 
que esa mejora se realice en dos etapas: la 
primera, en un 17,57 por ciento y, la segunda, 
en un 19,87 por ciento. De esta manera, la 
mejora, desde el punto de vista de la masa 
global, son los 114.000 millones de pesetas. 
Sin embargo, se consigue una mejora de las 
pensiones en un 40,30 por ciento)). 

Totalmente inconcebible. Pero, en fin, si el 
Gobierno posee estas dotes de taumaturgo 
y consigue convertir un 30 por ciento global 
en un 40 por ciento efectivo, tanto mejor, se 
aclara el horizonte económico de España, pe- 
ro, por contra, se confunde cada vez más a 
la gente sencilla y a nuestros pensionistas, 
pues los periódicos, haciéndose eco de este 
milagro del pan y de los peces, difundieron 
por ahí que las mejoras de pensiones signi- 
ficaban el 40 por ciento y por este camino va- 
mos al descrédito del Parlamento y a la des- 
esperación de los pensionistas. Por todo ello 

pido a la Cámara el voto favorable a nuestra 
moción. 

El señor ROVIRA TARAZO'NA: Pido la 
palabra para alusión nominal. 

El señor PRESIDENTE: La tiene S .  S .  

~i señor ROVIRA TARAZONA: NO m i  
correspondía intervenir esta tarde en este de- 
bate; no sé ni siquiera cuál va a ser el resul- 
tado final, pero se me ha aludido y se me ha 
aludido en un efecto taumatúrgico. 

Parece que yo he podido convertir LUI 30 
por ciento en un 40,30. Esto sería un milagro 
muy importante para la economía española. 
Pues bien, voy a demostrarles a ustedes que 
lo que hizo el Gobierno fue Justamente esto 
y serán muy amables si creen que por ese 
motivo se puede arreglar la economía del 
país. 

En efecto, la subida de las pensiones se 
produce en dos etapas. Es muy conocido por 
todos ustedes, por lo reiterativo del tema, que 
la subida se hace en primero de enero en 
un 17,57 por ciento, si no recuerdo mal, y 
en una segunda etapa un 19,87. Este es un 
tema que el señor De Vicente, que ha estu- 
diado perfectamente la cuestión, lo ha re- 
conocido esta tarde. Esto produce, si uste- 
des hacen el cálculo, justamente el 40,30 por 
ciento. Luego, por consiguiente, no existe nin- 
guna duda. Esto quiere decir que las pensio- 
nes al 31 de diciembre de 1978, si las compa- 
ramos con las del 31 de diciembre de 1977, 
experimentan una subida del 40,30 por cien- 
to, lo ha repetido el señor De Vicente esta 
tarde. Por consiguiente, esto es algo induda- 
ble, porQue es producto de la aritmética. 

Quizá alguno piense que si se suma el 17,57 
más el 19,87 no da el 40,30 por ciento, pero el 
19,87 es acumulativo, es decir, es la pensión 
del 1 de enero, una vez experimentado el 
aumento del 17,57 por ciento. 

En efecto, se ha producido en los pensio- 
nistas una confusión con todos estos debates, 
pero no soy yo la persona que en estos mo- 
mentos deba intervenir en el debate; solamen- 
te voy a decir, con absoluta sinceridad, que 
no es el Gobierno el responsable de la con- 
fusión que se ha producido en esta materia, 
sino que ha sido como consecuencia de los 
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sucesivos debates 4 s t e  me parece que es el 
cuarto- que se van produciendo y ponque se 
insiste en que ese 30 por ciento es una fómu- 
la más ventajosa que la que representa para 
los pensionistas el que una pensión media 
suba en un 40,30 por ciento. 

Pues bien, insisto en que para mí la fórmu- 
la del Gobierno es más beneficiosa porque el 
31 de diciembre, si la pensión media fuera de 
10.000 pesetas, en lugar de ser 13.000 será 
de 14.300. Si esa pensión en el año 1979 no 
experimentara ninguna mejora, habría conso- 
lidado 1.300 pesetas de incremento más que 
con arreglo al sistema que se propugna esta 
tarde. Pero si el año que viene existe una 
nueva mejora de pensiones, cualquiera que 
sea el porcentaje que se aplique (esas 1.300 
pesetas de diferencia, que nada menos que es 
el 33 por ciento más del incremento que se 
está pidiendo esta tarde), esa mejora propor- 
cionalmente todavía experimentaría una su- 
bida más. 

Luego, por consiguiente, repito, la fórmu- 
la del Gobierno, vista desde el 1 de enero de 
1979, es mucho más beneficiosa que el resul- 
tado que se produce como consecuencia de la 
moción que hoy se propone. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
representante de Alianza Popular, don Licinio 
cie la Fuente. 

El señor DE LA FUENTE Y DE LA FUEN- 
TE: Señor Presidente, señoras y señores Dipu- 
tados, la preocupación por la mejora de las 
pensiones constituye uno de los puntos bási- 
cos del programa de política social de Alianza 
Popular; además, la preocupación personal 
por los pensionistas de quien en este momen- 
to ocupa la tribuna creo que ha constituido 
a lo largo de mi vida política una de las cons- 
tantes más claras de preocupación y de ac- 
tuaciones. 
E6 por ello lógico que en este doble con- 

cepto quiera, en primer término, apoyar cual- 
quier propuesta o decisión que venga a mejo- 
rar la situación de los pensionistas, bien me- 
diante un incremento de pensiones, bien co- 
mo en definitiva se me ahora en la moción, 
mediante el adelanto de la fecha de la entra- 
da en vigor de determinadas elevaciones de 
estas pensiones. 

Comoo muy bien se ha dicho aquí, tal vez 
los pensionistas son el sector de nuestra so- 
cikdaid más directamentei afectado poir los 
problemas de inflacibn, aquellos para quien 
más diffcilmente resulta compensar los cons- 
tantes incrementos de los precios. Y por ello, 
aquellos para las cuaks una promesa mtís o 
menos lejana de un incremento de pensiones 
más elevado no les resuelve su problema dia- 
rio e inmediato de la insuficiencia de medios 
para poder atender a las necesidades más pe- 
rentorias. 
Yo comprendo y agradezco el esfuerzo que 

el Gobierno ha hecho mediante el Decreto de 
Revalorización de Pensiones de enero del año 
pasado, y estoy seguro que el fraccionamien- 
to justamente ha ido encaminado a buscar 
que el incremento de pensiones en el porcen- 
taje final sea, efectivamente, mayor. Pero yo 
quiero sumarme a las consideraciones que se 
hagan al Gobierno para que tenga en cuenta 
la necesidad de que esos incrementos de pen- 
siones se produzcan cuanto antes, porque 
realmente los pensionistas las necesitan. Yo 
creo que si en algún punto hubiera que in- 
cumplir los Acuerdos de la Moncloa, e in- 
cumplirlos por exceso, sería aquí; aquí creo 
que hay una justificación social y moral para 
saltarse, si es preciso, en el adelanto de las 
fechas ese porcentaje del 30 por ciento que 
estaba fijado en los Acuerdos de la Moncloa, 
siempre que las posibilidades de la Seguridad 
Social lo permitan. Porque creo que estamos 
ante uno de los problemas sociales y huma- 
nos más importantes de nuestra sociedad; un 
problema que es, además, de solidaridad en- 
tre generaciones y un problema de pura y 
estricta justicia. 

Cuando yo planteo este problema suelo de- 
cir lo siguiente: A vews nos engañamos 
cuando valoramus la renta «p& capitan o el 
producto de un determinado país, en un de- 
terminado momento, creyendo que eso es fru- 
to de nuestro esfuerza actual. 

Tenemos que reconocer que para que el 
trabajo nuestro esté produciendo en estos 
momentos una renta global y una renta «per 
capitan determinada al país ha sido necesa- 
rio el esfuerzo enterrado de todos aquellos 
que trabajaron antes que nosotros, que pu- 
sieron en esa gran empresa que es la Patria 
el único capital que tenían, que es su tra- 
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bajo, y ése eis un capital que sigue producien- 
do dividendos, aunque ya no se esté prestan- 
do. Esos dividendos son, en definitiva, unas 
pensiones a que tienen derecho por estricta 
justicia, y sabiendo que lo que cuesten tene- 
mos que disminuirlo )de nuestro propio bien- 
estar, porque ese bienestar tenemos que re- 
partirlo con aquellos que realmente lo han 
hecho posible. 

Yo recuerdo que recién tomada posesión 
de mi Cartera como Ministro de Trabajo me 
sorprendió y me impresionó extraordinaria- 
mente el grabado en una revista extranjera, 
en el cual tres trabajadores de distinto tipo 
(manuales, intelectuales, etc.), cada uno con 
un cazamariposas corría alocadamente detrás 
de una mariposa que ponía: «Bienestar»; y 
en su carrera pasaban atropelladamente por 
encima de una pobre mujer caída en el suelo, 
en cuyo bolso ponía: «Viuda». Y, ciertamen- 
te, esto venía a decir que muchas veces nos- 
otros, empeñados en conseguir para nosotros 
mismos, los que ahora estamos en activo, ma- 
yores rentas, mayores salarios, mayores re- 
tribuciones, a veces tenemos el egoísmo de 
pasar por encima de aquellos que trabajaron 
antes que nosotros y que tienen derecho a 
tener en este sentido una participación ade- 
cuada en el progreso que con su trabajo se 
ha ido consiguiendo. 

Apoyo, por tanto, todo cuando se pueda ha- 
cer en este sentido, y además el deseo de 
que la moción se perfeccione precisamente 
con la mención de una preocupación especial, 
dentro de estos incrementos de pensiones, 
precisamente para las pensiones de viudedad , 
porque en mi experiencia personal sé que son 
las más bajas y las más necesitadas de me- 
jora. Y para las pensiones de gran invalidez, 
porque el gran inválido necesita permanente- 
mente a una persona que se esté preocupan- 
do de él para hacer posible su subsistencia. 

Otra de las matizaciones era el estableci- 
miento de un, plazo, que puede ser de un 
mes, a partir de la aprobación de esta moción 
para la regularización que pueda ser posible. 
Y la tercera. de las modificaciones que pro- 
poníamos en nuestra enmienda era que el Go- 
bierno acelere, incremente, la política de 
construcción de residencias y de clubs de 
pensionistas y, en general, de los servicios y 
atenciones sociales en favor de los jubilados 

del trabajo. Porque, en definitiva, los jubila- 
dos del trabajo y los pensionistas en generd 
no sólo tienen un problema de insuficiencia 
económica, sino, a veces, y más gravemen- 
te, un problema de soledad, un problema de 
insolidaridad social y, en muchos casos, fa- 
miliar. Y entiendo que estos programas de re- 
sidencias, de clubs y atenciones sociales pue- 
den contribuir, con la mejora de pensiones, 
a que estas pensonas, en la edad de la jubi- 
lación, sigan manteniendo la ilusión de vivir; 
sigan manteniendo la idea de que no son unas 
personas marginadas, sino que siguen sien- 
do no sólo partes integrantes y vivas de nws- 
tra sociedad, sino, tal vez, la parte más no- 
ble de ella, porque la han ennoblecido con lo 
que de más noble puede haber en la vida, que 
es su trabajo. 

Nada más. Muohas gracias. 

El señor PRESIDENTE: En la tramitación 
de estas dos mociones que hemos condensa- 
do a efectos de la defensa ante la Cámara, y 
siguiendo las nomas interpretativas dictadas 
por esta Presidencia, entendíamos que .se de- 
bía haber seguido el sistema precitado y que 
estaba explicado en 'estas normas interpreta- 
tivas. Pero creo que, después be t m a r  en 
consideración el hecho de que estas dos mo- 
ciones han sido presmtadas por dos Grupos 
Parlamentarios, a efectos de las intervendo- 
nes de aquellos Grupos Parlamentarios que 
no han tenido lugar en el debate, y de acuer- 
do con lo previsto en las normas interpreta- 
tivas, tienen la palabra aquellos representan- 
tes de los Grupos Parlamentarios que lo de- 
seen. 

¿Hay algún Grupo Parlamentario que desee 
intervenir? (Pausa.) 

Por el Partido Comunista tiene la palabra 
el señor Tamames. 

El señor TAMAMES GOMEZ: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, nues- 
tra intervención va a ser muy breve, simple- 
mente para apoyar la moción condensada 
presentada aquí, especialmente en lo que se 
refiere a la explicación de que, para que se 
cumplan los Pactos de la Moncloa, como ha 
dicho el señor Perera -y siento haberme per- 
dido una parte de la exposición de don Ci- 
riaco de Vicente- hay que dividir la masa 
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de pensiones entre catorce, y aplicar a cada 
mes una fracción equivalente a un catorcea- 
vo, excepto a los meses de julio y diciembre, 
donde serían dos catorceavos. Porque ésta es 
la única forma de distribuir la masa, de ma- 
nera que se cumpla siempre una situación li- 
neal, excepto en los dos meses a que me he 
referido, que representa, por tanto, un aumen- 
to del 30 por ciento sobre el año anterior en 
cada caso, mes a mes, que es lo que se &re- 
cia en espíritu en el Pacto de la Moncloa. 

En este sentido, disiento por completo de 
las observaciones h d a s  por algunos de los 
que me han precedido en el uso de la pala- 
bra en esta tribuna, cuando dicen que se ha 
llegado a un aumento de pensiones del 40 por 
ciento. @or qué? Porque ha habido UIE esca- 
lonamiento, y en el primer escalón la distri- 
bución .es de un aumento del 17,57 por cien- 
to .lineal a lo largo de los doce meses, pero a 
partir del primero de julio sube el escalón con 
un 19,89 por ciento, que acumulado sobre esa 
base de 117,57 por ciento -es decir, el 100 
por ciento del año 1977, más los 17,57 del pri- 
mer semestre-, se sitúa efectivamente en 
140,95, es decir, un aumento de 40,95. 

Pero lo que aquí no se ha dicho es que es 
un aumento solamente para el segundo s e  
mestre, porque para todo el año es un aumen- 
to del 30 por ciento, naturalmente, con la des- 
ventaja que ha destacado el señor Perera, y 
que me alegra muoho haber oído, porque ya 
era hora de que se dijera en esta Cámara, 
de que la inflación hace que las pesetas que 
se. paguen en el segundo semestre, y que se 
tenían que haber pagado en el primero, son 
pesetas depreciada. Y, según cálculos que hi- 
ce yo hace unas semanas, cuando este asun- 
to se empezó a plantear aquí, los pensionis- 
tas vienen a perder alrededor de 3.000 millo- 
nes de pesetas, como consecuencia de la de- 
preciación de la peseta, si se cumplen las pre- 
visiolles de aumento establecidas en el Pac- 
to de la Moncloa, lo cual es ulld disminución 
importante en el poder adquisitivo, aparte de 
las otras razones aquí aludidas. 

Por eso quiero hacer la observación de que 
cuando la Unión de Centro Democrático el 
otro día votó nuestra moción en este miamo 
sentido, en realidad parecía como si hubiera 
un consenso -y perdbn por repetir otra vez 
la palabra-, y no lo había, porque nosotros 

sosteníamos la necesidad de aumentar el 30 
por ciento desde el primero de enero, y lo 
que votó UCD era aumentar la masa en un 
30 por ciento a lo largo de todo el año, pero 
con el esdonamiento que induce a todas esas 
situaciones de incertidumbre en la gente que 
piensa que se ha airmesihdo un 40 por cien- 
to, cuando ese 40 por ciento, repito, es sola- 
mente para el segundo semestre, y, por tan- 
to, es un 30 por ciento para todo el año 1978, 
con las aspectos negativos que % han sub- 
rayado antes. 
Nada más, muchas gracias. Unicamente de- 

cir que nuestro Grupo apoyará esta moción 
co-ada. 

El señor PRESiDENTE Tiene la palabra 
el M o r  Miniistra de Sanid4 y Seguridad So- 
cial. 

El señor MMiSTRO DE SANIDAD Y SE- 
GURiDAD SOCIAL (Sánchez de León Pé- 
rez): Creo que todos ustedes me agradece- 
rán si les evito el presumible chaparrón de 
cifras que sería consecuencia lógica de la dis- 
tinta interpretación cuantitativa de una dis- 
posición evidentemente compleja como supo- 
ne cualquier revalorización de pensiones en 
nuestro sistema de la Seguridad Social. 
Esta moción es consecuencia de una inter- 

pelación ante la cual los Grupos interpelan- 
tes entienden que la contestación del Gobier- 
no no es satisfaotoria, pero yo creo que esta 
tarde, o más bien esta noche, puede ser una 
noche positiva para esclarecer dehitivamen- 
te este tema, porque me da la impresión de 
que en la intervencidn del representante del 
Grupo Parlamentario Socialistas se ha afinado 
extraordinariamente en los conceptos y, evi- 
dentemente, se trata de afirmar que aquí no 
existe un incumplimiento del Pacto, ni mu- 
cho menos, sino que se trata de formular cri- 
terios interpaieitaitivos según la óptica de cada 
d. Evidentemente, ése es el tema, porque 
si el señor De Vicente dice que para el pri- 
mer semestre las pemiones son obviamente 
inferiores, yo @ría decir que para el segun- 
do semestre son obviamente superiores, y así 
nos penderiamos .en la interpretación de qué 
es lo que entre todos queremos. 

Lo que si es evidente es que, en un siste- 
ma complejo -y yo soy el primero en re- 
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conocerlo y lo reitero públicamente- como 
el sistema de la Seguridad Social, las situa- 
ciones personales, individuales, no pueden 
cohonestarse con una interpretación genérica 
de la norma, que tiene que ser complicada, y 
así lo es en todo sistema de revalorización 
de pensiones. 

Lo que es cierto es que entiendo que hay 
actitudes personales que, por mucho que se 
expliquen', no las entenderán jamás, y otros 
que entienden desde el principio de qué se 
trata y pretenden interpretarlo de otra ma- 
nera., Por tanto, yo rechazo de plano las afir- 
maciones o los perfiles y exageraciones ver- 
bales de alguna intervención anterior y re- 
chazo de plano y con toda energía las pala- 
bras «engañados», «vulnerando» y, hasta si 
se quiere, cierto menosprecio pi- lols plantea- 
mientos técnicos que, se entiendan o no se 
entiendan, son imprescindibles para que ten- 
gan garantía. 

Los planteamientos técnicos son difíciles, 
efectivamente, y por ello personas tan ex- 
pertas en macroeconomía y en microecono- 
mía, coma algunas qula me han precedido en 
el uso de la palabra, entienden que la masa 
tiene que dividirse entre catorce; y eso es im- 
posible técnicamente, a no ser que cambie- 
mos la legislación, porque una parte muy im- 
portante de lols pensionistas -casi  la mi- 
tad- no pueden ver divididas sus pensiones 
por catorce, porque no tienen pagas extra- 
ordinarias, sino por doce; y, si no se conoce 
este detalle, es imposible hacer las cuentas. 

Pero hay también otra cosa y es que hay 
veces que los planteamientos técnicos y cien- 
tíficos también se desvirtúan y se deslizan a 
los planteamientos puramente políticos. Por 
ejemplo, es extraño que cierta capacidad in- 
telectual que acaba de dirigirnos la expre- 
sión hable de pretensión de incremento li- 
neal, cuando yo sé y todos sabemos que los 
pensionistas rechazan de plano, en todo ca- 
so y en toda manifestación, un incremento 
lineal de pensiones. 

Lo que evidentemente hay que hacer es de- 
cir de qué manera resolvemos el problema 
planteado y yo creo que si analizase mi pre- 
sencia aquí y las motivaciones psicológicas 
de mi presencia aquí diría que entre todos 
tenemos que conseguir esta tarde, de una vez 
para siempre, dos cosas: una, eliminar cual- 

quier duda en los pensionistas, porque da la 
impresión -se ve en el comentario 0 en la 
lógica exposición de los puntos de vista de 
cada cual- que puede haber dudas respecto 
a que los pensionistas perciben menos can- 
tidades de las previsstas o que, de alguna for- 
ma, se les está distrayendo alguna cantidad, 
en términos absolutos, que deberían perci- 
bir; y eso es absolutamente incierto, como 
también se ha dicho aquí esta tarde. 

No hay la mínima posibilidad de confu- 
sión en términos cuantitativos: 114.000 millo- 
nes de pesetas es la diferencia en un 30 por 
ciento entre 381.000 millones de pesetas que 
aproximadamente se han pagado durante 
1977, según las cuentas y balances de la Se- 
guridad Social y los 495.000 millones de pe- 
setas que el presupuesto de la Seguridad So- 
cial destina a estos menesteres para 1978. Es- 
to es así y tenernos que decirlo entre todos, 
porque, si no, el ámbito más sensible de nues- 
tra población, que es el de los pensionistas, 
pueden llevar a su ánimo la condusión de que 
alguien (el Gobierno, la oposici6n, la malé- 
fica intención de unos políticos desalmados), 
Iieg está hurtando ailgo a lo que tienen de- 
recho y eso no tenemos ningún derecho nos- 
otros a que se piense por los penGionistas, 
porque no es así de ninguna manera. 

La otra motivación es que todos tenemos 
que ir (y en eso está la línea de mi intemn- 
ción) a buscar las fórmulas técnicas de enten- 
dimiento, porque en las cifras absolutas y en 
la filosofía del tema tenemos que estar ab- 
solutamente de acuerdo, a poco que una con- 
sideración técnica del problema nos lo proi 
picie. 

Y o  diría entonces que el Gobierno, desde 
su interpretación, ha cumplido escrupulosa- 
mente el Pacto de la Moncloa y que ha in- 
tentado traducir los criterios de progresivi- 
dad que ese Pacto le impera en un triple sen- 
tido: igualando los mínimos, ponderando los 
sistemas y tratando de que las pensiones mal 
yores crezcan menos que las inferiores. Estos 
son los tres puntos técnicos que lógicamente 
se han tratado de plasmar en el decr&o. 

¿Qué es lo que se discute entonces? En- 
tonces se discute claramente el problema de 
los efectos porcentuales de las dos etapas. 
Y ¿qué ha ocurrido con las dos etapas? Sim- 
plemente, que se trata de dar respuesta por 
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este sistema técnicas a todos los condiciona- 
mientos que, de una u otra forma, vienen in- 
terfhjendo este decreto y Orden Ministerial, 
efectivamente nada sencillos de plasmar. 
Es evidente que aquí hay una doble inter- 

pretación que voy a intentar plasmar muy 
sencilla y escuetamente. 

Lo que nosotros hemos intentado desde las 
disposiciones que estamos considerando es 
que el pensionista, tratado en términos abso- 
lutos, con la más completa escrupulosidad, 
esté en la mejor disposición, durante el segun- 
do semestre de 1978, de abordar de una vez 
para siempre su nivel mfnimo de percepcio- 
nes. Y todas, absolutamente todas, las cifras 
que se han dado aquí, por lo menos las que 
se han dado desde mi ámbito profesional, po- 
lítico en estos instantes, son absolutamente 
ciertas y exactas. 
Así, pues, ilo único que podemos hacer, evi- 

dentemente, es cambiar dos factores a tener 
en cuenta, uno reiteradamente señalado aquí, 
y que yo positivamente cteo que debe ser te- 
nido en cuenta, que es que, efectivamente, 
durante el primer semestre de 1978, la capa- 
cidad adquisitiva del salario o de las retribu- 
ciones del pensionista pueda verse mermada 
por el proceso galopante de la inflación, o 
bien puede entenderse que la otra faceta, la 
de salida, pueda ser la más importante, en 
cuyo caso nosotros nos hemos situado al 31 
de diciembre de 1978 en una plataforma ex- 
traordinariamente ventajosa para las revalo- 
rizaciones posteriores. 
¿Qué se puede hacer? Naturalmente, bus- 

car fónnulas técnicas de entendimiento, que 
es una de las dos grandes motivaciones que 
yo me siento propicio a que examinemos en 
estos momentos. 

Han pasado ya tres meses y medio desde 
el 1 de enero de 1977; quiere decirse que los 
pensionistas, desde esa fecha, están cobran- 
do sus correspondientes cantidades. Existe, 
por una parte, una evidente complejidad ad- 
ministrativa en los supuestos de revaloriza- 
ción de pensiones, lo cual impide que de la 
noche a la mañana podamos revisar los com- 
piejols sistemas que les constriñen. Todavía 
en abril, la Seguridad Social, con su sistema 
de recaudación, no puede avefiguar cuál es 
la tendencia de las cotizaciones, y hasta qué 
manera y de qué forma ese 18 por ciento de 

tpromedio se p u d e  estar realizando en 1978, 
primer semestre, porque, evidentemente, es 
un dato claro, que todos hemos percibido, que 
los convenios colectivos y los pactos entre 
empreisas y trabajador% no t d o s  tienem su 
vigencia a partir de 1 de enero, y, par tanto, 
la masa salarial sobre la cual va a regir la co- 
tización no está todavía lo suficientemente 
clara, y, por tanto, no puede producirse nin- 
guna alegría en su administración. 
Se están, sin embargo, produciendo, anti- 

cipdndooe, las subvenciones del Estado, por- 
que esa clara falta de liquidez de la Segu- 
ridad Social, a la que en anteriores ocasio- 
nes me he referido desde esta tribuna, es uno 
de los factores condidonantes del realismo 
de la medida. 

No puede hacerse, señoras y señores Dipu- 
tados, a mi modo de ver, otra coca que una 
reflexión, y yo, en el orden de aceptar esa 
inquietud que, efectivamente, late, para que 
la depreciación monetaria del pensionista no 
se realice, creo que podemos de alguna ma- 
nera adelantar esa fecha de l de julio hasta 
donde sea posible. 

En ese orden de cosas creo que corremos 
algún riesgo. Ustedes supondrán que Ssgo 
pensando, a tftulo personal, y mi partido tam- 
bién, que nuestra fórmula era la mejor, la más 
positiva, la que produciendo un quebranto mí- 
n h o  en a l  primer semestre «plat.aformctba» las 
coordenadas de las pensiones hacia una me- 
jor revalorización, porque, evidentemente, 
conforme más adelantemos las pensiones, los 
mínimas serán menores, la dmtribución, 16- 
gicamente, será menos ponderada y el aleja- 
miento del salario mínimo interprofeshal 
más acusado. #Paro, probalbdemente, esto, en 
término6 puramente matemáticos, solamente 
sea una apreciación, y probablemente, a par- 
tir de una mensualidad o de algunas mensua- 
lidades antes del l de julio, podamos corre- 
gir algunas deficiencias con la falta de depre- 
ciación del saiario durante el primer semes- 
tre de 1978. 

Que conste que nosotros seguimos pensan- 
do, y yo a título personal, que nuestra fórmu- 
la, nuestra intmpretación de la fósmula era 
la mejor, igual que ¡los demtis G r u p a  Parla- 
mentarios están absolutamente legitimados 
para entender que la suya era la mejor. En 
ese orden de cosas, creo efectivamente, y mi 
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partido en nombre del Gobierno, que se pue- 
de hacer un intento de adelantamiento de esa 
fecha dentro de unas coordenadas realistas. 

Y ,  en ese sentido, Unión de Centro Demo- 
arático había, de alguna manera, presionado 
y ofrecido una fórmula de adelantamiento de 
esa fecha. 

Y o  quisiera decir muy pocas cosas respecto 
a la intervención del Diputado representante 
de Alianza Pwular porque sé, positivamente, 
que él puede conocer por propia experiencia 
las grandes dificultades del tema y es cons- 
ciente de la dificultad de acertar plenamente 
desde todos los factores de integración que 
queremos introducir en una revalorización de 
pensiones. 

Evidentemente, la viudedad y la gran inva- 
lidez son dos conceptos atendibles en virtud 
del sujeto pasivo a quien van destinadas las 
prestaciones. Yo diría, señor De la Fuente, 
que la viudedad, independientemente de los 
términos absolutos en que tenemos que com- 
parar todas las pensiones, está por encima 
un poco de la Recomendación Internacional 
de nuestro todavía no suscrito Convenio 102 
da la OIT, pero que, a partir de 1972, proiuce 
una diferenciación que no está en la legali- 
dad de las prestaciones de la Seguridad So- 
cial, pero sí en la revalorización de pensio- 
nes, en virtud de la cual ya se hizo un intento 
para que las viudas de más de sesenta y cin- 
co años de edad se alejasen por encima de 
ese límite del 45 por ciento que nos viene 
dado por la legislaci6n. Y los grandes invá- 
lidos en términos relativos (evidentemente, 
tampoco @emos plantearlo con singularidad 
en términos absolutos) con respecto de los 
otros colectivos su prestación sería la mis- 
ma, ~h de1 50 por ciento sobre la bsse 
reguladora. La lógica es evidente, pero es 
cierto también que son dos colectivos que 
merecen la atencibn de la sensibilidad de 
cualquier política social que se precie de ello. 

En cuanto a clubs y residencias y la aten- 
ción a la tercera edad, tengo aquí unos da- 
tos, pero simplemente quiero señalar a la Cá- 
mara que la pretensión de la construcción de 
clubs y de residencias para la tercera edad 
en estos momentos no solamente no sufre 
ningún declive, S ~ Q  que está en ritmo pro- 
gresivo. Y ese plan gerontológico de asisten- 
cia al a n c h o ,  que ha sido la ilusión de tan- 

tas personas, puede tener ciertos visos de 
realidad durante 1979, porque los porcenta- 
jes de incremento de plazas de residencias y 
dubs durante 1978 son muy elevados con4 res- 
pecto a 1977 y confiamos que durante el año 
que viene también lo sea. 

Otro tema, señor De la Fuente, es el ori- 
gen de esos fondos sobre los que, probable- 
mente, tengamos que tener una considera- 
ción más estatal de los mismos para descar- 
gar a la Seguridad Social de aquellas presta- 
ciones que le son propias y regladas y no 
aquellas que le son complementarias, que pro- 
bablemente dependan más de un deber del 
Estado que de un cómputo actuarial de las 
obligaciones de la Seguridad Social. 

En este orden de cosas, señoras y señores 
Diputados, creo que serviremos grandemente 
a la tranquilidad de nuestros pensionistas si, 
bajo los supuestos de conformidad en que to- 
dos nos movemos, siendo las cifras absolutas 
ampliamente constatables y aceptadas por la 
mayoría de los que estamos en esta Cámara, 
buscamos una fórmula de entehdimiento. 

Por todo ello, el Partido de Uni6n de Cen- 
tro Democrático, y yo en mi propio nombre 
y en nombre del Gobierno, creo que esta- 
mos totalmente en disposición de aceptar la 
fórmula que los Grupos presentadores de la 
moción, junto con Alianza Popular, nos se- 
ñalen y, si es posible una aceptación téc- 
nica del tema bajo los supuestos de realismo 
en que nos tenemos que mover, cambiaremos 
la plataforma de salida por una mayor poten- 
ciación de la capacidad adquisitiva de nues- 
tros pensionistas, si ésa es la fórmula que 
nos acercase a unos y a otros y que podría 
posibilitar un mejor entendimiento y una me- 
jor aceptación del sistema. Muchas gracias. 

El señor PRE#SIDENTE: Tiene la pa,labra 
el señor De Vicente. 

El señor DE VICENTE MARTIN: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, creo 
que, llegado el debate al momento en que es- 
tá, se hace preciso eliminar ante todo las 
dudas; debe quedar totalmente claro que los 
socialistas no hemos practicado en ningún 
momento la demagogia. No somos nosotros 
quienes han creado, evidentemente, este pro- 
blema que, matemáticamente, es correcto en 
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la formulación que el Diputado preopinante 
ha dicho. 
Sí quiero señalar que nos encontramos an- 

te una cuestibn interpretativa, no ante una 
distracción de fondos, ni ante allguna capaci- 
dad mágica, ni de la UCD ni del Grupo So- 
cialistas o, en su caso, de la Minoría Cata- 
lana, cuya enmienda coincide con la nues- 
tra, para aumentar la masa de pensiones. Ya 
es hora de poner término a la confusión, y 
nosotros desde el primer momento intenta- 
mos que se pusiera término a ella a través del 
cumplimiento directo de los Acuerdos de la 
Moncloa, que es la fórmula que, mediante la 
ddinición de ese área de consenso, inventa- 
mos un poco entre todos el pasado otoño. Pe- 
ro si se ha dicho aquf que es bueno que no 
se cree confusión, parece asimismo bueno que 
nadie se suba al1 vagón del voto en el último 
minuto. La proposición de adelantamiento de 
la feuha del 1 de julio, que es una proposi- 
ción que, justo hay que reconocerlo, corres- 
ponde a la iniciativa de dos Grupo6 Parlamen- 
tarios, al que yo pertenezco, el Grupo Parla- 
mentario Socialistas y el Grupo Parlamenta- 
rio de la Mmría Catalana. 

El Diputado que suscribe entiende, dicho 
sea con la mayor cordialidad, que Unión de 
Centro Demmrático no ha presionado para 
adelantar la fecha, que el adelantamiento de 
la fecha, en la medida en que se suscita su 
posibilidad, es el resultado de la estrategia 
parlamentaria y de las eventualidades de una 
votación. Dicho esto, quiero señalar que por 
nuestra parte, y en relación con las enmien- 
das del Grupo Parlamentario de Alianza Po- 
pular, estamos totalmente de acuerdo con la 
enmienda de adición consistente en incorpe 
rar al apartado primero de nuestra moci6n la 
referencia a las pensiones de viudedad y de 
gran invalidez. Obviamente estamos de 
acuerdo con la hclusión de la enmienda de 
sirstituci6n del apartado segundo, relativa al 
plazo de remodelación del proceso que pos- 
tulamos, por cuanto el t impo transcurrido 
desde que la interpelación se formuló en el 
pasado mes de febrero lo hacía inevitable, 
y de no haberlo hecho el Grupo Parlamen- 
tario que lo ha hecho, lo tendría que haber 
realizado el Grupo Parlamentario al que yo 
pertenezco. 

Asimismo estamos de acuerdo en relación 

con la emnlenda de Alianza Popular con la 
inclusión de la referencia a los hogares y re- 
sidencias de pensionistas, aunque hago la ob- 
servación, por si fuera de estimación para el 
Grupo Parlamentario proponente, que nos- 
&as pr8feuüríamloS que se hiciera referencia 
a los jubilados y a las personas de la tercera 
edad, por cuanto entendemos que la Bnancia- 
ción de estas actividades, que no son presta- 
ciones monetarias, sino prestaciones en es- 
pecie que realiza un servicio social de la Se- 
guridad Social, deben ser algo que se des- 
cargue de la Seguridad Wi y que se inte- 
gre en su kanciación en los Resupuestos 
Generales del Estado; valga la modificación 
si se entiende, parece que sí, por el Grupo 
de Alianza Papular. 

El señor Ministro creo que ha cumplido 
esta noche dando a la Cámara un dato al que 
hasta ahora no se había hecho refmncia. 
A mí me parece importante señalar y consta- 
tar que se ha hecho referencia, de una par- 
te, a esos problemas de ajuste de tesorería 
que suponen un afio económicamente difícil, 
con los problema6 de paro en cuanto genera- 
dor de $ktaciones y en cuanto inhibidor de 
cotizaciones, y a la previsible llegada de ma- 
yores cotizaciones, como consecuencia de la 
entrada en vigor de los convenios, que da lu- 
gar al desfase de las cotizaciones. Me pa- 
rece que es un dato importante y positivo que 
esta Cámara torne canocimiento de esta si- 
tuación, porque entiendo que la Cámara de- 
bería tener conocimiento regular de la situa- 
ción financiera y de tesorería de la Seguridad 
Social, y me parece tambien técnicamente ad- 
misible la referencia al tiempo que la reaco- 
modación de los valores de las pensiones lle- 
varía, unido a lo que supone el inevitable re- 
traso que, como consecuencia del trabajo de 
esta Cámara, ha exMmentado la formula- 
ción de esta moción, que fue presentada a 
la consideración de SS. SS. como interpela- 
ción hace más de un mes. Por eso mi Gmpo 
Parlamentario, el Diputado proponente de la 
mocióni, contando en tal sentido previamente 
con la conformidad ya expresada del Grupo 
Parlamentario de Minoría Catalana, y tras 
aceptar )las enmiendas de Alianza Popular 
propone una nueva redacción parcial, a la que 
seguidamente daré leotura, que respeta los 
principios que inspiran la filosofía de la me- 
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cidn del Grupo parlamentario de la Minoría 
Catalana y del Grupo Pwlamentario Sociailis- 
tas, que es traer lo más posible hacia el prime- 
no & año la resnodelación & las cifras, y en 
todo caso intentar garantizar unos mínimas, 
unas pensiones mínimas de la cuantía máxi- 
ma dentro de las posibiiidades financieras de 
la Seguridad Social. 

El señor P R E S I D E m  ¿S. entiende en- 
tonces que esta moción a que va a dar lectu- 
ra es mociún propuesta conjuntamente por 
los dos Grupos Parlamentarios? 

El señor DE VICENTE MARTIN: Sí, se- 
ñor Presidente. Es una moción que prupone- 
mos el Grupo Parlamentario Socialistas con- 
juntamente con la Minoría Catalana, que se 
unen, puesto que coincidían en origen, acep- 
tando la sugerencia de Alianza Popular. 

El señor PRESIDENTE Que es la moción 
que se someterá a votaoión. 

Eil señor DE VICENTE MARTIN: Así es, 
seifím Wskiente. Cun su venia, voy pro- 
ceder, para ahorrar tiempo a SS. SS., a la lec- 
tura del texto tal cual queda en vez de pro- 
ceder a la exposición de la motivación. El 
texto literal 8s el siguiente: 

<cEl incremento del 30 por ciento de la ma- 
sa global de pensiones del sbtema de la Se- 
guridad Social surtid efecto de acuerdo con 
las siguientes regias: 

»Primera. El incremento global de la ma- 
sa de pensiones se  distribuirá de acuerdo con 
criterios de progresividad entre las distintas 
pensiones, de forma tal que se asegure una 
revalorización o mejora que, siendo superior 
para las pensiones inferiores, tienda además 
a la unificación de los mínimos aplicables a 
las distintas pensiones. Especial considera- 
cibn se prestará a las pensiones de viudedad 
y a las de gran invalidez. 

»Segunda. Las revalorizaciones o mejo- 
ras que se apliquen de acuerdo con la regla 
anterior se devengarán por los #pensionistas 
en su integridad con efectos & 1 de mayo 
de 1978, distribuyéndose la paFte de la masa 
global de pensi6n no lpercibida en los cuatro 
primeros meses del año umforme a la lega- 
lidad vigente para cada colectivo, procuran- 

do que los mínimos aplicables a partir del 1 
de mayo se aproximen al máximo a las cuan- 
tías previstas 'para las mínimos, con efectos 
de 1 de julio de 1978, en el Decreto 85J1978, 
de 24 de enero, y en la Orden Ministerial de 
24 de enero, en función de las posibilidades 
financieras de la Seguridad Social. No se po- 
drá fraccionar el incremento total que cmes-  
ponda a cada pensión individual entre el 1 de 
mayo y el 31 de dioiembre en incrementos 
parciales de diferente cuantía en función de 
'diversos períodos de aplicación. 

(Tercera. En el plazo de un mes el Go- 
bierno procederá a ajustar, con efectos de l 
de mayo de 1978, la revalúrizaciún o mejora 
de la0 pensiones del sistema de la Seguridad 
Social, establecida en el Decreto 85/1978, de 
24 de enero, y en la Orden del Ministerio de 
Sanidad y Seguridad Social de la misma fe- 
cha, a los criterios señalados en las reglas 
primera y segunda. A tales efectos, por el 
Gobierno y por el Ministerio de Sanidad y 
Seguridad Social, en las esferas de sus res- 
pectivas competencias, se dictarán, en el pla- 
zo citado en la regla anterior, las normas re- 
glamentarias que proceda. 

»Cuarta. El Gobierno intensificará, dentro 
de las posibilidades financieras, las accion- 
encaminadas a crear residencias y clubs de 
ancianos, y, en generad, a la protección de la 
tercera edad.» 

Este es el texto, señoras y señores Dipu- 
tados, de la moción que sometemos conjun- 
tamente con la Minoría Catalana a su consi- 
deración y que nosotros estimamos puede po- 
ner término a una confusión, señalando que 
en este caso la mejor aportación que se pue- 
de hacer desde esta tribuna en defensa de 
la mocibn no es señalar a los culpables de la 
confusión, sino intentar resolverla. 

El s&or PRESIDENTE: Entonces, se so- 
mete a votación el texto de la moción a que 
acaba de dar lectura el señor De Vicente. Co- 
mienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, fue aprobada la mo- 
ción p r  263 votos a favor, uno en contra y 
dos abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: A continuación pa- 
s m o s  al debate de dos proposiciones no de ley 
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que están en el oden del día. La primera de 
ellas formulada por el Grupo Parlamentario 
de Unión de Centro Democrático sobre aus- 
teridad en Radiotelevisión Española, sobre la 
que exisite una enmienda de adhesión formu- 
lada por el Grupo Parlamentario Socialistas 
del Congreso. El debate se desarrollará de 
acuerdo con el artículo 141 del Reglamento 
en relación con el 98. Procede, por consi- 
guiente, en primer lugar la discusión sobre 
las líneas generales de la proposición para lo 
que habrá, en principio, si se quiere utilizar, 
dos turnos a favor y dos turnos en contra. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Perdón, se- 
ñor Presidente, se había previsto sesión4 noc- 
turna y un orador nuestro no está presente 
en este momento, ya que contábamos con 
una interrupción. 

El señor PRESIDENTE: Si les parece a 
SS. SS. se suspende la sesión durante m d a  
hara. 

Se reanuda 4 csesión. 

PROPOSICIONES NO DE LEY 
AUSTERIDAD EN RADIOTELEVISION 

ECPAROLA 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo con 
el orden del día, corresponde el debate de dos 
proposiciones no de ley, la primera de ellas, 
presentad% por el Grupo Parlamentario de 
Unión de Centro Democrático, sobre auste- 
ridad en Radiotelevisión Española. 

El debate se'desamullará, como antes hle 
indicado, de acuerdo con lo previsto en el 
artfcdo 141 del Reglamento en relación con 
el 98. FVacede, por consiguiente, la discusión 
sobre las h e a s  generales de la proposición, 
para la que habrá, si se quieren utilaizar, dos 
turnos a favor y dos en contra. 

Tiene la palabra el representante del Gru- 
po Parlamentario proponente para consumir 
un turno a favor. 

El señor CLAñ GARAU: Señoras y seño- 
res Diputados, yo creo que en ningún caso 
resulta agradable defender una proposición 

no de ley que tenga por objeto imponer una 
política de austeridad en cualquiera de los 
campos de la actividad económica del país. 
Quizá resulta menos agradable esta política 
de austeridad cuando este sector o este me- 
dio es Radiotelevisión Española. 

Efectivamente, si queremos buscar entre 
todas las actividadles concretas económicas 
del Estado, nos resultaría muy difíoil encon- 
trar alguna que afectase de una manera más 
general a la inmensa mayoría de los ciudad+ 
nos, desde la infancia hasta las personas de 
mayor edad. 

Por tanto, la conclusión o consecuencia es 
que una proposición no de ley de esta cate- 
gorfa padece, cuando menos, de impopulari- 
dad. No  obstante, estos son los gajes de la 
vida política y tenemos que afrontar nuestra 
responsabilidad. 

Además, resulta atractivo, quizá, el defen- 
der esta proposición no de ley desde el heoho 
de ser miembro y Presidente de la Comisión 
de Cultura de estas Cámaras. 

Se ha repetido múltiples veces desde esta 
tribuna que estamos en un momento de ,pan- 
sición de un régimen no democrático acuna 
si'tuacibn democrática y que es preciso con- 
solidar la democracia. Yo creo que, cualquie- 
ra que sea la ideología o el credo que se 
defienda por todos los Grupos Parlamenta- 
rios, podemos afirmar que una de las bases, 
posiblemtente la más sólida, de la democracia 
radica en la cultura. Pero no debemos tomar 
la cultura en un sentido puramente objetivo, 
quizá de acervo cultural, sino en un sentido 
vital existencid y dinámico. Podrfamos deñ- 
nir la cultura diciendo que es el miejoramien- 
to de aquellas facultades del individuo tan- 
to físicas como morales, intelectuales, espi- 
rituales, etc. Podemos concluir diciendo que 
la cultura hace al individuo más libre, más 
justo y más solidario. Es decir, que el iadi- 
viduo perfecciona su propia humanidad en 
una doble vertiente: en la individual y, ade- 
más, en la colectiva de convivencia con los 
demás. 

Pero es que, además, hay otra cosa: desde 
el punto de vista de la difusión cultural nos 
encontramos con que hay otras manifesta- 
ciones culturales, como pueden ser archivos, 
bibliotecas, museos, música, quizá el teatro 
en su vertiente de teatro experimental, el ci- 
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ne, como pueden ser los casos de cine-fórum, 
cine-club, etc., que tienen una red de distri- 
bución o un equipamiento que hace que no 
puedan llegar a la mayoría de los españo- 
les. Sin embargo, en el tema de Radiotelevi- 
sión Española nos encontramos con que, den- 
tro de su imperfección, existe efectivamente 
este equipamiento, esta red de distribución, 
que hace que los programas, tanto de radio 
como de televisión, puedan ser alcanzados 
prácticamente por la casi totalidad del terri- 
torio nacional. 

Creo que, ,ante estas consideraciones que 
he hecho, son lógicas las cautelas y que de- 
bemos enfocar con escrupulosidad las dos 
materias objeto de esta proposición no de ley. 
Una de ellas es la justificación de una pollíti- 
ca de austeridad. Después de las intervencio- 
nes de los representantes de cada uno de los 
Grupos Parlamentarios en alguno de los Ple- 
nos inmediatamlente anteriores, considero que 
no es necesario en materia económica repe- 
tir todos los argumentos que se dieron desde 
aquí para justificar una política de austeridad 
en el gasto público. Efectivamente, Radiote- 
levisión Española no es más que una mani- 
festación de ese campo del sector del gasto 
público al que debe afectar esta austeridad. 
En realidad, esta proposición no de ley na- 
ció en el momento en que se estaba hacien- 
do la liquidación del presupuesto de dicha en- 
tidad de 1977, durante los primeros meses del 
año 1978, y, entonces, se confirmó aún más 
esta necesidad de la política de austeridad en 
materia de Radiotelevisión. Pero más que la 
legitimación de esta política de austeridad, 
que se justifica por sí misma, de acuerdo con 
lo antes dicho, es más importante observar 
desde un doble punto de vista la aplicación o 
la puesta en práctica de la misma. 

Dentro de esta política de austeridad, po- 
demos distinguir, de una forma quizá un tan- 
to gráfica, dos partes, es decir, esta política 
se compone de dos conceptos: por un lado, 
gastar menos y, por otro, intentar gastar me- 
jor. Podríamos decir que la primera es una 
política de austeridad de tipo presupuestaria 
y la segunda de tipo funcional. Vamos a es. 
tudiarlas, aunque para ello tendremos que re- 
currir de nuevo a los números. Comprendc 
que son un tanto áridos, pero creo que nos 
darán bastante luz sobre la materia. 

Con relación al presupuesto de Radiotele- 
visión Española, se había solicitado, de acuer- 
do con lo que se había gastado en el año 1977, 
unos 23.756 millones de pesetas. Sin embar- 
go, el primer recorte, la primera imposición 
de austeridad vino desde el Ministerio de Ha- 
cienda, que lo limitó a 19.190 millones. Por 
tanto, la diferencia es de unos 4.566 millones 
de pesetas menos que el año anterior. 

Además, si partimos de este presupu'esto, 
nos encontramos con que hay algunas parti- 
das que no pueden, en ningún caso, ser ob- 
jeto de recortes. En primer lugar, tenemos al 
capítulo primero, que es el del personal, en el 
que no se puede hacer ningún tipo de recor- 
te. Pero no solamente no se puede hacer nin- 
gún tipo de recorte, sino que, además, es muy 
probable que no basten las prevbsiones para 
satilsfacer los gastos. En este momento se es- 
tá uiltimando en Radiotelevisión Española la 
plantilla de personal, para que de ahf se pue- 
dan justificar los créditos existelites en esta 
materia. 

Otro punto sobre el que tampoco se puede 
hacer una política de austeridad es el concep- 
to 382, que es el relativo a los impuestos de 
publicildad y primas de producción. Con re- 
lación a los mismos, tampoco serán suficien- 
tes las previsiones de los créditos existentes, 
desde el momenfto en que se ha aumentado la 
publicidad valuntaria en 3.000 millones de pe- 
setas. Por tanto, en este terreno tampoco se 
podrá imponer esta política de austeridad. 

Sin embargo, sí se podrá imponer en algu- 
nos conceptos, como, por ejemplo, en el nú- 
mero 321, referente a dietas, locomoción y 
gastos de transportes; en el 341, que contie- 
ne la conservación y reparación de bienes in- 
muebles: en el 343, relativo a la con~servación 
de mobiliario y material de oficina, etc., des- 
pués, los gastos de funcionamiento y, por ú1- 
timo, las cuotas de organismos internaciiona- 
les. 

Con relación a este último punto, al1 con- 
cepto 491, hay que hacer un ligero comenta- 
rio, y es a que las cuotas comprometidas ya 
desde el principio &suman unos 70 millones 
de pesetas; sin embargo, hay presupuestados 
nada más que 55. 

Nos queda por considerar el tema quizá 
más importante desde el punto de vista de la 
popularidad, que es el concepto 382, de pro- 
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ducoión y aáquisición de programas. En esú 
concepto, que piblemente es el que m& 
afecta a ,lw espectadores, está reducido e 
presupuesto en 3.682 millones de pesetas, cor 
lo cual ha sido reducido, en relación con e 
presupuesto de 1978, en 787 millones. Es 116 
gico, por tanto, que timos programas debar 
salir al aire con algunas Wcultades y, po 
siblemente, con una calidad inferior. 

La c~nclwión que podemos sacar en relrir 
ción a todo ello es que, aun en el caso de que 
el presupuesto hubiera sido exactamenits d 
-0, debido al aumento de los costes st 
habría praducido, indkectiblemente, una p 
lítica de austerida& pxo si! iai ello añaidhm 
que 'se ha recortado en estos 4.566 millomes 
de pesetas, tenmus que concluir que la po- 
1 1 R h  & austeridad en Radlotelevisi6n Espa- 
ñala es absdutamente imprescindible. 
Una vez vista ya esta aplicaci6n de tipo 

presupuestaria, vamos a ver aihoira la s e p k  
da parte que munciábmcxs: cómo gastar mec 
jor., Para ello considera el Grupo Parlamenta- 
rio de Uni6n de Centro Democrático que hay 
que recoanadar al que se adopten criterios de 

dad. mnsikmda siempre el interés ~púbiico, 
la eoolramicidadi y la eficacia de *los gastas, 
teniendo en cuenta, en cada catso, los intere- 
ses que puedas existir, bien de tipo educati- 
vo, cultural, econ6mic0, político, sociatl, etc. 
Todo ello nos poae un paco en el camina de 
la urgencia de la elaibwración del Estahuto de 
Radiotelevisión E+spañda; sin eanbargo, aai- 
hay que hacer mas camideraciones previas 
en reki6n a este gastar mejor en televisi6n. 

Existe una posibilidad de este gastar me- 
jor a través de una armonización & los pro- 
gramas. Se habla de que la prq~orci6n ideal 
en la producción de los prqganms es de qm 
exista 40 por ciento de producción exter- 
na a Televisi6n Espaiiola y un 60 por ciento 
de producciún nacimal. En segundo lugm, la 
armonizaici6n de das proipolrciones de 10s dis- 
tintos tipos da lproigramas que se, d a k a n  en 
televisión, y que se dividen en tres tipus: una 
divbih, quizá un tanto Coavencicmail, que 
distingue entre progmmas formativos, pagra- 
mas informativos y pmgrannas rcxzeativos, 
aiigunirs de los cuales nannailmentei es th  so- 
lapados y, por tanto, es muy dificil estable- 
cw wstai dlaaifiW6n. Sin embargo, dwW & 

aictuación q w  e&& de ru~uerdu, c ~ n  la utili- 

este! orden c o n v d d ,  en estos mimentas, 
dejando a sailva los minutos que se piimlan 
para cambios de pagraanas, puibilicidad, &., 
teneanns un 36 par ciento, aproximadaoneal I te 
de p g r m  ivcmativcks y un 20 p ciento 
de programas infmatlvas, lo cual time una 
explkaciún bastante coaivincenta: debido a la 
s i M 6 n  en quei en estas iíiltimas tiempos se 
ha desa!rrollaiclo la actividakl política, interesa 
a todas las sectmes de la vida miami .  

trar en el segunda punto de la pxpcsici6n no 
de ley, el cmbter mi!nentemmte transitoria 
de esta polítiua de austeridad en maiteriai da 
RadiC4tedwisióni Espiafiola. Esta transitoriedad 
afecta a Televisitm y a Radia únicammta has; 
ta el moanent.0 en que se apruebe el Estatuto 
Jurídica de R a M e v k i t h  Española. Y c m  

al relativo a la urgencia de la ehbmaci6n del 
Estatuto Jurídico de Ratdioteievisi6n Epa- 
AOla. 
Yo creo que cudquiera que sea la in.teupra 

tatci6m que se dé de las Pactos de la M d m ,  
asi c m 0  de *los dos R d e s  Dtxmtm poste- 
)'haes: uno da 2 de noviembre de 1977 y 

sejo Rector pruwisional de Televisih Esp- 
ida;  digo que, cualquiera que sea la h k r -  
pxetaci6n que sei dé a estos Pactas, hay una 
msa evidente: que el fundamento de lo& Fbc- 
tos de la Mm& y de estas R d e s  Decre- 
tos, la .labor prhordhi que se peiten.de con 
31109 es la creación, la elaboración de ese Es- 
2tut.u de Raidic&l~evitsión Española. Además, 
zuiero maaiúestair que, cualquiera que wm la 
nterprekdn que se pueda dm 5i1 la letra de 
os Pactos de la Mcincloa y a astm dos Rea- 
es Decretas, es evidente que, en mlacih a * e lahac ih ,  tiene escasa i m m c i a i  es- 
;a intwpretaci6n; parque, en Minitiva, qui+ 
ies vam a elabonar este Estatuto de Telwisidn 
Z:Spañola, quienes van a &ir la última pa- 
abra en estia m a m a  van a ser los distintos 
?nupos Pmlmmtarios de ámbas C á m m  y, 
demás, en tprQpuwci6n a sus m p t i v a s  fuer- 
:as represmtakivais. 

Par lo tanto, crea que declarar la urgencia 
ie la elakraci6n del Estatuto de RaKiiotele- 
r i c i h  Espaiiola p d e  ser aceptado por cud- 
luier Gmpo Panlammtario, cualquiera que sea 
a btqretcuCi6n que se de a los Fwtots de la 

Finailmieate, qUiW0 deSta-, atilters; & üil- 

ello eatramlas y!a en el Sillha punto, qiue es 

&O de 1978, 10s CU&S ~e el Coa- 
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Monaloa y a '10s dius citados R d e s  D m  
tos. 

Unión de Centro Demacrático ~pripoaie! !la 
urgencia de esta elaiboraci6n, y para 'ello creo 
que se pueden laducir numwosos argumentos; 
en primer lugar uno, que es el de la propia 
naturaleza jurídica da Radiatelwisi6n Espa- 
dalla. 

Radiatelavisión Espiaiñala en estos mamen- 
tos, desde el punto de vista jurídica, está cm- 
siderada como un ente autbnomo y, por lo 
tanto, se t i a e  que regular por las nomas de 
Derecha pública-administrativa, y, sin embar- 
go, su actividad 0n ciertas casos p~ede razar, 
desde el punto de vista simplemente de su 
función, actividades semejlantes a las de una 
empresa. 

Por consiguiente, en la regulación de los 
p1azas, f m a s  de intervenicibn, de control, 
etcétera, de Televisibn Esppaiioia, muchas ve- 
ces estas n m w  de carácter público pueden 
quedar excesivamente estrechas para una, ac- 
tuacibn dle tipo cuasi empresarial. 
Crea que es pmfectamente justificable es- 

ta urgencia para terminar con esta fama de 
fmcianmiento & Radiatelevisi6n &pañola. 
Ejs lógico que el Estatuto Jurídico de Televi- 
si6n Españala nos vendrá a determinar de una 
manera exacta cuál es la verdadera natwralei 
za jurídica de aste ente; es decir, si efecti- 
vamente es o no un ante autónomo, si es una 
actividad de tipo público, si es un servicio 
píblico, etc., y además nos determinará 6u 
organización, funcionamiento, controles, con- 
trol parlamentario, etc. 

Otro argumento para justificar esta urgen- 
cia está precilsmente en el interés que pude 
tener no solamente el Gabimo, sino también 
la oposición. Fruta de ello fue la firma de 
10.5 Pactas de la Mmcloa, en cuya interpreta- 
ción tampocoi quiera entrar en este momento. 

Creo que también los profesionales y tra- 
bajadores de Radiatelevisión Española han de 
tener un interés muy grande en esta materia, 
desde el mo~m~mta m que esta clarificacibn 
les podrá dar una actuación clara, segura y 
tranquila, y entonoes seguirmente se acaba- 
rán estas ataques indiscriminados que se han 
hecho en relación a la actividad de Televisi6n 
Española de una forma general y sin especi- 
ficar, Ib cual es objeto de una enmienda y pos- 
teriormente es un tema del qne se va a ha- 

blar y, pvrr ilo tanto, no voy a insistir sobre 
ello. 

Finalmente, creo que existe cia,rmente un 
interés de la swciedad, que no es fácil da de- 
tectar, pero que SI es muy lógico de presu- 
mir, que es el authtico deseo de que se a- 
bd toda asta s i t w i h  en relación, a Radiote- 
Ievisi6n EspaÚíQla, que quede toda pmkctat 
mente darificado y que, a traves de unas nur- 
mas, pusda llevar y daml la i r  una actividad 
perfwtirwnente normal. 

Por todo ello, estimo que es compatible, COL 
mo antes hemas dicho, can cualquier ideolo- 
gía y credo político de cualqiUier Grupo Par- 
lamentario, y pedimos que se vote a favor de 
esta proiposición no de ley. 

El1 señor PRESIDENTE ~Haiy aiigÚn señor 
Diputado que quiera cansurniir oiúm turna a fa- 
vor? (Fuusa.) ¿Turnos en contra? (Pausa) ¿Hay 
algún Grupo Parlamentario que quiera htm- 
venir para expmer su c M o  salrre esba~ pnroc 
pasicibn no de ley? (Pausa.) Time la pabbra 
el reipiresienitante del Grupo Pair1-t- Cot 
mlunista diel C q w .  

La &ara BRAVO CASTELLS: Señor P r e  
sidente, señaras y señures Diputados, en prh- 
cipio, hay alga que me parece que está absa- 
lutaunenite claro, y es que tudas los Gru;pos 
Parlaonienitairim mtaunas ernpefíadols en que en 
Televisih &pañola 98 lleve -a pal i~ca ck 
alJstenidad. cmo que este e3 un. plunta gene- 
ral de acuerdo. Loi que acwe es que este 
punta, que es de acuerda unánime y general 
por parte de toidos las Gmpx Pairlmmtla- 
ríos, creo que no se ve m m ~ k  expre- 
saidto en lma p~oposic!i&n no de ley que ms h m  
el Grupo Pairkannentario de Unión de Centro 
Democrático. 

En primeir lugar, me !parece que ~ o i  se pw- 
de olvidar en absalubo, piocrque esta as lo que 
ornpieza a hacer sospechasa esta pmpwici&fi 
no de ley, el hecho de que UCD haya mante- 
nido, por todos tbs medios posibles, una po- 
sición de férreo cmDral sabre tado '10 que m- 
me 6x1 Tekviisibn Espaiñuila, como se & f e -  
t6 en esta Cámara duranbe eil debate m b  el 
Funchmiento del Coms!ejo Rector de Radia- 
televisión E+spañoilí>Iia, debate qw, naturailmien- 
te, no voy a repetir, pero cuya coútclurSi6n fue 
$1 hecho de que la VCD segufa wntrvlmd~, 
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por una absoluta mayoría, muy superior a la 
que le carreispwxk en asta cámara, d Con- 
seja Rmtm de Radiateilevisiión &pa!ííala, has- 
ta el punto de que este Conwj Rector era to- 
do menas un auténtico control pmlmentario 
fdxe  dla situación cb Te18&si6n Etsapfida. Me 
parece que, además, las mspechas sobre la 
intenci6n de esta pqmsioih no de ley au- 
mtm si nos damas cuenta que del presu- 
P- tota,l de Rmiiotelevisión Española, que 
son 19.000 millones de pesetas, 13.000 millo- 
nas amespmden a la publicidad y 5.000 mi- 
1hne.s a la aportacióln astaita1 al montante glo- 
bail del presupuesto de R~a&c~televisión Espa- 
ñala. 

Ent0aM;es w s  mcanemos  con que, si como 
prapoaua la prqmsición no de ley, la aporta- 
uiún estatal se ve reducida, esta situación nos 
abocaría a buscar dgum f6nnula alternativa, 
fórmula alternativa que en la propici6n m 
& <ley & la UCD se oculta cui-mmte. 
Estas fórmulas dteriUativas no pueden ser más 
que dos, y serían: una, el aumento de la pu- 
bliiciidhd sobre Talevisión Española, el aumen- 
to de la cqwrtaci6n de da publicidad sobre Te- 
levisión Espiaiioia, cosa a la. cual, desde lue- 
go, mi Gmp se opone, porque ya es irastante 
c m  lai tortura mental que sopxtmos ahora 
para que tcdavíai tengama que soportar más 
en un futuro; o bim, &a posible dución,  
que seria la privatizaci6n de Televisión Espa- 
ñola, que yo orey) que es, en definitiva, el fan- 
db que s? d t a ,  la inteaiOi6n que se oculta, 
tras esta pmposici6n m áie ley. mivaitización 
que, en definitiva, su&b la disminwibn 
de la supoirtación estatal a Radiotelevisión Es- 
pañola y, al mismo tiempo, que la Televisión 
h siguen hacilendo las mismos de siempre, so- 
lamente que sia el peligro tr- para ellos 
de que & s u  un control parlamentario, un 
cantirol del país sobre el funci-htol de 
Ra&ictal&lsii6n ESpañaia. Yo creo que esto 
as 10 que ~preitende la UCD con esta propwi- 
ci6n no de ley: &rir [la vía para la privatiza- 
ción de TeeYkión Espa,ñal(a, es decir, para que 
la Talevisi6n la sigan haciemdo los dk &rn- 
pre, pero sin el control parlamentario, sin el 
control popular, que, de una manera o de 
otra, terminará par imponerse sobre el fun- 
cionamiento de Tdevición Españoila. Cm&de- 
ro que ésta es la intmcith de fondo. 

Además, yo quería dar otms argumentos. 

Me parece bien que la UCD nois urja ahora 
sobre )la redaccidn da1 Estatuto Jurídico de 
Radiiotelevki6n EspañoZa, pero yo me pregun- 
taría: 2Por qué desde [el última debate en las 
Cortes, qve tuvo lugar aproximadamente htir 
ce das meses, sobre el tema del Conseja Rec- 
tar de Radidelevi~sión Español's, cuando les el 
Consejo Rector al que em 8principio tiene que 
redactar d Estatuto, la UCD no1 ha vuelto a 
convocar el Consejo Rect~m, dándose el caso 
de que el presid'ente deil Consejo Rector es 
Subs;eareitano da1 Ministerio de Agricultura 
y, que sepamos, la UCD no ha removaldo1 este 
cargo? Parece difícil presidir el Consejo Rec- 
tar y al mismo tiempo llevalr a cabol las ta- 
reas de Subsecretario del Ministerio de Agri- 
cultura. 

Se han prcaducldo otras bajas en el Come- 
jo Rector, porque! el alcalde de Madrid tam- 
bién era miiamlbaro del mismo. Hay una sitm- 
ci6n anómala: el Conseja Rector no se ha m1- 
to a mvacar ,  no ha vuelb a h a h r  una w!a 
reunión dejde entonces. Luego, ¿por qué se 
urge en esta praposioión no de ltey sobre la 
necesidad de redactar ese Estatuto Juridico, 
C L W I ~ Q  se ha abandonado al Gmsejo Rector, 
cuando no sabemos an estas momentos si 
existe o no el Consejo Rector, que os el que 
tima que redactar ese Estatuto? A mí me da 
la impesihn de que el haber inclwidct en esta 
praposicióln no de ley esa urgencia soibre el 
Estatuto Jurídicu, no es más que una imanera 
de ocultar que lo que en definitiva se quiere 
es disminuir la apxtación estatal, es deoir, el 
primer punta de la proipiasición no de ley, aJ 
del presupuesto glabai de RaBitelevisibn Es- 
pañoila. Yo insista en que, dsesde mi punta de 
vista, esta disminuciión de la arportaci6n esta- 
tal ~ 6 1 0  va a rediunidair en una situacibn toda- 
vía más c a 6 W  en Televisión Espaiíola y, en 
definitiva, en abrir las puertas a la privatiza- 
5ón de RabiattYl&&m Española. 

Por tadas esta razones, mi Grupa Pamllai- 
mentario va a votar en contra de esta1 propo- 
;ilcióÚi no de llay y pide de asta Cámwa el w 
to en contra de la misima porque, en defini- 
tiva, su aprdmci6n supondría ya un hándicap 
Jara esa elaboración del Estatuto Jurídico de 
Radtiutelevisi6n, que, desde nuestro punto de 
vista, es urgente, pero que exige un fmcio- 
miiiiento d m m á ~ c a  del Consejo Reatm, 
que exige que dicho Goinseijo refleje la rea- 
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lidaid 'del Parlamento, la realidad de esta Cá- 
mara y, sobre todo, exige que la totalidad de 
los Grupos Parlamentarios aquí representados 
participem en la redacción del Estatuto, lo que, 
cama SS. SS.  sabem, no se producirá en tm- 
to que el Consejo Rector siga funcionando con 
una mayoría falsa, totalmente favorable a la 
UCD, que no refleja lo que oicurre en esta Cá- 
mara, que impide la participación (de otros 
Grupos Parlamentarias y que, en definitiva, 
hace imposible el funcionamienta de dicho 
Consejo, casa que, por otro lado, la miasma 
UCD reccwoicc al1 ni siquiera atreverse a con- 
vocairlo. 

Por todas estas razonas, insisto en que mi 
Grupo Parlamentario vatará negativamente y 
pide el voto en con%ra de esta Cámara a esta 
preposición no de ley. 

El señoh PRESIDENTE: ¿Algún otro Grupo 
Parlamentario desea hacer uso de la palabra? 
(Pausa.) 

Al no existir solicitudes, pasamos al ex& 
men de la enmienda formulada sobre esta p 
posición no de 'l'ey por el Glrupo Parlaunmta- 
rio Socialistas cleil Congreso, que será objeto 
de un turno a favor y otro en cmtra. 

El Grupo Parlamentario Socialista del Con- 
greso tiene la palabra para mantener la en- 
mienda. 

El señor PONS IRAZAZABAL: Al abordar 
el examen y la defensa propiamente dicha de 
la enmienda, que hay que poner en relaei6n 
aon la propsición no de ley formuilaida por el 
Grupo de UCD, lo pnimero que resulta fraoca- 
mente curioso y chocante es que el partido 
del Gobierno venga a la Cámara a solicitar 
una reuomenda1ció.n de autoridad para la ac- 
tividad de un organismo administrativo. Nas- 
otros entenderíamos que un Grupo rniniohita- 
rio de esta Cámara que estuviese interesado 
en que un &-gano administrativo llevase a ca- 
bo determinada política y no dilspusiese de los 
resortes del podeir para conseguir que esa po- 
lítiica se llevase a cabo viniese a yoilicitar el 
apoyo) parlamentario, pero es más difícil de 
entender que el Gobierno, que no nwesita ese 
apoyo para llevar a cabo la acción adnninis- 
trativa o ejecutiva, venga a pedir, a través de 
una moción, tal1 apoyo parlamentario. 

La enmienda, como habrán podido ver SS. 

SS., no se opone a la austeridad, sino que con- 
iiste en la adición de una serie de conidicio- 
iamientos, de una serie de instrumentos que 
qagan efectiva esa austcridaid. 

Diriamos que, en realidad, el Grupo Parla- 
mentario Sacialista desconfía de los términos 
vagas y un tanto inoperantes en que viene re- 
jactada la proposición no de ley. Complma- 
La y define realimente lo que nosotros enten- 
demos par aiusteridad, porque no entendanos 
que austeridad haya de significar necesaria- 
mente una disminucióln del gasto prmupius- 
tada, y menas en este momento. Esto ha sida, 
en cierto mado, reconocido #por el Diputado 
señor Clar, que ha hablado en n,ombire de 
UCD. Y entendemos nasotrm que en estos mo- 
mentos una polítilca de austeridad que, cuino 
reconoce la propia mooión, no pQdTía aplicar- 
se sin9 a unos campos muy limitados, enten- 
dida la austerid'aid como (disminución de gas- 
to, es decir, una política coatractiva en el 
gasta en Radiote~levisión Española, sería mor- 
mernente peligrosa, y lo sería por ~lais razones 
que ha expuesto la Diputado señora Eiravo. 

En estcs momentos asa contracción sería 
peligrasa -y la propia propmki6n no de ley 
contempla ese peligro- parque podría afec- 
tar no sólo a los puestos dle trabajo. de quie- 
nes están actualmente empleados en Radiote 
levisibn Española, sino también, posiblemen- 
te, a las inversiolms necesairias para la repo- 
sicibn de instalaciones, etc. Y una austeridad 
aplicada sin criterios claras podría llevar a 
Radiotelevisibn Eicpañola a una situacih crí- 
tica que abocaría, en poco tiempo, a una op 
ción que el Grmpo Socialista, y creemw que 
muchos otras Grupos Parlamantarios de esta 
Ctlmara, no quieren que se presente; a la o p  
ci6n de escoger entre (la privatizacibn 'del me- 
dio o la necesidad de arbitrar creditos extra- 
ordinarios, en su cuantía y en su califiicacibn 
jurícUcai, para salvar situaciones insiostdbles 
creadas por una austeridad confusa e impre- 
cisa. 

Es decir, que par la vía de la austeridad se 
habría llegado, en el mejw de las casas, a la 
mnsieouencia de un mayor gasto. 

Para ncnsotrois la austeridad 6s imposible con 
e11 simple criteria -repita- de restringir el 
gasto; austeridad será evitar que el presu- 
puesto actual resulte insuficiente; será evitar 
que el gasto wai 'superfluo; será evitar que el 
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g W  sea inccmiroiable; será evitar que el gas- 
to TU) cdxxkzcai a una p r a g r d 6 n  racioam 
Eizaicta ñlal funciuñnamiem& contable y finan- 
ciero del arganimo. En definitiva, será evitar 
las irre- de .toda íntile. 

Lai eninnwa, por ansiguieate, no se oipoc 
ne a la austeridad, sino que entiende quw tal1 
awhridad está ligada indefectiblemente a cla- 
ridad, r a c i d i u  y cloatml. Entendemos que 
las madldas que nuestra enmienda enumera 
como mvmimtes parira, qwe esa am* 
sea efectiva pemnkirfan danzar 'un. grdb, 
p m v k i d  en cieu.to rnucta, pero aceptable, de 
almidad, de raiclonailhd y de control. 

La enmienda, polr tanto, corrige unas h s u -  
ficienicias ac twuk  en Raidiidelevisih Esparftoc 
la, peamitiendo segmarnente, a través de la 
austenidaui, cmmgun- ' una prograunación me 
ja'  y un funcioaaan,iento clarificado del arga- 
ni-. Y este concepto de la azisteriui& es el 

mienida. no es sliauo m reflejo_& este crite- 
rio-, con lo ya expuesto por el Grupo Socia- 
lista en el Plena del día 11 de enero cuando 
se afirmaba -tuve peú'sanhmb el hmcr de 
hacerlo- que las subveailciones (ca pastmioai» 
y las déficit de explotaci6n deteiirininan, ads 
más de las ccrmsecueacias generales de una 
aiusancia de plltiw, rn verdadero estímwla a 
la d a  admlltistrauh de los siealriaios, y que 
lo grave da1 sistema de subvend6n a las de- 
ficit & explotaciún no es, en pakcipio, que 
se gaste m8s -aunque seguramente sí se gas- 
ta má-, sino que se gaste sin pían4, sin ar- 
dm, sin concierto, sin lpmgcama y sin fiaiaili- 
dad clara. 

Mi mnpafiera l3ddummo Lozano decía 
también, que astarmas dando el visto buena a 
una serie de gastos que se han ,realizado oan 
anteriupidad y que mi gmcimmente los que 
hacm necmario que ahora 58 acuda a nos- 
otros p a  pedianos n w m m t e  nuestro visto 
buena a un gasta que quizá se hubiera poidi- 
do evitar si el mtirai se hubiese establecido 
can 8miaci&n a los gastas que se han rwliza- 
do cun anteriorhd. 

Subsisoe eil Sirstama de swbvencimar dacit 
de ewplotaci6n, lpaque ésta 65 la fórmula que 

consiguiente, es necesario ihtroducif las w 
rrectiwrs p recb  para que la awtmidaki sea 

que se -, LMIemhnmQ -y b en- 

se mtempki! en el plmsupuw vigente. Por 

efectiva y a eso b s e i  dirige l'a eaunienida! presen- 
tada. 

Par c<msiguimte, acaptar la enmienda su- 

prop- de austeridad. Ea mstericiad ~pue- 
de ser una excusa 9qziivoica para una plitica 
que no campzrthnw, y no  podem mas m este 
momento atmgar un aheque en blanfcol para 
que zuua W e r a  que dentro de unos meses 
puede descubrirse! que no ha isida sino una 
pantalla dmagógica (la austeridad 'se vende 
bien en abstracto) sima para m hacer nada 
o hacer talgo m lo que no estemos d0 
acuerdo. 

E n t e n d ~ s  que la pa~laibra «austeridad» de- 
be concretarse 811 mas m ~ i d a s  clara~, &ca- 
ces y que permitan que esta expresi6n no 
pueda dar lugar a equívocas ni puada 5er un 
sustitutivo tampoco del eficaz y cwrecto fun- 
donmientú de la que debía haber sido ei 
Consejo Rector de Teleivisión coma órgano da 
control pairlmmtario que tenía entre igus rni- 
simes la de vigiuar los aspectos referentes all 
gasto de Radiat&visi6n Española. Ya soy 
miembro da este Coaisejo Rector y no he sido 
canvocada a ninguna remión plenaria del 
mimo desde hace muchos mesa. 

&, par comiguiente, lbastante imperante, 
no s6lo 'por las d m c d  en cuanto a su na- 
turaleza, que ya fum expuedas aquí par el 
representante dal Grupo Socialista en d 151- 
timo Pleno, s h  también lsa inqmramia 
en su funcimamimto. piar 10 taato, la falta 
de comecibn de esa austeridad que gei abser- 
va em (la proporción no de ley no puede se@ 
custi!uida m ese sucedhneo que vendría a 
cer el Consejo Rector de Ra~atelwisión Es- 
pñda.  

Favmble a la anrmieaida. presentada a Ba pro- 
posici6n no de ley. 

Quería terminar dicieauctoi que, a n u m  
iuicio, utasiflta en esitas momentos gtrecipi- 
A confundir cultura con Radiotdlevisióai. Es 
mible que algún día Radiotelevisibn en Es- 
raiia! sea un vehículo inquivoco de mmi6n 
1 de tranisnnjsibn de cultura, paro d&i en es- 
;os m m a t a s  que la austeridad ap&icada a 
3 a d i & d M  va a suponer mu.tilaci6n 
ie nuestra cultura, me parece franwmente 
Jhaca'nte. 

Creo que si tal vez ahm la austeridad im- 

pwte d!af senitido y siniceoiidrud efectiva a! la 

P m  todo 1 0  expuesto, salicitatmw el voto 
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plicase, no una disminución del gasto, sino 
una radumi6n de la actividad o de la pmgr+ 
miaci6n, ello podría signiificar tal vez un en- 
riquecimiento de la cultura en nuestra pais. 

Muchas gracias, señor Residente y &oras 
y señores Diputadas. 

El ,señor PRESIDENTE: ¿Desea alguien con- 
sumir un turno en cmtra de la enmienda? 

El señar BRAVO DE LAGUNA BERMU- 
DEZ: pido la pallabra a favor de la enmienda, 
pero oom matizaciones. 

El señor PRESIDENTE: Para explicar la po- 
sición del Grupo proponente de la prapasioión 
no de ley en relaicibn COIII la enimienh, itiene 
la palalbra el representante de Unión de Cen- 
tro Democrático. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se- 
ñor ,Presidente, no ha preguntado usted si ha- 
bía algún turno en contra. 

El señor PRESIDENTE: Lo he hecho, pero 
no había ninguno. Por lo tanto, tiene la p a b  
bra el señor Bravo de Laguna. 

El señor BRAVO DE LAGUNA BERWIU- 
DEZ: Realmente mi Grupo Parlamentario pieai- 
saba consumir un turno en contra de la en- 
mienda presentada por el Grupo Pat?llaunmta- 
no Socialista, no porque e s t u v i 6 r m  en dis- 
conformidad can las medidas conoretas que 
propugna, sino fundamentalmente porque nos 
parecía que, tratándose de un tema de sus- 
teridad, en realidad el plantmkntoi que se 
hacía era de control de gastas ei ingresos, m- 
trol de gastos e ingresos que noscvtros msi- 
deraunm necesario tanto en momentos de aus- 
teridad c m o  de abundancia. PWa el razona- 
miento del Diputada que m e  ha precedido en 
el uso de la palabra, en el sentida de que la 
Unibn de Centro Democrático buscaba una 
generalidad en el planteamiento que escon- 
diese ucwltas intenciones, nos hace aceptar 
esta enmienda con sumo gusta. Nosotros so- 
mos las primeras interesados en plantear una 
política de transparencia, de claridad y m- 
trol en la Televisión. 

Naturalmente que vamos a proponer algu- 
nas matizaciones a lo planteado por el Grupo 

Socialilsta; pero, antes de indicar estas mahi- 
zacimas, querría salir al paso de algunas afiir- 
maciones vertidas aquí. Una de ellas, que me 
parece muy importante, es que a través de 
nuestra propsl;ción no de ley nosotro6 tu*- 
ramos de allguna manera la inten~ción de es- 
conder una política económica en Televisión 
que llevase hacia la privatizwibn del medio. 
Podemos tranquilizar totalmenite a todos los 
señores parlamentarios en el sentido de que 
la Unión de Centro Dmocráticlo no prejuzga 
el canteniido de la privatizwi6n o no de la 
Televisibn, que es un tema evidentemente pro- 
pia del Estatuto Jurídico, Estatuto que se 
planteará, naturahente, a la consideracih de 
esta Cámara una vez haya sidol aprobado su 
proyecto por el Conseja Rector y enviado por 
el Gobierno. 

En cuanto a la falta de operatividad diel 
Consejo Rector, de si se reúne o no se ieiine, 
no es ahora el momento de repetir historias 
sobre nuestra distinta concepción de lo que 
es dicho Consejo Rector, no es el m m m t o  
de reiterar cuáles han sido las ccmvocatorials 
del mismo. Pero sí voy a hacer das matizacio- 
nes, la primera de ellas dirigida ail señor re- 
presentante del Grupo Parlamentarioi Socia- 
lilsta que me ha precedida en el uso de la pa- 
labra, quien se ha extrañado de no haber si- 
dQ convuIcít.doi pma plenos del Consejo RW- 
tor: que su Grupo ostensiblemente ha dicho 
que no asiste a reuniones del Consejo Rec- 
tor. 
Y en cuanta a le representante del Grupo 

Parlamentario Comunista, hay que tener en 
cuenta que la Minoría Vaca, representada en 
la Comisión P e m e n t e  del Conseja Rwtor, 
solicitb expresalmente que por lo menos du- 
rante tres sma!n!a!s na hubiera rmnibn de di- 
sha Cmisión Ptwmalnente porque tenían que 
Fijarse una serie de oriterios sobre abjetivl- 
lad informativa y bratamimto regimail en el 
medio. Esta es la razún que explica que1 la 
Zomisibn Penmanmte del Consejo Recta- na 
;e haya reunido en el última mes y medio. 
Y entro ya a indicar las matizaciones que mi 

3rupo Parlamentario intraduciría en da en- 
nimenda de adición del Grupo Parlamentario 
Socialista. Serían las siguientes: 

En el primer párrafo, la swstitucih de ase 
iondrán en, práctica)) por «se iniciarán». He 
>la ahí el Grupo Parlamentario Socialis& de 
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una serie de medidas que se pondrán en prác- 
tica en el plazo de tres meses. P m  hay al- 
gunas de ellas que técnicamente sería impo- 
sible - o t r a s  sí es posible- realizarlas en ese 
plaao. No quiero entrar en un análisis porme- 
norizado, pero repito que no es posible poner- 
las en práicltca en tres meseis. Se pueden, sí, 
iniciar, y de hecho muchas de ellas ya se han 
inicia&. 

En segundo lugar, y respecto a las párra- 
fos 3, 4 y 7, sustituir la expresión «&gano 
pertinente de control parlamentario)) por «ór- 
gana parla~mentario que establezca el Estatu- 
to>>. 

Y, por último, en el párrafo 6, aiíadir, don- 
de se dice «se investigarán y redizalrán las 
diiigmcias pertinentes para esclarecer las he- 
chos que han sido denunciados por las medias 
de commicsuci6n social)), la frase «y que ten- 
gan suficientes indicios)), o bien (cque recojan 
suficientes indicios)). Esto se propone con el 
fin de que no sirvaanos muchas veces de eco 
de resonancia de rumores que afectan a la 
verdadera dignidad de las personas. Entiendo 
que cualquier hecho que pueda ser denunciada 
piíblicamente ha de ser esclarecido, pero no 
seamos nasotm caja de resonancia de sim- 
ples m o r s .  

El señor PRESIDENTE: El representante del 
G m p  Parlaunentario proponente de la en- 
mienda tiene la @abra para matizair si efec- 
tivamente se acqtan estas correcciones a la 
emniemda que han sida pmpziestas y mcre- 
tan-, por favor, ante la Cámara cuál es el tex- 
to de la m i e n d a  que se m e t e  a votación. 

El señor jONS IRAZAZABAL: N o  dispmgo 
del texto porque ha siida formulado por otro 
Grupo. Sin embargo, cm las notas que he to- 
mado puedo decir que nuestro Grupo acepta 
estas m r & m  y que, pm tanta, pueden 
incmpmame sustituyendo las partes afecta- 
das de la enmienda. 

Quisiera hacer solamente una mínima rec- 
tifi&6n s las palabras del mpresentante del 
Grupo U n i h  de Centro Demmrático sobre la 
actitud de las representantes del Grupo Par- 
I~mentario Socialista en el Consejo Rector de 
Ra~l~ioteilevisión Española, que me dectan per- 
sonalmente. 

He de decir que no hemos dimitido de num- 

tra condición de miembros de diuho Coaiseja 
Rector. Nosotros hemos anunciado que no 
%sistfaaos a sus reuniones hasta que se en- 
trase en la discusión y debate del proyecto de 
Estatuto de Ra&&devisi6n Espflola. Osten- 
tamos en este momento la condici6n de mietm- 
brois de ese Consejo Rectoir y estimamos que 
hbemos ser mvocados a toidas sus reiunio- 
nes, y si no lo heunos sido, no ha sido porque 
se considere que hemos perdido o hemos de- 
caída en nuestra condicih de miembros de 
ese Cmsejo Rector, sino, iijsa y llmaanente, 
porque el plena de ese Consejo Rector no se 
ha vuelto a reunir. 

Creo que esta precisión era importante ha- 
cerla a la vista de las afilmaciones del señoa 
Bravo de Laguna. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo con el 
artículo 141 del Reglamento, corresponde 
ahora someter a votación, en primer lugar, la 
enmienda de adición que ha sido propuesta a 
la Cámara. 

Ruego al1 señm Secretario dé lectura a di- 
cha enmienda de adkión, a fin de que la Cá- 
mara cononca concretammte el texto que va 
a ser sometido a votación. 

El señor SECRETARIO (Ruiz-Navarro y Gi- 
meno): Goai. la venia del 5eñm Presidate y 
pid<iendo excusa por no ser taquígrafo este 
Secretario. 

Ditría así: «En concreto, y sin perjuicio de 
la adopción de otras medidas que consilere 
oiportimas la Dirección General de Radiotele 
visión Española para aplicar la plftica ecmó- 
mica referib em el párrafo anterior, dentro de 
los tres prilmeros meses a contar desde la 
aprobación de esa proposición no de ley se 
iniciarán las siguientes:)). 

El número1 1 queda exactamente igual; el 
2, también. 

En el niiimerc 3, 'la m d f i c i ó n ,  si no he 
entendido mail, consiste en lo siguiente: <!Se 
procederá a una revisión de todos los contra- 
tos de p r d u a i b  de prugramals de empresas 
privadas, elaborándose una memoria en la que 
se anadicen las ventajas e inconvenientes del 
mantenimiento de dicha produoción ajena, que 
se presentará ante el órgano panlaunentdo 
que determine el Estaituto de Radiotelevisión 
Española para que éste acuerde lo procedente 
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con relación al mantenimiento o supresión de 
dichas contratos de  produc&ón». 

El número 4 diría: «Se valorarán los 
“stocks” de programas producidos o’ cumpli- 
dos y no emitidos, así como, en su caso, se 
determinairá el valor residual de los ya mi- 
tidos y se informará el órgano parlamentario 
que determine el Estatuto de Radiotelevisión 
sobre las causas que han motivado la no @mi- 
sión de dichos programas para que por éste 
se acuerde lo procedenten. 

El número 5 quedaría igual. 
El númelro 6 tendría la siguiente modifica- 

ción: «Se investigarán y realizarán las diligen- 
cias pertinentes para esclarecer los hechos que 
han sido denunciados por los medios de co- 
municafci6n social que tengan suficientes indi- 
cio s)) . 

El númwo 7 diría: «Se elaborará y pondrá 
a disposici6n del órgano parlamentario que de- 
termine el Estatuto de Radiote1evisió.n la lista 
de 10s funicionarios y empleados fijos de Ra- 
diotelevisión Española, con las cantidades rea- 
lds que por todos canceptos perciben al 
año, y otra lista con los nombres y remune- 
raciones o gratificaciones que perciben los 
colaboradores fijos o eventuales, con indica- 
ción de  lois trabajos realizados)). 

El señor PRESIDENTE: Este es el texto 
de la enmienda que se somete a votación de 
la Cámara. 

Comlienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio ei siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 259; a favor, 249; en 
contra, uno; abstenciones, nueve. 

El señor PRESIDENTE: Queda, en conse- 
cuencia, aprobada la enmienda formulada 
por el Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso. Ahora se somete a votación de la 
Cámara el texto de la moción principal. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada Ia votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 259; a favor, 248; en 
contra, uno; abstenciones, 10. 

El señor PRESIDENTE: Queda, en conse- 
cuencia, aprobado el texto de la moción Fin-  
cipal formulada por el Grupo Parlamentario 
de la Unión de Centro Democrático. 

RECOMENDACION DEL CONSEJO DE EU- 
ROPA EN REiLACION CON LA SITUACION 

CHILENA 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al exa- 
men de la proposición no de  ley formulada 
por el Grupo Parlamentario Socialistas del 
Congreso sobre la recomendación del Conse- 
jo de Europa en relación con la situación chi- 
lena. Tiene la palabra el Grupo Parlamenta- 
rio prqmnente. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Diputados, 
tengo la satisfacción de defender, en nombre 
del Grupo Parlamentario Socialista, esta pro- 
posición no de  ley en relación con los pro- 
blemas que afectan y que son consecuencia 
del desconocimiento y de la violación de los 
derechos humanos en Chile. 

No  es casual, señoras y señores Diputa- 
dos, que sea el Grupo Parlamentario Socia- 
lista el que haya traído a esta Cámara esta 
proposición no de ley que plantea un prable- 
ma ‘de defensa de  la libertad. Aunque en al- 
gunos sectores se  hayan puesto dudas, sin 
ninguna razón justificada, sobre la defensa de 
la libertad por parte de los socialistas, no es 
con declaraciones generales, sino que es en 
la acción concreta, y en la acción parlamen- 
taria concreta día a día, como se pone de 
relieve quiénes son, en realidad, los defenso- 
res de la libertad. Y en ese sentido, desde el 
discurso del 27 de julio que pronunció el Pre- 
sidente del Grupo Parlamentario y portavoz 
Felipe González -en el que se marcaron las 
líneas generales de la política parlamentaria 
del Partido Socialista Obrero Español-, he- 
mos sido coherentes siempre los sociallistas 
en este problema, que fue uno de los que se- 
ñaló Felipe González, de defensa de la liber- 
tad. Esta proposición no de ley no es sino 
una de las causas concretas de esta defensa 
de la libertad y de los derechos humanos. 

Nosotros no tenernos ninguna duda de cuál 
debe ser la respuesta a aquella pregunta de: 
((Libertad, ¿para qué? Lo sabemos muy bien y 
éste es uno de los hechos concretos, en vir- 
tud de los cuales luchamos en defensa de la 
libertad. 

Esta proposición no de ley recoge una re- 
comendación de la última sesión de la Asam- 
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blea Consultiva del Consejo de Europa al Cc 
mité de Ministro y, por consiguiente, a nuei 
tro país, a través de  su representación gubei 
namental en el mismo, invitando a los Gobiei 
nas de los Estados miembros que han concz 
dkio visados a detenidos palíticus chilemo 
para que insistan ante las autoridades chilc 
nas en la concesión a dichos detenidos de 1 
posibilidad de conmutar la pena privativa d 
libertad por la de exilio, y, por consiguientf 
la posibilidad de abandonar el país. 

En segundo lugar, se recoge, puesto qu 
éste era el segundo aspecto referido a Chill 
de la recomendación de la Asamblea Consul 
tiva, que encarezca a todos los Estados miem 
bros para que continúen facilitando la admi 
sión y el establecimiento en su territorio di 
detenidos y refugiados políticos chislenos 
Y precisamente por una enmienda que tuvc 
el honor de hacer en unión del compañerc: 
sociadista señor Carvajal, en aquellla sesiór 
de la Asamblea Consultiva, se agregó a aque. 
Ila resolución, que afectaba inicial y exclusi. 
va'mente a Chile, un tercer punto en el que 
se añadía la problemática de les restantes paí. 
ses diel Cono Sur, es decir, de Argentina y de 

La proposición no de ley que hoy venimos 
aquí a defender propone que el Congreso de 
los Diputados asuma el espíritu y la letra de 
esta recomendación número 830 de la Asam- 
bIea Consultiva del Consejo de Europa y que 
el Gobierno haga suyas las tres recomenda- 
ciopes a las que me he referido anteriormente. 

Entendemos que existen muchas razones (y 
muy sucintamente, puesto que no son horas 
para que canse a SS. SS. con un discurso de- 
masiado prolijo) en virtud de las cuales no 
cabe en el tema de, los derechos humanos, 
en una sociedad civilizada y democrática, abs- 
tención respecto al mismo. 

Entendemos que lavarse las manos, hacer 
de modernos Pilatos en materia de derechos 
humanos, no es posi!ble en una sociedad de- 
mocrática. Entendemos que el problema de , 

los derechos humanos no es un problema de 
régimen interior, no es un problema de la 
esfera interna de los países, sino que es un 
problema que afecta a toda la comunidad in- 
ternacional, y que es responsabilidad do todos, 
y especiaflmente de los países democráticos, 

Uruguay. 

el asumir los problemas que afecten a la vio- 
lación de los mismos. 

Porque desde aquellos viejos tiempos en 
que todavía los derechos humanos no eran 
Derecho positivo nacional ni internacional, 
sino que tenían la vaga proclamación de de- 
rechos naturdes, proclamación que no tenía 
efectos prácticos sobre la realidad de los paí- 
ses y que ha hecho decir a un ihstre Profe- 
sor, al Profesor Burdean, de la Universidad 
de París, que esos derechos naturales eran un 
espíritu sin fuerza y el poder segufa siendo 
una fuerza sin conciencia, hasta hoy en que 
no solamente a partir de la segunda mitad 
del siglo XIX los dereohos humanos se han 
ido positivado en ese proceso de constitu- 
cionalización, de organización del Derecho 
público e incluso que en4 nuestro tiempo se 
están internacionalizando, se ha llegado a una 
situación como la que ahora nos permite 
afrontar el tema de los derechos humanos, 
aunque estén situados en otros países, como 
ji fuera un problema propio. 

Rorqule, precisa,mente, con la b t m a -  
ización de los derechos humanos, que es lo 
Jue nos permite entrar a juzgar los proble- 
nas que en esa materia afectan a otros paí- 
es, lo que se hace es superar una ccrntradic- 
:ión evidente que desde el punto de vista teó- 
.ice se ha señalado en múltiples ocasiones en 
nateria de dereohos humanos: la contradic- 
56x1 de que los derechos humanos son una 
lefensa del individuo frente al Estado, y que 
iasta hace muy poco tiempo era al propio 
:stado al que le pedfamos que nos defendie- 
a frente al mismo. Y esta contradicción tan 
eñalada solamente se ha superado en base 

la superación. del viejo concepto de sobe- 
anía, que ha sildo concepto eje en la vida po- 
tica de los Estados y en la teoría política 
esde que Bodino la definió en los seis li- 
ros die la República como la «Summa potes- 
is in civec ac subditos legibusque solutan. 
iisas y rumores.) Pero hoy, señoras y sefio- 
3s Diputados, los derechos humanos no tie- 
en la barrera de la soberanía nacional, y por 

eso no se puede una sociedad democrática 
abstener en un tema como el de  los derechos 
humanos. Y, además, esta meridiana situa- 
ción de que este tema no es una cuestión do- 
méstica -pues to  que los derechos humanos 
son hoy eil sustituto del viejo derecho natu- 
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ral, lo que dan el valor de justicia común a 
los sistemas jurídicos de todo el mundo-, ad- 
quiere un especial relieve para nuestro país 
por dos razones en relación con al tema que 
nos ocupa: por una parte, la responsabillidad 
histhica de nuestro país con los países de 
habla españala, que se inicia desde las viejas 
polémicas con las Leyes de Indias, tiene hoy 
un planteamiento similar al que entonces, con 
la organización de la cultura de su tiempo, 
plantearon nuestros grandes clásicos de los 
siglos XVI y XVII; ellos se preocuparon de 
los derechos humanos en América latina; nos- 
otros hoy nos volvemos a ocupar de los de- 
rechos humanos en América latina. Y, en se- 
gundo lugar, es que el Consejo de Europa, oir- 
ganización internacional defensora del impe- 
rio de la ley y de la libertad individual, tiene 
un único país de habla castellana, que es pre- 
cisamente España, y que es el puente entre 
Europa y América. 

Preoisamente por esa razón, nuestra res- 
ponsabilidad es especial y por esa razón he- 
mos presentado esta prioposición no de k y  
para que, antes de que los mecanismos re- 
glamentarios del Consejo de Europa llevasen 
al Comité de Ministros a ocuparse y a asu- 
mir el problema por un impulso parlamenta- 
rio, se apruebe la resolución que hemos pre- 
sentado. 

No se nos puede decir -como se ha dicho 
en algunas ocasiones para justificar lo que, 
a nuestro juicio, es votación injustificable de 
nuestro país en el tema de los derechos hu- 
manos en relación con Chile en las Nacio- 
nes Unidas- que no se puede hacer un tra- 
tamiento individualizado del problema de los 
derechos humanos, porque violaciones de los 
derechos humanos las hay en muchos países 
del mundo; pero eso no puede ser la excusa 
para que en casos concretos, como ha ocu- 
rrido en1 el problema de Chile, no nos poda- 
mos ocupar de los derechos humanos; porque 
si ese argumento, que considero absoluta- 
mente infundado, fuera cierto, no tendría nin- 
gún sentido toda la organización de la pro- 
tección en los Pactos de 1966 y, sobre tmio, 
en la Convención Europea que nosotros he- 
mos firmado y estamos pendientes de ratifi- 
car, porque, precisamente, todo el mecanis- 
mo de la Convención Europea es un meca- 
nismo de tratamiento individualizado en ma- 

teria de derechos humanos. El proceso es la 
máxima individualización de un supuesto de 
violación de derechos humanos. 

Y lo que por primera vez en la historia del 
derecho internacional supone la convención 
europea, es la entrada del sujeto individual 
como sujeto del derecho internacional, preci- 
samente individualizando los temas referidos 
a los derechos humanos. Y precisamente an- 
te el señor Ministro de Asuntos Exteriores, en 
la primera sesión en la que los parlamentarios 
españoles asistíamos al Consejo de Europa, 
intentaba convencer a los parlamentarios 
miembros de la Asamblea Consultiva de la 
justificación de la votación española en las 
Naciones Unidas. En esa misma sesión el 
Consejo de Europa, pase al planteamiento y 
a la doctrina da1 señor Oreja, trataba el te- 
ma de los derechos humanos de manera in- 
dividualizada a través de la resolución, a tra- 
vés de la recomendación que queremos hoy 
traer aquí para que se apruebe. Y precissamen- 
te la extensión a Argentina y a Uruguay, in- 
troducida en aquella recomendacióna, es una 
prueba del sentido de la responsabilidad y una 
concesión a la concepción del señor Mcinis- 
tm, pueisto que ya no sei trata del tra- 
tamiento individualizado, sino que se trata 
de tres países que han violado, y siguen v b  
lando, los dereohos humanos. 

Precisamente creo que debe ser un honor 
-y termino, señoras y señores Diputados- 
para esta Cámara eii aprobar (y ésa es id pro- 
puesta que en nombre del Grupo Parlamen- 
tarid Suciailktas hago a SS. SS.) esta propo- 
sición no de ley, porque es la primera oca- 
sión que tenemos los parlamentarios espa- 
ñoles de pronunciarnos en materia de dere- 
chos humanos, recogiendo algo que viene del 
ámbito del Consejo de Europa, que es ese 
organismo de la paz y de la libertad que exis- 
te en. Europa. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún otro Gru- 
po Parlamentario quiere intervenir en el tur- 
no a favor dle lla proposición noi de ley for- 
mulada por el Grupo Parlamentario Socialis- 
tas? (Pausa.) Quiero advertir a los represen- 
tantes de los Grupos Parlamentarios que, con 
independencia del turno a favor, pueden pe- 
dir la palabra para explicar su posición. 

Tiene la palabra el señor Muñoz Peirats. 
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El señor MUROZ PEIRATS: Señor Pre. 
sidente, señoras y señores Diputados, crec 
que es bueno recordar en estos momentos 
en que; se ~ e ~ t á  celebrando el XXX aniversa- 
rio de la celebración universal de los dere  
chos del homlbre de la ONU y el XXV aniver- 
sario de la entrada en vigor de la Convención 
Europea de los derechos del hombre, que hay, 
y existen todavía, violaciones de estos dere- 
chos en el mundo nada menos que, como re- 
coge el (6Post International», en 116 países en 
1976. Y en estos países hay de todo tipo de 
modelo econámico y de sociedad. Y hay que 
recordar, también, que muchos de los 116 de 
estos países pertenecen, casi todos, a la Or- 
ganización de las Naciones Unidas, que, co- 
mo saben SS. SS., hoy está formada por 149 
países. Sin duda ninguna se debe esta dife- 
rencia, entre las declaraciones y la realidad, 
a ese todavía no resuelto -yo diría- eterno 
conflicto entre el poder y la libertad en ra- 
zón, si se quiere, de la naturaleza a la vez in- 
dividual y colectiva de la condición humana. 

España ha ingresado en la Asamblea del Con- 
sejo de Europa a finales del año pasado y ha 
asistido por vez primera a la sesión parlamen- 
taria la semana última del mes de enero. Y en 
los días 27 y 28 de este mes, en la Recomen- 
dación 229, que trataba sobre derechos hu- 
manos, y en la 830, que hacía una condena 
específica a Chile, la Asamblea, de una forma 
casi unánime, casi mayoritariamenbte, votó a 
favor de una ampliación de los derechos hu- 
manos y de una condena expresa a lo que es- 
taba sucediendo en Chile. 

Habría que recordar aquí -y ésta es la im- 
portancia del Consejo de Europa- que mu- 
chas veces no se ha tenido en cuenta, porque 
en cada una de las Asambleas consultivas es 
cada vez mayor la influencia que el Consejo 
de Europa está teniendo en todos los Esta- 
dos Miembros. Y la Asamblea misma, poco 
a -poco, ha ido elaborando una teoría que cada 
vez está poniéndose más en la práctica del 
desarrollo de los derechos humanos, y ha di- 
cho y repite continuamente que los derechos 
humanos ya no son un problema particular 
de un Estado o de una nación, sino que supe- 
ra todas las barreras, todas las fronteras, pa- 
ra convertirse en un problema internacional. 

Por tanto, no hay injerencia ninguna cuan- 
do estamos defendiendo las libertades y los 

dereohos del hombre eai cualquier país en que 
no se acaten estos principios. 

Y habrá que recordar también que en el 
valor y en el respeto a la persona humana 
no debe influir ningún tipo de ideología, y 
ni siquiera ningún tipo de nacionalidad. Si 
alguna vez fueramos capaces de hacer esta 
revolución en nuestrus espfrituc, estoy segu- 
ro que abordaríamos con más tranquilidad y 
en mayor profundidad lo que son las liber- 
tades y la defensa de los derechos humanos. 
Porque la libertad no se divide ni se parte 
ni en el tiempo ni en el espacio. Por eso, en 
estos momentos en que España tiene que 
cumplir sus compromisos específicos y por- 
que en esta nueva era de la libertad que de- 
fenderemos entre todos la Unión de Centro 
Democrático votó a favor de la resolución 
por la transgresión de los derechos humanos 
en Chile. 

Esta actitud de la libertad no debe ser, ni 
debemos tolerar nunca que sea, una grandi- 
locuencia como muchas veces ha sucedido en 
muchos Estados europeos en que se han cu- 
bierto con un ropaje'puritano para convertir 
en grandes dedaraciones lo que luego se  in- 
cumpdfa de una forma constante en la prác- 
tica, y que tadavía hoy, desgraciadamente, 
esos incumplimientos están a la orden dddía .  

Debemos potenciar -y esta Cámara estoy 
seguro que lo hará a través de todos sus Gru- 
,pos Parlamentarios- la defensa de los dec 
sechos del hombre, la ddensa de todo tipo 
de libertades y que seamos capaces y luche- 
mos pma que 4 hombre sea capaz de ele- 
gir su destino e influir cada vez más y direc- 
tamente en la evolución de la sociedad. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún turno en 
contra de  la rnoci6n? (Pausa.) El representante 
de Alianza Popular tiene la pailaibra. 

El señor SILVA MUROZ: Señor Presidente, 
señoras y señmes Diputadas. Voy a ceñirme 
muy concretamente a 10 que nos ianpona áa 
wden presidencial de 8 de marzo filtiuno, res- 
pecto de la prqmsicih no de ley f m u l l a d a  
por el Crup Parlamentario Socialista. No vuy 
a entrair aquí en el tema profundo de los de- 
recha humanos, porque creo que no es ob- 
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jeto de este debate, y no invacando el soco- 
rrido argumento de lo avanzado de la hora. 

Entiendo que el tema de los derechos hu- 
manos en Chile, o donde sea, hay que deba- 
tirlo en profundidad -como 6e dice ahura- 
y no de pasada, a proipósito del tema chileno 
u otro cualquiera, aunque sospecho que si 
lo debaitimos en latín mi buen amigo e4 señor 
Peces-Barba me va a ganar siempre. 

Pues bien, dicho esto, quiero únicamente 
centrar el tema en la proposición que ha for- 
mulado el Grulpo Parlamentario Socialista. 

El Grupo Paflamentario Sociaiista formu- 
la una proposición no de ley que contiene 
una resolución con dos puntos: el punto pri- 
mero pide la adhesión de esta Cámara a la 
recomendación 830/'1978, de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa; y en el 
punto segundo pide al Gobierno que haga 
suya esa misma recomendación. 

Pues bien, en primer lugar, Alianza Popu- 
lar (su Grupo Parlamentario, que represento 
en este momento) entiende que hay una ob- 
jeción procesal importante para la toma en 
consideración de eista pnoposicih no de ley; 
y esta objeción procesal dimana del hecho de 
que la recomendación procede de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa y va di- 
rigida al Comité de Ministros y, después, con 
arreglo al Estatuto y al Reglamento del fun- 
cionamiento del Consejo de Europa, es el 
Consejo de Ministros, es decir, el Comité mi- 
nisterial al que procede invitar a los Estados 
miembros (una vez que ese Organismo acep- 
te la recomendación propuesta por la Asam- 
blea) a que suscriban también esa recomen- 
dación. 

Según mi información, el Comite ministe- 
rial, hasta este momento, no ha hecho suya 
la recomendación formulada por la Asamblea 
Parlamentaria, luego, naturalmente, a mí me 
parece que desde un punto de vista correc- 
tamente jurídico y procesal es extemporá- 
neo plantear aquí el tema de la adhesión de 
esta Cámara y de que el Gobierno haga suya 
la recomendación de la Asamblea General en 
tanto en cuanto el Comité ministerial del Con- 
sejo de Europa no haya hecho suya la reco- 
mendación formulada por la Asamblea Parla- 
men taria. 

Pero hay también, a mi juicio (modesto jui- 
cio de jurikta), otra opipión y otra ra- 

zón para que procesalmente tampoco poda- 
mos entrar en consideración de este tema, y 
es 61 hecho de que si esa recmendación no 
ha obtenido la formalización definitiva y to- 
tal por parte del Comité ministekial, del Co- 
mité de Ministros del Consejo de Europa, en- 
tonces resulta que el Gobierno que es, en 
definitiva, el que somete a ratificación de las 
Cámaras los Tratados internacionales (y es- 
toy hablando de una recomendación que tie- 
ne un rango inferior al de un Tratado inter- 
nacional), no nos lo ha traído a ratificación, 
y ahora vamois a ratificarlo por la proposicibn 
de un Grupo Parlamentario, respetabilísimo, 
pero que creo desborda su competencia para 
proponerlo. Entiendo que es eil Gobierno el 
que, cuando esté en condiciones de poderlo 
traer a esta Cámara, debe someterlo y, enton- 
ces, estudiarlo. 

Pero, aparte de estas consideraciones de ca- 
rácter procesal, vamos a entrar en otras ra- 
zones de fondo. 

Sí, efectivamente -sin ningún género de 
toallas ni de palanganas para lavarnos las ma- 
nos- entiendo, en primer lugar, que hay un 
dato importantísirno que debemos de tener en 
consideración y es que el artículo 3." de la 
Declaración de Derechos y Deberes de la Or- 
ganización de las Naciones Unidas, a la que 
pertenece España, dice terminantemente «que 
ningún Estado puede intervenir en los asun- 
tos internos o externos de otro Estado)). En 
segundo lugar, creo que España ha manteni- 
do siempre el principio de no intervención 
en los asuntos internos de otros países; y ahí 
ectái la «dmtrina Estrdan, que ha sido man- 
tenida desde 1930, y cuya ((doctrina Estra- 
da>> es mucho más maximalista, porque dio 
a entender que incluso el acto del reconmi- 
miento supone la intervención en los asun- 
tos internos de otro Estado. No defendemos 
esa teoría, aunque la hayamos respetado y 
practicado todos los Gobiernos de España 
desde 1930, pero afirmamos que este princi- 
pio de no intervención en los asuntos inter- 
nos de otros países ha sido consagrado no 
sólo por la doctrina Estrada, sino, también, 
por numerosas conferencias internacionales, 
iberoamericanas o sudamericanas. Así tene- 
mos el Acta de Chapultepec, del año 1945; 
la Declaración de Lima de 1938 y la Dwlara- 



- 1486 - 
CONGRESO 12 DE ABRIL DE 1978.-NÚM. 41 

ción de la Conferencia de Río de Janeiro 
de 1946. 

Pero también hay un tercer argumento y 
es que, a nuestro moáesto juicio, el princi- 
pio de recomendación del Consejo de Europa 
(porqueJ insisto, no es más que una recomm- 
dación de la Asamblea al Comité ministerial) 
es parcial; se fija en el caso de los tres paí- 
ses, que son: Chile, Argentina y Uruguay, pe- 
ro, ¿por qué no nos fijamos en los otros 11 7 
patses, o las que sean -no me importa el nú- 
rner-, donde, al parecer, tampoco se res- 
petan los derechos humanos? 

El representante del Gobierno de los Esta- 
dos Unidos en la Comisi6n para los Derechos 
Humanos, según ncw informan (yo lo he leí- 
do en el «Washington Posta de 7 de febrero 
último), decía que se debía dar una mayor 
extensión y profundidad al análisis de los 
desechos humanos, no centrándolos siempre 
en China, Israel y Sudáfrica. Y estas palabras 
-y con esto termino- del representante de 
los Estados Unidos en la Comisión de los De- 
redios Humanos me hace recmdar un cuen- 
to que circulaba en la Alemania de los años 
treinta, y que decía que a un niño le regala- 
ron un mecano y que cualquiera que fuese 
la disposición de las piezas siempre le salía 
un cañón. Yo pienso también que con este 
tema de los derechos humanos no vayamos 
a hacer lo mismo, que cualquiera que sea la 
disposición de las piezas no nos salga el ci- 
lindro de UPI cañón, sino un cono, el Cono 
SU. 
Y nada más, muchas gracias, señor Resi- 

dente, señores Diputados, y anunciarles que 
el Grupo Parlamentario de Alianza Popular 
se va a abstener en la votación que a conti- 
nuación va a tener lugar. 

El señor PRESLDENTE: ¿Algún otro Gru- 
po Parlamentario quiere consumir un turno 
en contra de la moción? (Pausa.) ¿Algún Gru- 
po Parlamentario, de acuerdo con lo dispues- 
to en el artfcdo 141, q ~ e r e  explicar su PO- 
sición respecto de la Prapición? (Pausa.) 
Tiene la palabra el representante del Grupo 
de Socialistas de Cataluña. Después se la con- 
cedieré al Gmpo Parlamentario Comunista 
del Congreso. 

El señor LORDA ALAIZ: Señor Presiden.- 
te, &oras y señores Diputados, una inter- 

vención ésta nuestra ineludible a nuestros 
ojos, porque nuestro Grupo, Socialistas de 
Cataluiia, desea que quede clara constancia 
de (los sentimientos que nos inspira y el juicio 
que nos m e m e  la situación imlperante en Chi- 
le en cuanto a la concukación sistemática 
que se hace en dicho país de los derechos hu- 
manos más fundamentales. 

Ya en una ocasión anterior, desde esta mis- 
ma tribuna, hemos dado testimonio de tales 
sentimientos y juicios, pronunciándonos en 
téminos de rotunda condena de los bárbaros 
procedimientos utilizados por el actual Go- 
bierno chileno para usurpar el poder político 
y retenerlo. Pero consideramos que no basta 
con manifestar nuestra repugnancia, sino que 
hay que adoptar medidas prácticas que oipe- 
ren, de la manera más eficaz posible, en dos 
sentidos: aliviar la infausta suerte de las víc- 
timas del régimen chileno, y poner al propio 
régimen 8n evidencia ante la apinión mundial, 
con el fin de cuestionar su existencia y abre- 
viada al máxismo. 
La pmposicibn no de ley que ha przsenta- 

do ed Grupo de Socialistas del Congreso 
apunta a tales objetivos. Por eso nosotrw le 
prestamos todo nuestro apoyo. Y aún quisié- 
ramos aportar algunos datos que puedan per- 
suadir a hacer lo propio a los demás G r u p  
Parlamentarios, si no están ya plenamente 
convencidos de que la adhelsión al espíritu 
y a la letra de la Recomendación 830$1978, 
de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Eurapa, que estamos considerando, y la adup- 
ción de los tres puntos que pmpow, es lo me- 
nos que se puede hacer desde este $emiciclo 
para contribuir a realizar la finalidad más im- 
portante de toda empresa verdaderamente po- 
lítica: la defensa y el progreso de las liberta- 
des individuales y colectivas de todos los se- 
res humanos. 

La tercera recomendaci6n al Comite de Mi- 
nistros de los veinte países que integran el 
Consejo de Europa, intruducida, ya lo ha di- 
cho mi compañero de Socialistas de Catdu- 
ña, a iniciativa y propuesta precisamente de 
los Parlamentarios socialistas españoles, eri 
su primera ac twibn  en la Asamblea Parla- 
mentaria del citado Consejo de Europa, alu- 
de a la gravedad de la situacibn en el con- 
junto del Cono Sur. Pues bien, en relaci6n 
con ello, y en lo tocan’te a la Argentina, los 
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datos que facilitados por los refugiados de di- 
cho país quisiéramos someter a la considera 
ción de S S .  SS. son los siguientes. 

La rqxesión política está adquiriendo en lz 
República Argentina, bajo la dictadura de' 
General Vidda, una intensidad cada vez ma- 
yor y formas no por engañosas menos malig- 
nas, Ultimamente se viene empleando en di- 
cho país el método de fingir que se pone en 
libertad a los presos políticos y, apenas és. 
tos han traspuesto las puertas de la cárcel, 
hacerles caer en manos de la policía política, 
que se encarga de eliminarlos. Una modalidad 
de la ley de fugas, de tan escalofriante re- 
cuerdo. Así ha desaparecido en Argentina un 
gran número de personas. 

Otro procedimiento para eliminar al adver- 
sario o, mejor, al enemigo político, consiste 
en provocar motines en el interior de los es- 
tablecimientos penitenciarios y luego, con el 
pretexto de sofocar la insurrección, proceder 
a toda una mortandand de los que allí esta- 
ban reclusos por su oposicibn al régimen im- 
perante. 

Una tercera manera de violación de los de- 
rechos humanos por parte del actual Gobier- 
no de la República Argentina, y también aquí 
de infracción de las propias leyes, consiste en 
poner tuda clase de obstáculos para que los 
presos políticos puedan ejercer el derecho 
constitucional «de iuren en la Argentina, de 
la opción en virtud del cual se les permite sa- 
lir del país y refugiarse en cualquier otro ex- 
tranjero. Uno de tales obstáculos consiste en 
exigir que, quien desea acogerse al ejercich 
del mencionado derecho, tiene que acreditar 
antes que hay un país extranjem que desea 
acogerle o le tiene concedido ya un visado. 

En vita de todo ello, y en atención especial 
a lors súbditos argentinos que en su propio 
país son objeto de persecución por sus ideas 
Ipolílticas y ven la posibilidad de escapar a 
dicha persecución apelando al derecho de op- 
ción, la aprobación por parte de esta Cámara 
de los dos puntos que constituyen la resolu- 
ción propuesta polr los Socialistas del Congre- 
so ha de contribuir en gran manera a sus- 
traer a numerosos súbditos argentinos de la 
crueldad de un régimen que apuntala su do- 
minio en la violencia. 

Creemos que vale mucho la pena que 

SS. S S .  mediten en ello y en ello fundamen- 
ten el sentido de su voto. 

En cuanto a Chile, se le ofrece hoy a esta 
Cámara la oportun,idad de manifestar cuál es 
realmente su sentir ante los métodos repre- 
sivos que viene empleando el Gobierno illegí- 
timo y desp6tico de dicho país. La opcrtuni- 
dad también de corregir la imagen que nues- 
tra representación en las Naciones Unidas de- 
jó da E,spaña la últilma vez que tuvo que pro- 
nuncbrse sobre la violación de los derechos 
humanos e a  Cliik. Ante el fono universal de 
las Naciones Unidas, aquella actitud de la re- 
presentación española produjo la impresión 
de que en nuestro país no se había operado 
ningún cambio y de que nos era indiferente, 
o no hacía vibrar las fibras de nuesltra sensi- 
bilidad, el espectáculo indignante que ofrece 
al  mundo el modo como se ejerce el poder po- 
lítico en Chile. 

A este respecto, queremos recordar que las 
razones que adujo el Gobierno para justificar 
el sentido de su voto en las Naciones Uni- 
das pretendían ser de carácter ecuánime: por 
una parte, no se podía condenar a uno solo 
de los infractores, a lo que ha hecho alusión 
también el señor Diputado que me ha prece- 
dido en el uso de la palabra, y ser, por otra, 
paradigmático, pues convenía no alterar las 
relaciones Que se vienen manteniendo con la 
Junta de Chile, sobre todo las relaciones eco- 
i6micas. 

En cuanto a las pretensiones de ecuanimi- 
Aad, ya nos pronunciamos en una ocasih an- 
ierior, considerándolas vanas. Respecto al 
xagmatísmo, nosotros nos permitimos seña- 
ar algo que podía haber sido más pragmáti- 
:o todavía, puesto que si se tiene en cuenta 
pieneis votaron e n  las Naciones Unidas con- 
ienando los métodos de la Junta Chilena to- 
io induce a creer que la gran potencia mun- 
iial que un día fue valedora de la instaura- 
:ión de la dictadura en Chile ahora ya no lo 
:s del mantenimiento de la misma, par lo que 
caso las días o los meses de esta dictadura 
:stén ya contados. Puede ocurrir así que a la 
ndustria española no le dé tiempo de comple- 
ar los pedidos que el Gobierno de Pinochet 
e tiene encomendados. 

Creemos, pues, que el Gobierno de nues- 
ro país, a imitación de los países civiliza- 
los del mundo, debe adoptar una actitud 
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bien clara de condena del régimen pretoria- 
no imperante en Chile. En t d o  caso, la apro- 
bación par pante de la Cámara de la propo- 
sicibn no de ley que ha presentado el Grupo 
Socialistas del Cmgreso, que nosotros res- 
paldamos por supuesto muy decididamente, 
aparte de los mWtm que le son propios, o 
sea, el intento de aliviar la suerte de las víc- 
timas del régimen chiimo y poner en eviden- 
cia a este régimen, tendrá el mérito adicio- 
nal de rehabilitarnos ante los ojos de la orpi- 
nión mundial. Por eso recabamos a SS. SS. 
el voto favorable. Muohas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún otro Gm- 
po Parlamentario? (Pausa.) El representante 
del Grupo Parlamentario comunista del Con- 
greso tiene la palabra. 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, no distrae- 
ré vuestra atenci6n más allá de un par de mi- 
nutos. Se trata sencillamente de pedir el vo- 
to de la Cámara para la praposicibn de la 
Minoría Socialista, a la cual nosotros pres- 
tamos nlumtro total y absoluto apoyo, y ello 
por tres razones fundamentales: 

Primero, porque la Minorfa Comunista 
presta su adhesi6n y su apoyo a la defensa 
de la libertad y de los derechos humanos, en 
cualquier sitio del mundo donde éstos sean 
infringidos. Segundo, porque la experiencia 
ohilena es para nosotros, hombres del socia- 
lismo, una experiencia válida que hemos ccm- 
partido en el mamento de la ilusión, y que 
compartimos en el momento del dolor. Y ter- 
cero, parque como miembro de la Minoría 
Comunista, pero al mismo tiempo militante 
del Partit Socialista Unificat de Catalmya, 
compartimos tadavía con mayar razón la tra- 
gedia ahilena en forma especial, porque coin- 
cidió prácticamente con horas con nuestra 
Diada nacional el 11 de septiembre. 

Por todo ello, nosotros ppstaremos rotun- 
damente nuestro apoyo a la proposición de 
nuestros camaradas de la Minoría Socialista. 
Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún otro Gru- 
po Parlamentario quiere manifestarse en re- 
lación con esta proposición no de ley? 
(Pausa.) 

El seiíor Ministro de Asuntos Exteriores 
tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE ASUNTOS EXTE- 
RIORES (Oreja Aguirre): Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, ya con ocasión 
del primer debate sobre política exterior en 
este Congreso, el pasado 20 de septiembre, 
tuve ocasión de exponer cuál era la pulítica 
del Gobierno en reIaci6n con los derechos hu- 
manos. Tuve ocasión de decir mtmces, y he 
reiterado después en diversas ocasiones tan- 
to en la Comisión de Asuntos Exteriores del 
Congreso como del Senado, que uno de los 
pilares de la acción internacional de España 
se baca precisamente en el respeto de los de- 
rechos humana. 

A eso responde todo el proceso de incor- 
poración de las normas internacionales a la 
legislación interna que se está operando a 
lo largo de estos meses. A eso responde, tam- 
bién, los distintos compromisos intmacio- 
nales que España está asumiendo tanto en 
el marco de la Organización Internacional del 
Trabajo, mediante nuestra incorporación a 
los principios que inspiran los Convenios 89 
y 98 de la Organización, coi1110 también el 
planteamiento de comprmiso con respecto 
a los Pactos de derechos civiles y políticos, 
a los Pactos internacionales de las Naciones 
Unidas. 
Y esta política es seguida en reiacibn con 

el Consejo de Europa; el mismo día de la 
adhesión de España al Consejo de Europa y 
de la firma de su Estatuto, España anuncia 
ya su compromiso en relacibn con la Conven- 
ci6n Europea de Derechos Humanos y de Li- 
bertades Fundamentales. Y he tenido oca- 
sión, también, de expresar en diversas oca- 
siones que el Gobierno tiene el propósito de 
llegar a los máximos naive1es de control, tan- 
to en lo que se refiere a la jurisdicción del 
Tribunal de Derechos Humanos como en lo 
que afecta a la competencia de la Comisión 
de Derechos Humanos. En consecuencia, es 
propósito del Gobierno tomar en considera- 
ción las distintas resolucimes y recomanda- 
ciones de una organización como es el Con- 
sejo de Europa que, como ha dicho un señor 
Diputado que me ha precedido en el uso de 
la palabra, significa justamente el imperio de 
la ley y la primacía y la garantía de 106 de- 
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rechos humanos, de los derechos fundamai- 
tales. 

En realidad puede decirse que no es válli- 
do hoy el argumento de que el tema de los 
derechos humanos pueda ser una materia de 
carácter doméstico. La invocación del artícu- 
lo 2.*+ pámafo 7, de la Carta de las Naciones 
Unidas como tema de jurisdicción interna de 
los estados no es un principio válido en lo 
que a los derechos humanos se refiere. Está 
fuera de la competencia doméstica; es un te- 
ma de compromiso internacional; es, en de- 
finitiva, como se ha dicho antes, el proceso 
de que un principio del derecho natural está 
inscrito dentro del ámbito de la constitucio- 
nalización y que es un principio aplicable 
«erga omnes)) con un carácter general. 

Quiero decir también que es propósito del 
Gobierno el participar de una forma cada día 
más activa en lo que pueden significar los 
mecanismos y garantías de las Naciones Uni- 
idas. Y buscamos que estos mecanismos, que 
hoy existen dentro del ámbito del Consejo de 
Europa, puedan hacerse más eficaces dentro 
del ámbito de la organización universal. Por 
ello, España es partidaria, y así consta en 
las declaraciones del Gobierno, de un comi- 
sionado de las Naciones Unidas para dar este 
alcance universal al respeto y a la garantía 
de los derechos. 

En relación con el planteamiento que hoy 
se hace aquí, ciertamente alguno de los se- 
ñores Diputados ha advertido que la reco- 
mendación que se hace en esta resolución es 
una recomendación al Comité de Ministros. 
Sin embargo, es el espíritu de esta recomen- 
dación lo que estamos examinando y anali- 
zando aquí en el momento presente. 

En d espíritu de esta recomendación y en 
el texto de esta recomendación hay funda- 
mentalmente tres objetivos. De una parte, 
una invitación a los Gobiernos para que in- 
sistan. ante las autoridades chilenas para que 
concedan a los detenidos la posibilida,ci de 
conmutar su pena. Pues bien, esto es preci- 
samente lo que ha venido haciendo a lo lar- 
go de estos meses el Gobierno. De una for- 
ma muchas veces no espectacular, puesto 
que no era la espectacularidad lo que se pre- 
tendía, sino de una forma eficaz ha venido 
haciendo constantemente gestiones, y han te- 
nido además estas gestiones unos resultados 

concretos que están en la mente de los se- 
ñores Diputados. 

Ultimamente, hace apenas quince días, ha 
habido una representación del Gobierno asis- 
tiendo a una Comisión Mixta y ha sido ésta 
unla ocasión propicia para defender cuál era 
la posición española en relación con los de- 
rechos humanos, planteamiento que se ha he- 
cho precisamente en Chile, y unas gestiunes 
concretas y específicas que han dado unos 
resultados concretos. 

Por otra parte, el otro principio es el de 
la admisión y establecimiento de detenidos y 
refugiados políticos chilenos en el territorio 
de los estados. mies bien, ésta es también una 
práctica que ha seguido el Gobierno. Por tan- 
to, estos dos puntos unida a la ampliación 
de Chile a los casos de Argentina y Uruguay, 
al ser una práctica que el Gobierno está ya 
siguiendo, nos parece #lógico, consecuente y 
coherente con la posición adoptada en la 
práctica por el Gobierno el que en este mo- 
mento haga suya esta recomendación, este 
proyecto de recomendación y que, en defini- 
tiva, nos adelantemos a la sesión que va a 
celebrarse dentro de unos días, el 26 de abril, 
en el Consejo de Europa. Reconocemos y ha- 
cemos nuestro, por consiguiente, lo que pue- 
de significar el espíritu de esta recomenda- 
ción. 

Y nada más que dos palabras para decir 
que si hay un tratamiento distinto en rela- 
ción con el Consejo de Europa al de las Na- 
ciones Unidas, e insisto en lo que había sido 
expuesto ya en otra ocasi6n, no por tratanse 
de unos supuestos económicos, sino funda- 
mentalmente por lo que entendíamus que era 
una práctica selectiva que se hacía en las Na- 
ciones Unidas, e inciluso porque con relación 
a determinados países el criterio que se ha 
adoptado en las Naciones Unidas es el cri- 
terio regional, es decir, que estos temas no 
sean abordados en e1 ámbito universal, sino 
dentro de las organizaciones regionales. Esta 
es la sazón por la que invocábamos que Ara- 
mos contrarios a los criterios selectivos y sí 
partidarios de que s e  hiciera un proceso de 
institucionalización en la sociedad intemacio- 
nal mediante el respeto de los derechos hu- 
manos. En el caso da1 Consejo de Europa se 
trata de una organización en la que acaba- 
mos de ingresar en la que hay un criterio 
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antllago de todo6 los paises que responde a 
unos mismos principios del respeto a la ley 
y de la garantía de los derechos humanos, y 
es la razón par la que el Gobierno hace suya 
esta recmendacibn. Muchas gracias, señoras 
y señores D~utados. 

El señor PRESIDENTE: Smeú?mos a vo- 
tación de la Cámara la proposición no de ley 
formulada por el Grupo Parlamentario So- 
cialistas del Congreso. (Pausa.) 

Efectuada la votación, fue aprobada dicha 
proposiaión no de ley por 197 votos a favor, 
ninguno en contra y 12 abstenciones. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores 
Diputados, se levanta la sesión hasta maña- 
na a las diez y media, en que se continuará 
con el orden del día. 

Era la una y veinte minutos de b madru- 
gada. 
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